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Resumen   
Esta investigación se soporta en la articulación entre la ciencia política, el 
ordenamiento territorial y los estudios urbano - regionales como un ejercicio 
académico e interdisciplinario. 
El objeto de estudio aborda el ordenamiento territorial colombiano como una 
práctica  política que permite la interacción de distintos actores sociales sobre el 
suelo y en esa medida la posibilidad de ejecutar sobre él mismo diversos 
intereses. 
A partir de los lineamientos establecidos por el orden jurídico colombiano para el 
ordenamiento territorial, se aborda el instrumento de planeación y gestión “Plan 
Parcial”, bajo una perspectiva sociopolítica que permite concebirlo como una 
práctica de poder sobre el suelo dentro de los procesos de planeación urbana. 
Desde este punto de vista, este instrumento no sólo reúne requerimientos técnicos 
sino condiciones sociales que establecen relaciones de  poder e intereses de 
diversos actores al determinar su formulación e implementación en porciones 
específicas de los territorios municipales.  
Dentro de estos términos, el Plan Parcial es analizado bajo tres dimensiones del 
poder: poder político, poder económico y poder ideológico. Cada una de estas 
relaciones se soporta dentro del desarrollo de un marco conceptual que explica 
sus contenidos y alcances. Al respecto, la investigación contempla la aplicación de 
estas dimensiones del poder bajo el análisis de dos planes parciales formulados 
en la ciudad de Medellín, los cuales evidencian la existencia de estas relaciones 
de poder en sus procesos de formulación e implementación. 
Dentro del contenido establecido por la investigación, se define un capítulo que 
analiza un conjunto de coyunturas y contextos históricos e ideológicos que han 
determinado la planeación urbana y el ordenamiento territorial en Colombia a partir 
de las circunstancias sociales, económicas y políticas. 
Igualmente, se establece una descripción de cada unos de los instrumentos de 
planeación, gestión y financiación del suelo contemplados por la legislación 
colombiana para el ordenamiento territorial y su relación con las dimensiones del 
poder determinados. 
La investigación asume que la planeación urbana además de ser una práctica 
técnica, es un ejercicio político que encuentra en la formulación e implementación 
de los planes parciales un instrumento propicio para la fijación de relaciones de 
poder dentro del territorio municipal. 
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Abstract  
 
This research supports the link between political science, land management and 
urban studies - regional as an interdisciplinary academic exercise. 
 
The object of study deals with the Colombian land as a political practice that allows 
the interaction of various social actors on the ground and to that extent the ability to 
run on his own diverse interests. 
 
From the guidelines established by the Colombian legal system for land 
management, discusses the planning and management tool "Partial Plan", under 
an enabling socio-political perspective think of it as a practice of power over the 
land within the planning process urban. From this point of view, this instrument not 
only meets the technical requirements but social conditions that establish 
relationships of power and interests of various actors in determining the formulation 
and implementation in specific portions of the municipal territories. 
 
Within these terms, the Partial Plan is discussed under three dimensions of power: 
political power, economic and ideological power. Each of these relationships is 
supported in the development of a conceptual framework that explains the contents 
and scope. In this regard, the research involves the application of these 
dimensions of power in the analysis of two partial plans formulated in the city of 
Medellín, which show the existence of these relations of power in their formulation 
and implementation processes. 
 
Within the content established by the investigation, we define a chapter that 
analyzes a set of joints and historical and ideological contexts that have shaped 
urban planning and land use in Colombia from the social, economic and political. 
 
Also provides a description of each of the instruments of planning, land 
management and funding provided by the Colombian legislation for land use and 
its relationship with certain dimensions of power. 
 
The research assumes that urban planning in addition to being a technical practice 
is a political exercise in the formulation and implementation of an instrument 
suitable for partial plans for the establishment of relations of power within the 
municipality. 
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INTRODUCCIÓN 
Esta investigación es producto de la articulación  de dos campos académicos, la 
ciencia política, la planeación y  los estudios urbano-regionales. Desde el punto de 
vista teórico-práctico cada una de ellas se compone por estructuras intelectuales 
diferentes. Así, la ciencia política abarca el estudio y análisis del Estado, su 
composición y funcionamiento, el ejercicio de la política como actividad para el 
ordenamiento social y el poder político como instrumento para lograr y mantener 
tal orden. De modo distinto, los estudios urbano-regionales centran su atención en 
las ciudades y los conglomerados urbanos y rurales a partir del análisis de 
variables y relaciones arquitectónicas, económicas, antropológicas, ambientales, 
geográficas, urbanísticas y varias más. Lo que indica que es una disciplina de 
amplia convocatoria, distinta a la ciencia política que solo incorpora un objeto 
específico. 
 
Los estudios urbano-regionales exigen la inserción de la ciencia política para la 
interpretación del fenómeno objeto de análisis de esta investigación, a saber: los 
planes parciales.  
Desde lo anterior, la articulación de ambos campos se realiza a partir de la 
definición de las variables básicas. En términos de la ciencia política el elemento 
central es el poder, clasificado bajo tres dimensiones: poder político, poder 
económico y poder ideológico. Para los estudios urbano-regionales la categoría 
central es el ordenamiento territorial, derivando de ella el concepto de planes 
parciales. 
 
Ahora bien, el ordenamiento territorial como conjunto de prácticas políticas, 
jurídicas, económicas y urbanísticas sobre el suelo, se constituye en la principal 
actividad que permite la integración de ambos campos disciplinares.  
 
Esta investigación devela cuatro niveles de articulación disciplinar para vincular la 
ciencia política y los estudios urbano-regionales en términos de relaciones de 
poder.  
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El primer nivel, designa el Estado local representado en el municipio como la 
célula básica que sustenta el cumplimento de los objetivos del ordenamiento 
territorial en Colombia.  
 
Cada municipio en función de  su autonomía puede promover, coordinar y dirigir la 
ordenación de su territorio y el uso equitativo y racional del suelo. Preservar y 
defender el patrimonio ecológico y cultural de su jurisdicción. Prevenir desastres y 
accidentes en zonas de alto riesgo. Ejecutar acciones urbanísticas eficientes y 
articular las políticas locales de ordenamiento territorial a las directrices de la 
política urbana nacional y las instituciones que la desarrollan. 
 
El segundo nivel de articulación se establece a partir de la formulación de los 
principios fundamentales del ordenamiento territorial y de las incidencias en 
términos políticos, jurídicos, económicos y urbanísticos que genera su aplicación. 
De este modo, cada principio establece posibilidades, restricciones, funciones y  
obligaciones que deben ser cumplidas por el Estado y los agentes privados al 
momento de planificar la ciudad y ejecutar sobre el territorio algún tipo de acción 
urbanística. 
 
El tercer nivel de articulación disciplinar se concreta a partir de la existencia y 
formulación del Plan de Ordenamiento Territorial como el principal instrumento 
para la ordenación del territorio de cada municipio colombiano definido por la Ley 
388 de 1997 “como el conjunto de objetivos, directrices, políticas, estrategias, 
metas, programas, actuaciones y normas adoptadas para orientar y administrar el 
desarrollo físico del territorio y la utilización del suelo”. 
 
El cuarto nivel de articulación se determina en la figura del plan parcial como el 
instrumento que desarrolla y complementa las disposiciones de los planes de 
ordenamiento territorial. 
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En su conjunto, el plan parcial establece para el lugar donde se formule, un 
conjunto de normas urbanísticas específicas que definen los usos del suelo y las 
condiciones generales del espacio. 
 
Los planes parciales pueden ser formulados y ejecutados por el Estado, por 
agentes particulares o por las comunidades interesadas en el desarrollo de un 
sector específico de la ciudad. El alcalde municipal mediante Decreto lo aprueba 
una vez que cumpla los requisitos y procedimientos establecidos por las normas 
urbanísticas. 
 
Los cuatro niveles de articulación disciplinar propuestos, confluyen en la 
formulación de la hipótesis investigativa, que a su vez representa el punto inicial y 
la base sobre la que se sustenta la estructura de toda la tesis. Desde este punto 
de vista, la investigación concibe el ordenamiento territorial como una práctica de 
planificación urbana cuya dirección y coordinación corresponde al Estado en 
ejercicio y representación del poder político. No obstante, dadas las condiciones 
dispuestas por la Ley 388 de 1997 se permite la participación de agentes 
particulares en los asuntos de la ordenación territorial y la realización de intereses 
específicos sobre el territorio fijados por la concurrencia de relaciones públicas y 
privadas. 
 
En ese sentido, el poder (político, económico e ideológico) se define como la 
capacidad que tienen los agentes públicos (estatales) y privados para realizar 
sobre el suelo determinadas acciones urbanísticas, dentro del marco de 
restricciones y posibilidades  contempladas por la legislación colombiana y sus 
instrumentos de gestión y planificación. 
 
La participación público-privada en el ordenamiento territorial colombiano se 
enmarca en un conjunto de procesos y tendencias internacionales y nacionales 
que desde 1989 aproximadamente ganan relevancia en el país. Desde este punto 
de vista, la gestión del suelo y  la planificación urbana  cobran importancia desde 
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la expedición de las Leyes 9 de 1989, la Constitución Política de 1991, la Ley 152 
de 1994 y la Ley 388 de 1997. 
 
Estos procesos han permitido que el Estado colombiano ceda una parte de su 
poder al sector privado en asuntos de planificación y gestión urbana, de modo que 
puedan realizar operaciones urbanas según la existencia de intereses 
determinados, mediados no obstante, por la prevalencia de los principios del 
ordenamiento territorial. 
 
De este modo, se concibe en esta investigación que dentro del conjunto de 
instrumentos de planificación y gestión dados por la legislación colombiana, el plan 
parcial favorece la relación público-privada en tanto es un instrumento que permite 
la planificación territorial con la participación de agentes diferentes al Estado 
dadas las posibilidades, condiciones y lineamientos para su formulación, la 
asignación de usos del suelo, la fijación de normas urbanísticas, su aprobación por 
parte del alcalde, la concreción de intereses sobre el territorio y la participación 
democrática de la ciudadanía en todo su proceso. 
 
La ruta trazada para la realización de la investigación tuvo como punto de partida 
la formulación del proyecto de tesis, como documento guía y fuente principal para 
establecer el esquema básico investigativo definiendo el qué, cómo, cuándo, 
dónde y por qué de la investigación. 
Se define como objeto de investigación el plan parcial interpretado como un 
fenómeno socioespacial que permite el ejercicio de poderes sobre el suelo entre 
agentes públicos y privados en desarrollo de intereses cuya relación se ilustra en 
el marco teórico que define el concepto  de poder y su clasificación en poder 
político, económico e ideológico.  
 
La realización de un breve contexto histórico describió  la forma en que ha venido 
evolucionando la planeación urbana en Colombia bajo las modificaciones 
generadas por la adopción de grandes coyunturas internacionales y procesos 
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internos del urbanismo nacional, a partir de la expedición de la Ley 9 de 1989, la 
Constitución Política de 1991 y  la Ley 388 de 1997. 
 
Los objetivos definen las pretensiones fundamentales de la investigación y en esa 
medida los propósitos para el diseño del trabajo operativo.  
 
El objetivo general busca identificar en el periodo de tiempo seleccionado las 
principales transformaciones, contextos y coyunturas del poder público y privado 
en el ámbito de la planeación urbana en Colombia. 
 
Los objetivos específicos buscan la definición conceptual del poder y sus 
categorías como político, económico e ideológico, establecer la relación teórica y 
práctica entre el plan parcial, el poder público y privado y la comparación empírica 
del mismo a través del análisis de los estudios de caso. 
 
La Metodología define el conjunto de procedimientos operativos para lograr el 
desarrollo de los objetivos, la búsqueda y análisis de la información. 
El método elegido es el cualitativo, pues la orientación básica de la investigación 
se fundamenta en la comprensión de un fenómeno socioespacial vinculado a la 
planificación urbana, el plan parcial. 
 
La estrategia definida fue el estudio de caso, seleccionando como objeto empírico 
dos planes parciales de la ciudad de Medellín, el Plan Parcial Plaza de Ferias y el 
Plan Parcial Corazón de Jesús con el propósito de analizarlos e identificar en ellos 
relaciones de poder. 
La técnica empleada para la recopilación de información y la consolidación del 
trabajo de campo fue la entrevista, aplicada a personas vinculadas a los planes 
parciales elegidos. Las entrevistas fueron realizadas a funcionarios del 
Departamento Administrativo de Planeación Municipal, líderes sociales y políticos 
y a organizaciones comunitarias pertenecientes el polígono del plan parcial. 
Las fases se organizaron conservando un orden sucesivo, de modo que el 
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desarrollo de la investigación se diera ordenadamente. Se estructuraron de la 
siguiente manera: 
 
Fase 1. Comprendió la elaboración del marco teórico a partir de la 
conceptualización  del poder en el ámbito de la gestión del suelo.  
Se sustentó básicamente en la revisión bibliográfica y documental. 
 
Fase 2. Comprendió la contextualización histórica, identificando las principales 
transformaciones, tendencias, prácticas y coyunturas en el desarrollo de la 
planificación urbana en Colombia.  
Se apoyó en la revisión documental y bibliográfica. 
 
Fase 3. Comprendió la asociación del concepto de poder al instrumento plan 
parcial, con el propósito de establecer relaciones teóricas y técnicas. Tal aspecto 
se desarrolló describiendo el conjunto de los instrumentos que componen el 
ordenamiento territorial en Colombia, desde el Plan de Ordenamiento Territorial a 
los instrumentos de gestión del suelo. 
Se sustentó en la revisión bibliográfica, documental y en la consulta a expertos. 
 
Fase 4. Comprendió el análisis de los planes parciales propuestos como objetos 
empíricos. Al respecto, el esquema analítico definió  para cada plan parcial una 
descripción del contexto histórico de la zona, una descripción del contenido 
técnico y de la propuesta urbanística y la identificación de las relaciones de poder 
da partir del conocimiento del proceso de formulación e implementación de los 
planes. 
Esta fase constituyó la realización del trabajo de campo a través de entrevistas y 
recorridos espaciales por el territorio que conforma los planes. 
 
Conforme lo anterior, el contenido de esta tesis se estructura en tres (3) capítulos 
de la siguiente manera: 
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Capítulo I.  Titulado “El poder como expresión social del ordenamiento territorial 
colombiano. Conceptos y relaciones”. 
 
Comprende la realización del marco teórico y se estructura a  partir de de tres 
nociones intelectuales básicas: poder, propiedad y gestión del suelo. 
 
La noción de poder  toma como fundamento principal el trabajo realizado por los 
autores Max Weber y Norberto Bobbio considerando la relevancia que tienen 
dentro de la ciencia política para la interpretación de los fenómenos relativos al 
poder, el derecho, la política, la economía y el Estado. 
  
Con base en sus aportes teóricos se establecen las categorías analíticas de poder 
político, poder económico y poder ideológico. 
 
La noción de propiedad, toma como fundamento los aportes teóricos de la 
legislación colombiana a partir de las directrices constitucionales y del sistema 
jurídico, relativo a la función social de la propiedad y el ordenamiento territorial. 
 
La noción de gestión del suelo, se define  a partir de los aportes conceptuales de 
varios autores colombianos, profesionales de la planeación, la gestión urbana y el 
ordenamiento territorial. Se destaca en este apartado la importancia dada al 
mercado del suelo, la oferta y demanda y su articulación a la legislación de la 
ordenación territorial. 
 
Capítulo II. Titulado “Estado, poder y planeación urbana. Instrumentos, relaciones 
y  elementos de contexto en Colombia”. 
Su realización se estructura sobre dos soportes fundamentales. El primero, 
interpreta un conjunto de hechos coyunturales que permiten explicar la evolución 
de la planeación urbana en Colombia y las características principales del poder 
público y privado ligados a esta competencia territorial.  
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El segundo describe cada uno de los instrumentos de planeación y gestión 
existentes en Colombia, desde  el contenido aportado por la legislación, a través 
de las Leyes 9 de 1989 y 388 de 1997. 
 
El capítulo hace un  recorrido descriptivo por la historia de la planeación urbana en 
Colombia, desde la segunda mitad del siglo XX hasta llegar a los primeros años 
del siglo XXI. 
 
El capítulo describe cuatro grandes momentos  históricos llamados “enfoques de 
planeación” que recrean la evolución de esta práctica en Colombia. 
 
El primer enfoque se refiere al momento fundacional. Corresponde a la planeación 
urbana de tipo físico-espacial. Se destaca la formulación de los llamados Planes 
Reguladores y Planes Piloto, alrededor del año 1947. 
 
El segundo enfoque se refiere  a la planeación del desarrollo, vinculando la 
planeación económica, las teorías del desarrollo económico y la implementación 
de políticas sociales en el país. Se ubica alrededor de los años 60. 
 
El tercer enfoque marca lo que se conoce en Colombia como la “crisis de la 
planeación pública”. Se presenta bajo la figura del Código de Urbanismo como 
instrumento normativo para regular la participación de los agentes privados en la 
construcción, las obras civiles y el desarrollo urbano. 
 
El cuarto enfoque surge a partir de 1991 con la expedición de la Constitución 
Política y la Ley 388 de 1997, introduciendo nuevos principios, valores y 
perspectivas técnicas, administrativas y políticas para el ordenamiento territorial. 
 
El capítulo adopta la clasificación que de los instrumentos realizan estudios y 
autores colombianos al respecto. En ese sentido, se explican tres grandes grupos:  
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Los instrumentos de planificación, cuya función es la de planear las acciones que 
se realizarán en el territorio y establecer las estrategias, políticas y directrices que 
a futuro orientarán el ordenamiento territorial. 
 
Los instrumentos de gestión, que permiten la obtención de suelos para llevar a 
cabo las distintas actuaciones urbanísticas  y poder intervenir en el mercado del 
suelo. 
 
Los instrumentos de financiación, que permiten la obtención de los recursos 
económicos necesarios para la ejecución de los proyectos y las disposiciones de 
los planes de ordenamiento territorial. 
 
Capítulo III. Titulado “Poder y planes parciales. Estudios de caso en la ciudad de 
Medellín. 
Comprende la realización del trabajo de campo y el análisis a los hallazgos 
teóricos en torno al poder. 
 
Este capítulo se fundamenta en la elección de los objetos empíricos, a saber: el 
Plan Parcial Plaza de Ferias y el Plan  Parcial Corazón de Jesús. 
 
La estructura del capítulo se sustenta en una parte general que describe el 
contexto de los planes parciales en Medellín, las normas nacionales y locales que 
regulan este instrumento. 
 
La segunda parte hace énfasis en el análisis de los dos casos seleccionados, 
indicando sus características generales, el contexto histórico de la zona y del 
proceso de formulación e implementación y la identificación de las relaciones de 
poder en cada plan parcial, conforme la conceptualización dada en el marco 
teórico. 
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El principal aporte de esta investigación al conocimiento, se fundamenta en la 
pretensión de acercar la ciencia política como disciplina teórico-práctica al campo 
de lo urbano-regional y la gestión del suelo a partir del análisis del instrumento 
plan parcial. 
 
Desde la ciencia política se quiere generar una reflexión que permita comprender 
la figura del plan parcial no sólo como una herramienta técnica de intervención 
física sobre el territorio, sino como un instrumento con sentido político y de 
interacción social en la medida que articula al Estado, al sector privado y a las 
comunidades en los procesos de planificación. 
 
Debe anotarse que esta tesis estuvo articulada  bajo la modalidad de Estudiante 
Auxiliar de Posgrado al proyecto de investigación “Territorialidades del poder 
político y económico a partir de la nuevas formas de regulación del suelo urbano 
establecidas en la Ley 388 de 1997 en Medellín y el Área Metropolitana” dirigido 
por la profesora Análida Rincón Patiño y perteneciente a la Escuela de Planeación 
Urbano-Regional de la Facultad de Arquitectura. 
Este proyecto fue financiado por la Dirección de Investigación Medellín –DIME-  de 
la Universidad Nacional de Colombia y contó con la participación investigativa de 
profesionales en derecho, sociología, arquitectura y ciencia política. 
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CAPÍTULO I 
EL PODER COMO EXPRESIÓN SOCIAL DEL ORDENAMIENTO TERRITORIAL 
COLOMBIANO. CONCEPTOS Y RELACIONES 
 
La existencia e implementación de los instrumentos de planeación y gestión 
presentes en Colombia en virtud de las Leyes 9 de 1989 y 388 de 1997 
materializan el desarrollo urbano del país, pues su puesta en práctica concreta 
sobre el territorio el conjunto de principios, estrategias, y actuaciones consagradas 
para el ordenamiento territorial y el desarrollo socioeconómico.  
De modo que debe primar el interés general sobre el particular, para usar racional 
y equitativamente el suelo, preservar el medio ambiente y el patrimonio cultural, 
prevenir desastres naturales, acceder a vivienda digna y a servicios públicos, crear 
espacio público, ordenar el territorio y ejecutar acciones urbanísticas eficientes e 
integrales que en su conjunto logren el mejoramiento de la calidad de vida de los 
habitantes  del país como expresión del desarrollo territorial. 
Ambas leyes establecen para el Estado la primacía en la aplicación de cada 
instrumento, es decir, que es el Estado desde sus ramas del poder público dentro 
de las funciones que a cada una le corresponden quien está facultado para aplicar 
los instrumentos en los casos específicos que requiera el desarrollo urbano. 
Esto evidencia la primacía del poder público sobre el poder privado. No obstante, 
la aplicación de los instrumentos puede evidenciar en la realidad la relación 
inversa, pues su ejecución puede estar motivada por intereses particulares –
sociales, económicos, urbanísticos- de actores privados en una operación 
urbanística determinada. Así, el Estado puede favorecer a terceros mediante la 
aplicación de un instrumento de planificación o gestión específico. 
Esta relación de poder puede darse en ambos sentidos dependiendo de lo 
siguiente: 
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 El tipo de instrumento, que determina su naturaleza y alcance jurídico y 
ejecución sobre el territorio. 
 El proyecto u operación urbanística como tal, que determina las obras sobre 
el territorio, los usos del suelo, los aprovechamientos, las regulaciones y 
normas urbanísticas, y la distribución equitativa de cargas y beneficios 
(ejemplo: planes parciales, macroproyecto, Actuaciones Urbanas Integrales, 
Proyecto Urbano Integral). 
 El tipo de actor privado y su capacidad de influencia sobre la administración 
municipal y la sociedad, en términos políticos y económicos (ejemplo: 
grupos inversionistas, grupos constructores, grupos inmobiliarios). 
 De la fortaleza institucional estatal y su capacidad para aplicar el modelo 
territorial y las directrices dadas por el Plan de Ordenamiento Territorial y la 
normatividad urbanística. Además, de su habilidad para la negociación y la 
generación de consensos entre la población y los actores privados 
asociados al desarrollo urbano. 
 Al tipo de tratamiento urbanístico y su zonificación en la ciudad, pues este 
determina la participación de actores, intereses, acciones y 
responsabilidades específicas sobre el suelo. Puede posicionar sobre el 
territorio propósitos políticos y económicos de las administraciones 
municipales o de grupos privados. 
El poder: la construcción del concepto 
El ordenamiento territorial es un ejercicio cuya práctica permite la interacción y 
confluencia de actores e intereses sobre el suelo. La realización de los mismos 
establece la existencia de capacidades en cada uno de estos actores, lo que  
significa que es necesario contar con los recursos suficientes para conseguir el 
logro de los objetivos. Esta idea indica la concepción de la ordenación territorial 
como una relación de poder que involucra al Estado y a agentes particulares en 
los procesos de la planeación urbana.  
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La configuración del sistema urbanístico colombiano, permite concretar las 
directrices territoriales mediante la aplicación de los instrumentos de planeación y 
gestión existentes. Cada uno de ellos define un tipo de acción específica sobre el 
territorio y establece las posibilidades y restricciones de los  involucrados en el 
desarrollo urbano, determinado así las relaciones de poder.  
La pretensión fundamental de esta investigación es asociar el concepto de poder 
al ejercicio del ordenamiento territorial y evidenciar las relaciones que en virtud de 
la planeación urbana generan tipos de poderes sobre el suelo.  
Ahora bien, desde el punto de vista etimológico y a partir del significado dado por 
la Real Academia Española de la Lengua la palabra poder designa dos grandes 
campos;  el primero introduce un conjunto de significaciones definidas como  la 
facultad o potencia expedita para hacer algo; tener facilidad, tiempo o lugar de 
hacer algo; ser más fuerte que alguien, ser capaz de vencerle; ser contingente o 
posible que suceda algo. El segundo campo introduce igualmente otro grupo de 
significados definidos así,  dominio, imperio, facultad y jurisdicción que alguien 
tiene para mandar o ejecutar algo; gobierno de un país; acto o instrumento en que 
consta la facultad que alguien da a otra persona para que en lugar suyo y 
representándole pueda ejecutar algo; posesión actual o tenencia de algo; fuerza, 
vigor, capacidad, posibilidad, poderío;  suprema potestad rectora y coactiva del 
Estado. 
Conforme el primer campo de significados, el poder implica entonces un conjunto 
de múltiples actividades pertenecientes a la vida en comunidad que designan la 
facultad para realizar cualquier tipo de acción, y desde este punto de vista el 
abanico de posibilidades podría abrirse infinitamente, sin restricciones ni 
diferenciaciones de ningún tipo al momento de abordar un análisis sobre el  poder. 
El segundo grupo de significados diferencia y caracteriza el poder en aspectos 
más puntuales, referidos en su mayoría a la política y al derecho. Así, su 
definición,  extensión y generalidad se disminuyen concretándolo como un 
fenómeno social relativo al Estado. 
25 
 
Considerando los objetivos fijados por esta investigación, la ruta correcta para 
abordar el poder es aquella delineada por el segundo campo de significados en 
tanto el objeto investigativo que se refiere al análisis de planes parciales como 
instrumento del ordenamiento territorial colombiano en tanto facultad pública, 
involucra al Estado como poder político,  posibilita la participación de agentes 
particulares, el  desarrollo de poderes económicos y las alianzas público-privadas 
alrededor de la planeación y el ordenamiento urbano. 
Ahora bien, para abordar una ruta conceptual que permita definir el poder 
conforme los intereses propuestos, se tomará como instrumento fundamental la 
disciplina de la ciencia política a partir de la cual se extraerán las ideas básicas 
que darán cuerpo a esta construcción conceptual. 
La manera como se abordará el concepto de poder político y sus variables 
asociadas, se hará a partir de los trabajos teóricos de dos grandes exponentes de 
la sociología y  ciencia política, Max Weber y Norberto Bobbio, considerando la 
relevancia de su pensamiento para interpretar los fenómenos relativos al poder, la 
política y el Estado. 
Para Norberto Bobbio el poder en su definición general es “la capacidad o 
posibilidad de obrar, de producir efectos; y puede ser referida ya sea a individuos 
o grupos humanos como a objetos o fenómenos de la naturaleza” (Bobbio y 
Matteucci, 1988: 1217).  
Como es evidente, esta definición aborda el poder desde su forma más amplia, sin 
asignarle características o funciones específicas, tales como poder político, poder 
jurídico o poder económico. 
Cuando el poder se concibe desde el punto de vista social, abordando la vida del 
hombre en comunidad, “el poder se precisa y se convierte de genérica capacidad 
de obrar, en capacidad del hombre para determinar la conducta del hombre” 
(Bobbio y Matteucci, 1988a: 1217).  
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Es decir, el poder asume la posibilidad de influenciar la voluntad de los individuos 
y en esa medida obligar, permitir o restringir la realización de determinadas 
acciones sociales. Así, el hombre además de ser el sujeto se convierte también en 
el objeto del poder social, como lo evidencia la relación gobernante-gobernado en 
un Estado. 
Como fenómeno social, el poder asume distintas características al interior de la 
sociedad misma, es decir, no basta con identificar a quienes detentan el poder y a 
quienes le están sometidos, sino que es indispensable identificar los ámbitos o las 
actividades a las cuales el poder hace referencia, es decir, determinar la esfera del 
poder, porque “la misma persona o el mismo grupo pueden ser sometidos a varios 
tipos de poder relacionados con diversos campos” (Bobbio y Matteucci, 
1988b:1217) y en esa medida el poder asume competencias, estrictamente 
delimitadas o con amplias posibilidades de acción. Como lo demuestra el 
ordenamiento del territorio en Colombia, al definir las directrices y lineamientos 
para el desarrollo territorial a través de la Ley 388 de 1997 y los responsables de 
su ejecución. 
A partir de  la clasificación del poder en tipos o ámbitos de ejercicio, Norberto 
Bobbio comienza a   definir  el poder político como un ejercicio de fuerza o 
coacción por parte del Estado  sobre el conjunto de los ciudadanos o gobernados 
sobre un territorio determinado,  como bien lo expresa él mismo: “(…) si el uso de 
la fuerza es la condición necesaria del poder político, sólo el uso exclusivo de este 
poder es la condición suficiente” (Bobbio, 2000:109).  
No obstante, su aplicación se encuentra articulada al sistema normativo o jurídico 
que ordena su ejecución. Es decir, el poder político se caracteriza porque 
fundamentalmente es un ejercicio de fuerza que establece un tipo de acciones, 
directrices, intereses o valores que deben ser reconocidos y aceptados por los 
gobernados (ser legítimo) y además, ser ejercidos dentro de los lineamientos del 
derecho, o sea, estar inmersos en un marco normativo. En efecto, el sistema 
urbanístico colombiano a partir de las leyes y normas que lo sustentan, determinan 
las acciones que pueden desarrollarse  sobre el territorio. De esta manera concibe 
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para el Estado la primacía y obligación fundamental de dirigir el ordenamiento 
territorial y el desarrollo urbano para hacer efectivo el cumplimiento de las 
disposiciones normativas y legales que regulan estas materias. No obstante, al 
mismo tiempo se permite la participación democrática de las comunidades y los 
particulares en estos procesos, estableciendo posibilidades y derechos sobre el 
territorio.  
Otra característica referida al poder político le confiere el atributo de soberano, en 
el sentido que el poder político no está sometido a un poder superior, como sí lo 
están otros poderes. Es así que la efectividad, se entiende como la capacidad del 
Estado para evitar la imposición de un ordenamiento alternativo sobre si. No 
obstante su independencia, el poder político para ser considerado como soberano 
debe ser además, obedecido constantemente por parte de aquellos que se le 
someten. Por tanto, la legitimidad implica la obediencia, la aceptación interna del 
mandato y dominio del poder político que es su complemento, es decir, el poder 
político además de ser un ejercicio de fuerza, debe ser un acto legal, reconocido, 
aceptado y obedecido. 
Lo anterior evidencia una característica vital del poder político, su conexión al 
derecho, es decir, a la norma o al sistema jurídico. Para precisar esta relación 
utilizaremos la propia concepción de este  autor  así, “entre legitimidad y legalidad 
existe la siguiente diferencia: la legitimidad se refiere al título del poder, la 
legalidad al ejercicio.  
Cuando se exige que el poder sea legítimo se pide que  quien lo detenta tenga el 
derecho de tenerlo. Cuando se hace referencia a la legalidad del poder, se pide 
que quien lo detenta lo ejerza no con base en el propio capricho, sino de 
conformidad con reglas establecidas.  
Lo contrario del poder legítimo es el poder de hecho; lo contrario del poder legal es 
el poder arbitrario” (Bobbio y Bovero, 1984b: 30). 
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Desde este punto de vista el poder político es inseparable del derecho, su ejercicio 
se verá como legal/ilegal, legítimo/ilegítimo. Así, la configuración del Estado 
moderno bajo la forma del Estado de derecho, manifiesta que el poder es más 
legítimo en cuanto su ejercicio se da conforme el cumplimiento de las leyes y 
normas establecidas tanto por parte del Estado como por la colectividad, hecho 
que fundamenta la definición y aplicación de los principios básicos del 
ordenamiento territorial en Colombia como filtro y canal conductor de la 
participación y confluencia de intereses públicos y privados en los asuntos de 
ordenamiento territorial y desarrollo urbano. 
En el pensamiento de Norberto Bobbio  es recurrente la relación entre política y 
derecho, ambos conciben esta relación como un binomio inseparable que se 
expresa en el vínculo legitimidad-legalidad, es decir, la relación que permite 
diferenciar poder legítimo y poder de hecho, poder legal y poder arbitrario (poder 
ilegal); pues este autor concibe el poder político como la unidad entre la 
legitimidad y la legalidad, así, “el poder político es el poder que tiene la 
exclusividad y la legitimidad del ejercicio de la fuerza. En suma, el poder político 
es exclusivo y autorizado” (Bobbio y Bovero, 1984c:15).  
Por tanto, la legitimidad del poder se remite a la aceptación libre y voluntaria de 
quienes se le someten, la legalidad se refiere  al ejercicio del poder, en el sentido 
que este se ejerza conforme la existencia de un marco normativo que determina 
su actuación. Ello explica en Colombia dentro de su configuración jurídica para los 
asuntos urbanísticos, la posibilidad que tiene el Estado en virtud del interés 
colectivo y la utilidad pública de aplicar instrumentos de gestión del suelo como la 
expropiación y la enajenación forzosa como ejercicios de poder público sobre el 
territorio. Pero al mismo tiempo está obligado a respetar el derecho de la 
propiedad privada y a velar para que los ciudadanos conforme lo dispone la 
Constitución Política puedan conservar sus bienes y pertenencias.  
No obstante, para la construcción del concepto de poder político, Norberto Bobbio 
recurre a Max Weber de quien retoma las ideas de coacción y legitimidad, la 
concepción del Estado como el máximo detentador del monopolio de la coacción 
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física legítima y la clasificación del poder en tres categorías, así:  
 El poder político, detenta el monopolio sobre los medios de coacción física.           
Para esta investigación, su ejercicio es la manifestación del Estado y sus 
instituciones y es ejercido por él mismo  desde la existencia y aplicación de 
los instrumentos de planeación y gestión contenidos por la Ley 9 de 1989 y 
388 de 1997, además, por el conjunto de normas urbanísticas adicionales 
de orden nacional, regional o municipal. La principal característica del poder 
político es la posibilidad de obligar el cumplimiento de una disposición o 
mandato, en este caso lo establecido por el Plan de Ordenamiento 
Territorial. 
 
 El poder económico, se basa en la posesión de bienes o riquezas.                          
Para esta investigación, es determinado fundamentalmente por la 
propiedad y su dominio y la manera en que esta genera condiciones de 
ganancia y rentabilidad para los propietarios, además de la posibilidad de 
decisión y destinación que sobre ella pueda darse. Se asocia a actores 
particulares y puede  representarse en el suelo, por ser la base fundamental 
sobre la cual se ejerce el ordenamiento territorial y  el desarrollo urbano.  
 
 El poder ideológico, se sustenta en el control de los medios de persuasión.                  
Para esta investigación, se  representa en la existencia de los principios 
sobre los cuales se fundamenta la Ley 388 y la orientación  en términos 
filosóficos, axiológicos y jurídicos del ordenamiento territorial.  En esa 
medida su alcance es transversal a todo proceso de ordenación y desarrollo 
urbano, puesto que regula las actuaciones públicas y privadas 
convirtiéndose en el punto de equilibrio entre el interés colectivo y el interés 
particular. 
El poder político es por naturaleza coercitivo, en tanto determina la conducta de 
los individuos y obliga el cumplimiento de preceptos, normas o sistemas de 
valores específicos. Para ello establece dos formas, la primera  implica recurrir al 
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ejercicio de la fuerza física o la violencia y la segunda establece la aplicación de 
los mecanismos normativos establecidos por un sistema jurídico, es decir, se 
obliga mediante las leyes el cumplimiento de un determinado propósito sin recurrir 
a la violencia física. 
Cuando la coerción se ejerce sin el uso de la fuerza física, implica que el ejercicio 
del poder es efectivamente reconocido por quienes se ven sometidos a él y 
voluntariamente aceptado por ellos.  
Pero cuando la coerción es ejercida recurriendo al empleo directo de la fuerza o 
violencia, implica que el poder no es reconocido y las disposiciones sociales no 
son acatadas de manera voluntaria, por ello se recurre a este mecanismo, para 
que a través de la coerción se asegure su cumplimiento.  
Al respecto, en distintos lugares de  Colombia ha sido posible evidenciar que en 
procesos de formulación y ejecución de planes, programas y proyectos 
urbanísticos ha existido profundo rechazo de los mismos por parte de 
comunidades al considerar que se  perjudican o se vulneran sus intereses  por el 
cumplimiento de los mandatos o disposiciones. Ante ello, la protesta social ha sido 
el mecanismo recurrente como medio para impedir o restringir la realización de lo 
establecido. Lo anterior se evidencia en algunos procesos de formulación y 
ejecución de planes parciales, de proyectos urbanos, de obras de infraestructura y 
construcción de vías. 
En términos de la planeación  y gestión urbanas, la interacción de distintos actores 
sociales se permite por la consagración del principio de la participación ciudadana 
y la posibilidad expresa que tienen los ciudadanos de defender sus intereses, 
bienes y propiedades dentro del territorio. Lo anterior posibilita establecer  una 
relación entre lo público y lo privado, que dentro de ciertas coyunturas y 
circunstancias permiten definir el posicionamiento y la jerarquía de los actores 
sociales en los procesos de ordenamiento territorial, estableciendo dos prácticas 
definidas como la primacía de lo privado y la primacía de lo público. 
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La  primacía de lo privado evidencia la ampliación de esta esfera en disminución o 
detrimento del ámbito estatal, no necesariamente hasta la extinción del Estado 
sino hasta su reducción al mínimo. Significa también, la realización de las 
funciones públicas, la provisión de bienes y  prestación de servicios por parte del 
sector privado 
Se destacan como elementos característicos de esta relación la familia, la 
propiedad, el contrato y los testamentos. Además, el dominio, entendido como 
poder patrimonial o derecho de propiedad que representa la facultad que tienen 
los ciudadanos para ejercer autoridad sobre un conjunto de bienes, en tanto 
expresa el ejercicio de su voluntad o la capacidad de  decisión sobre ellos y la 
posibilidad de beneficiarse  con sus rendimientos económicos. 
La propiedad es definida como “la más amplia facultad de una persona respecto 
de una cosa, por medio de la cual tiene sobre ella goce, uso y disposición de 
acuerdo con la ley y el interés social” (Malo Garizábal,  2004: 520).  
En la legislación colombiana la propiedad no se concibe como un derecho 
absoluto e ilimitado, sino que es pensada en términos de su función social y 
ecológica, es decir, le es asignada un conjunto de responsabilidades u 
obligaciones públicas desde las normas urbanísticas y ambientales que delimitan 
su alcance y contenido, incluso regulando su expresión económica. 
La primacía de lo público se basa en la oposición del interés colectivo al interés 
particular y en la irreductibilidad de los bienes comunes como bienes particulares. 
Se favorece la intervención estatal y su predominio en la regulación de la vida 
social y en el comportamiento de los individuos y los grupos sociales. Los 
individuos renuncian en cierto grado a su autonomía personal para favorecer el 
bienestar  colectivo. Prevalecen entonces  los intereses generales sobre los 
particulares y el Estado sobre los demás grupos u organizaciones sociales. 
En Colombia, la función pública de la propiedad intenta evitar la concentración de 
poderes o atribuciones ilimitadas del propietario sobre los bienes, de modo que 
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esta sirva para la realización del bien común, y extender a la sociedad las ventajas 
que se desprenden por su uso. 
La premisa del interés colectivo le confiere a la propiedad un contenido social, en 
el sentido que el propietario posee obligaciones con el resto de la comunidad por 
el dominio de su bien, se trata entonces de favorecer por medio de este bien el 
interés comunitario y la solidaridad social, de modo que las ganancias individuales 
puedan ser retribuidas o retornadas a la sociedad que también favorece el logro 
del interés particular. 
Desde la constitución política colombiana se emanan principios básicos relativos a 
la propiedad, descritos así: 
 Garantizar a todos los ciudadanos la facultad de ejercer sobre sus bienes 
muebles e inmuebles la posibilidad de disposición y goce libres, pero con 
ciertas restricciones dadas por el ordenamiento jurídico. 
 Prohibir que mediante leyes posteriores se niegue o transgreda la 
propiedad  adquirida legítimamente. 
 Establecer la función social de la propiedad, con la primacía del interés 
colectivo o social sobre el privado. 
 Proteger y promover por parte del Estado formas de propiedad colectivas 
que permitan la producción de bienes, la prestación de servicios y el acceso 
a ambos. 
En el país, se atribuyen dos manifestaciones a la función social de la propiedad. 
La primera, que impone al propietario deberes jurídicos con respecto al uso de sus 
bienes, obligándolo a no mantenerlos improductivos, compeliéndolo a 
administrarlos conforme a las pautas dadas por la dirección general de la 
economía, y aun privándolo de ellos cuando sea necesario para combatir su 
injusta concentración.  
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La segunda,  hace que el propietario esté sujeto a responsabilidad por todo acto 
de ejercicio abusivo de su derecho, y subordina su interés particular al interés 
público o social (Malo Garizábal, 2004: 531). 
Sin embargo, la propiedad en Colombia coexiste con una función paralela pero 
contraria, que es la expropiación. Esta se define  como un acto unidireccional del 
Estado mediante el cual  se priva total o parcialmente a una persona o grupo de 
un dominio o derecho patrimonial  con fundamento en motivos señalados por  la 
constitución y las leyes ajustándose a un conjunto de condiciones (Malo Garizábal, 
2004: 532). 
La expropiación en Colombia procede cuando existen motivos de utilidad pública o 
por el incumplimiento de la función social de la propiedad, donde el propietario 
cede forzosamente  todo o una parte de un bien  incorporado a su patrimonio. 
No obstante, en la sociedad contemporánea, conformada por múltiples 
organizaciones autónomas, como grandes empresas, gremios, asociaciones, 
partidos políticos, etc. Se presenta la conexión  de ambas relaciones, es decir, la 
primacía de lo privado y la primacía de lo público como procesos paralelos. Por 
tanto, la relación público-privado y su ejercicio como poder  “(...) muestra la 
situación de un grupo social en el que se manifiesta ya la distinción entre lo que 
pertenece al grupo en cuanto tal, a la colectividad, y lo que pertenece a los 
miembros  específicos,  o más en general entre la sociedad global y grupos 
menores -como la familia-, o también entre un poder central superior y los poderes 
periféricos inferiores que con respecto a él gozan de una autonomía relativa, 
cuando no dependen totalmente de él”  (Bobbio,2000b:13). 
Ahora bien, entrando al pensamiento de Max Weber, en torno al poder 
encontramos que su   trabajo sociológico es rico en pensamiento político, su 
análisis  es de gran relevancia para la ciencia política hoy y por tanto es una 
fuente de vital importancia para la comprensión del poder político como se 
pretende a través de este marco conceptual.  
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La ruta para la comprensión, definición y caracterización del poder desde el punto 
de vista de Max Weber comienza a construirse a partir de su definición básica, 
“poder significa la probabilidad de imponer la propia voluntad, dentro de una 
relación social, aun contra toda resistencia y cualquiera que sea el fundamento de 
esa probabilidad. Por dominación debe entenderse la probabilidad de encontrar 
obediencia a un mandato de determinado contenido entre personas dadas; por 
disciplina debe entenderse la probabilidad de encontrar obediencia para un 
mandato por parte de un conjunto de personas que, en virtud de actitudes 
arraigadas, sea pronta, simple y automática” (Weber, 1997: 43). 
Esta definición aporta tres características importantes del poder. La primera, 
expresa capacidad de acción y decisión de individuos y grupos al interior de la 
sociedad; la segunda expresa el sentido de obediencia, acatamiento y aceptación 
hacia el poder; la tercera establece la posibilidad  del poder para ser obedecido, es 
decir, contrastado ante actos de no obediencia, resistencias, desacatos, 
ilegitimidades y competencias por su ejercicio. 
Max Weber define al Estado como una asociación o instituto político que se 
caracteriza por la continuidad y permanencia de las acciones del gobierno para 
mantener “con éxito la pretensión al monopolio legítimo de la coacción física para 
el mantenimiento del orden vigente” (Weber, 1997b: 43-44). 
A esta relación se articula una característica más y es que la coacción física no es 
el único medio político-administrativo para la realización de los fines propuestos 
por la asociación política. No obstante, el carácter político de la asociación se 
determina en virtud de la aplicación de su medio específico: la coacción física, en 
tanto le es esencial e indispensable. Es decir, la asociación política es tal, gracias 
al ejercicio real de la coacción física o a la posibilidad de aplicarla. 
Como ya lo habíamos dicho anteriormente, la dominación implica la obediencia a 
un mandato específico o a un conjunto de ellos, esto significa  que la obediencia 
demuestra voluntad e interés para acatar los mandatos, que es por tanto el 
elemento fundamental en toda relación de autoridad. 
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Ahora bien, cuando un mandato se obedece, significa que la dominación es 
aceptada,  reconocida y por tanto es legítima; cuando la dominación no es 
aceptada ni reconocida y genera resistencias y desobediencia significa que es 
ilegítima. 
La legitimidad implica el reconocimiento y aceptación de un mandato al interior de 
un grupo social, indica que el orden existente es válido y en esa medida 
permanente. La ilegitimidad expresa de manera lógica todo lo contrario. 
Max Weber establece la existencia de tres tipos de dominación legítima así: 
 Dominación de “carácter racional: que descansa en la creencia en la 
legalidad de ordenaciones estatuidas y de los derechos de mando de los 
llamados por esas ordenaciones a ejercer la autoridad (autoridad legal)” 
(Weber, 1997d: 172). 
 Dominación de “carácter tradicional: que descansa en la creencia cotidiana 
en la santidad de las tradiciones que rigieron desde lejanos tiempos y en la 
legitimidad de los señalados por esa tradición para ejercer la autoridad 
(autoridad tradicional)” (Weber, 1997e:172). La obediencia es lograda 
gracias a la dignidad personal, apoyada por la tradición. Su forma más 
visible es el poder ejercido por los patriarcas. 
 Dominación de “carácter carismático: que descansa en la entrega 
extracotidiana a la santidad, heroísmo o ejemplaridad de una persona y a 
las ordenaciones por ella creadas o reveladas (autoridad carismática)” 
(Weber, 1997f: 172), por ejemplo, los profetas, los caudillos y héroes 
guerreros. 
Para el caso de la dominación racional-legal la obediencia se dirige a mandatos 
impersonales y objetivos, estatuidos legalmente,  es decir, en virtud de un marco 
jurídico existente. Por tanto, se reconoce la autoridad de las personas designadas 
por la ley en cumplimiento de un conjunto de competencias específicas. 
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De este modo, la dominación legal que estructura el sistema jurídico y político de 
los Estados modernos se sustenta en la validez y relación de las siguientes ideas: 
 El derecho puede ser instaurado racionalmente de acuerdo a fines y valores 
socialmente aceptados, con la intención de ser respetados por los 
miembros de la sociedad.  
 El derecho es un conjunto de reglas abstractas e impersonales, creadas 
intencionalmente que implican su aplicación de manera concreta en la 
sociedad. 
 El  gobernante obedece a este orden impersonal que es el que dirige sus 
acciones y rige sus disposiciones. 
 Los ciudadanos obedecen lo dispuesto por este orden en tanto son 
miembros de la comunidad  y en virtud de su validez como derecho 
estatuido. 
 La existencia del orden jurídico establece facultades para el mandato y el 
deber de obediencia, dentro de un marco de competencias limitadas, 
racionales y objetivas. 
Conforme lo anterior, la dominación legal es la que estructura el ordenamiento 
territorial, la planeación y gestión urbanas en Colombia a partir de su articulación a 
la legislación urbanística. Sus características y aplicaciones en el desarrollo 
territorial colombiano son las siguientes: 
 La dominación legal es un ejercicio continuo, una práctica constante y 
permanente, disciplinada y rigurosa. Al respecto, el Plan de Ordenamiento 
Territorial por ser el principal instrumento para la ordenación espacial es 
quien recibe estas características, pues su configuración propia le permite 
mantenerse en el tiempo y determinar las normas básicas para ordenar el 
municipio permanentemente. 
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 La dominación legal se encuentra enmarcada en un ámbito de 
competencias, que establece: deberes y servicios limitados a partir de una 
distribución de funciones; poderes necesarios para su realización y “fijación 
estricta de los medios coactivos eventualmente administrables y el 
supuesto previo de su aplicación” (Weber, 1997g: 174).  
 La dominación legal se rige por el principio de la jerarquización 
administrativa, es decir, el reconocimiento de órdenes superiores con 
facultad de regulación e inspección en establecimiento de un sistema 
organizado de mando y subordinación. Ello muestra la ordenación jurídica 
de los asuntos urbanos y el ordenamiento territorial en Colombia, a partir de 
los principios constitucionales, la Ley 388 de 1997, los determinantes de 
superior jerarquía, las normas y disposiciones de las instituciones y 
organismos nacionales, departamentales, metropolitanos y municipales. 
 La dominación legal se sustenta en la separación del patrimonio público y el 
patrimonio privado. Que en Colombia definen los principios de la función 
social y ecológica de la propiedad, la prevalencia del interés colectivo sobre 
el particular y la distribución equitativa de las cargas y los beneficios. 
 Los cargos públicos no son propiedad de quienes los ejercen, sino que se 
encuentran sujetos a calidades, requisitos, tiempos, condiciones y normas 
funcionales. 
 La dominación legal define que las acciones o funciones se ejecutan 
conforme normas y procedimientos establecidos o reglamentados. Desde 
este sentido, se define la aplicación de cada uno de los instrumentos de 
planificación y gestión del suelo contemplados por la legislación. Al 
respecto, la Ley 388 de 1997 y sus normas complementarias definen los 
alcances y procedimientos jurídicos y administrativos para aplicar los 
instrumentos en el territorio colombiano. 
 Los procesos administrativos se sustentan en la formalidad y rigurosidad de 
documentos o expedientes. 
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La dominación legal-racional establece una forma de poder que puede aplicarse a 
las relaciones entre el Estado y los ciudadanos, desde este punto de vista el poder 
que se configura a través de esta forma de dominación es el poder político 
caracterizado por el monopolio legítimo de la coacción por parte del Estado, que 
establece mecanismos de transmisión para su ejercicio a través de las 
características anteriormente mencionadas, ejercido fundamentalmente por el 
gobierno o rama ejecutiva. No obstante, no excluye al resto de instituciones 
estatales delimitadas por la tridivisión del poder público ni la participación de las 
comunidades o grupos de particulares interesados en el desarrollo territorial. 
Ahora bien, a partir de la concepción weberiana sobre el poder y de su 
clasificación en formas de dominación legítimas, él afirma que el poder se 
encuentra distribuido en la sociedad en tres grandes grupos: las clases, los 
estamentos y los partidos. No obstante, para la pertinencia de esta investigación, 
sólo se abordará la noción de clase, pues su definición conceptual permite 
diferenciar y determinar claramente dentro de la práctica  y procesos de  
planeación y ordenamiento territorial los propietarios y no propietarios, los 
arrendatarios, los actores formales e informales y sus posibilidades de decisión y 
fijación de posturas. 
La clase se define como la posesión y dominio de bienes, cuyos propietarios 
compiten en el mercado  para intercambiarlos, venderlos o rentarlos para obtener  
y conservar ganancias. Que en términos del ordenamiento territorial colombiano, 
representan los mercados del suelo y la participación que en ellos tienen el Estado 
y los privados –promotores, inmobiliarios, constructores-. 
Así, el poder de posesión, desde la competencia en los mercados, excluye 
directamente de las ganancias a los no poseedores,  pues se logra “(…) hacer 
pasar los bienes de la esfera de su aprovechamiento en cuanto patrimonio a la 
esfera de su valoración como capital (…)” (Weber, 1997i: 683), y en esa medida la 
posesión y la no posesión se convierten en las categorías fundamentales para 
determinar la condición  de clase, situación que se interpreta como la ocupación 
de una posición en el mercado. Por tanto, es el mercado y los intereses 
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económicos fijados en él los que producen la clase. 
En términos generales el concepto mercado expresa un conjunto de relaciones 
entre agentes económicos caracterizados por procesos de oferta-demanda, 
compra-venta y producción-consumo en torno a un bien, producto o mercancía 
transferible. 
Desde este punto de vista, el mercado del suelo, es un mercado específico 
caracterizado por tener como mercancía u objeto de cambio el suelo o la tierra. El 
suelo es considerado como un bien complejo y susceptible de monopolio porque: 
 No se puede reproducir.  
 Es un recurso no renovable.  
 Se encuentra limitado por condiciones jurídicas que confieren su dominio 
bajo la figura de propiedad privada.  
 Su localización es única e irrepetible, por tanto, ofrece distintas 
potencialidades que pueden ser explotadas en el mercado.  
 Su apropiación le confiere diversidad de usos.  
 Se subdivide y se adapta a los servicios públicos que lo definen como 
urbano. 
La unión de todas estas características configura distintos tipos de rentas y como 
consecuencia distintos precios de la tierra urbana. 
La renta puede ser definida como un ingreso, una utilidad o un beneficio; que 
aplicados a la tierra,  se refieren a aquellas ganancias o utilidades producidas por 
actividades económicas sobre el suelo. “(…) para efectos de análisis las rentas 
urbanas o rurales se pueden separar en distintas modalidades, con diferentes 
formas cuantitativas, que no necesariamente están asociadas a la propiedad. Una 
de ellas es la renta absoluta, que se da cuando la escasez de tierras es absoluta y 
la sustracción de los terrenos de la producción desequilibra la oferta de bienes con 
respecto a la demanda; generalmente está ligado a una condición latifundista de la 
propiedad; la renta absoluta puede ser de monopolio generalizado o de monopolio 
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focalizado. La renta diferencial está asociada a la existencia de condiciones 
heterogéneas para la acumulación de capital, ligadas a las características 
heterogéneas de los terrenos. A su vez, existen otras divisiones sucesivas como la 
renta diferencial Tipo I o Tipo II, siendo esta última más importante en el caso 
urbano, porque depende de la posibilidad de incorporar capital al terreno para 
poder construir  mayor superficie, a raíz de los mayores índices de edificabilidad y 
la capacidad portante del terreno. Entre las rentas secundarias se distinguen las 
de comercio, vinculadas a las formas que asumen la actividad económica y las de 
vivienda” (Torres, 2006: 8). 
El precio de la tierra se genera a través de la articulación de las diferentes clases 
de rentas generadas en un área. Adicionalmente, los precios del suelo se 
determinan por: 
 Su creciente demanda. 
 Por su accesibilidad. 
 Por su uso e intensidad o edificabilidad. 
 Por factores externos de localización (por ejemplo, cercanía a los centros o 
economías de aglomeración). 
 Por condiciones de segregación socioespacial, que evidencien procesos de 
riqueza o marginalidad en espacios diferenciados o separados del conjunto 
de la ciudad. 
Desde este punto de vista, el suelo se convierte en una fuente de ingresos cuya 
posesión favorece la adquisición de grandes beneficios cuando este se constituye 
en propiedad privada. Esta calidad le otorga al propietario facultades especiales 
para disponer del suelo según su discreción. 
Ciertas acciones urbanas sobre el territorio realizadas por el Estado favorecen el 
aumento de la renta y la valorización de las propiedades, cuyos beneficios se 
quedan en poder de los propietarios, reteniendo la devolución social de los 
beneficios y su reinversión en la producción de bienes públicos para el uso y 
disfrute colectivo. 
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Así, la función social y ecológica de la propiedad limita el poder absoluto del 
propietario sobre el suelo y la apropiación de las rentas o incrementos en los 
precios del suelo producidos por las acciones del Estado.  
Podría identificarse como agentes que intervienen en el mercado del suelo los 
propietarios; los compradores; los agentes financieros; las empresas 
urbanizadoras o constructoras; las comercializadoras y el Estado, que podría 
actuar como oferente, demandante o regulador del suelo. 
Como ya lo habíamos dicho, el poder en su sentido general expresa la posibilidad 
de imponer la propia voluntad sobre la conducta ajena, que puede representar 
múltiples formas de dominación. En este sentido el autor muestra dos tipos de 
dominación importantes para esta investigación.  
El primer tipo es  la dominación económica, basada en la existencia y primacía de 
intereses a partir de situaciones de monopolio en un mercado. Allí, las influencias -
o la dominación- se ejercen en virtud de la posesión de bienes o desde los precios 
fijados en el mercado sobre los intercambios económicos o productivos realizados 
por los individuos conforme sus intereses. 
El segundo tipo de dominación es la autoridad, fundamentada en el poder de 
mando y el deber de obediencia, ejercidos por los funcionarios y los gobernantes. 
Ello confiere la posibilidad de intervenir en el mercado del suelo mediante la 
implementación de los instrumentos de gestión concebidos por la legislación 
colombiana para fijar directrices económicas, precios y usos.  
Sin embargo, lo anteriormente expuesto se materializa dada la existencia de una 
institución de superioridad política y económica que es el Estado.  
La característica fundamental del Estado moderno es el monopolio de la coacción 
física legítima, que no es su característica exclusiva pero si la más específica e 
importante. De este modo, la dominación legal-racional es la que caracteriza el 
poder ejercido por el Estado y por tanto sus acciones se rigen por este tipo de 
dominación. 
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Entendiendo el Estado como una relación de dominio entre hombres, Max Weber 
identifica la política como el eje articulador de esta relación, definiéndola así, “la 
política sería así (…) la aspiración a la participación en el poder, o a la influencia 
sobre la distribución del poder, ya sea entre Estados o, en el interior  de un 
Estado, entre los grupos humanos que comprende (…)” (Weber, 1997m: 1056).  
A partir de esta noción de política puede inferirse entonces que el poder no es un 
atributo exclusivo del Estado, en esa medida la confluencia de múltiples grupos e 
intereses permite la distribución, conservación o desplazamiento del poder entre 
ellos. Situación que favorece la articulación de intereses económicos, políticos e 
ideológicos en los procesos de formulación y ejecución de la planificación urbana. 
Al respecto, la participación en el mercado del suelo permite la participación de 
distintos actores. Así, los agentes promotores son aquellos que participan en la 
adecuación y construcción de estructuras urbanas, en esa medida se identifican 
empresas constructoras e inmobiliarias, el sector financiero y los propietarios del 
suelo, que tienen como objetivo común la obtención de beneficios a través de 
negocios con el suelo o inmuebles. El Estado es reconocido como un agente 
encargado de controlar y regular las acciones urbanísticas desde la imposición de 
las normas urbanas, no obstante, se destaca también como un agente con 
capacidad de promover proyectos urbanos o inmobiliarios, es decir, con facultades 
duales, regulador y promotor al mismo tiempo. 
El Estado moderno es una asociación de dominación institucionalizada que busca 
el monopolio de la coacción física legítima al interior de un territorio, y en virtud de 
la dominación legal-racional le da validez a un estatuto normativo fundado en 
reglas racionales que definen el cumplimiento de deberes y la disposición de 
obediencia a los mandatos establecidos.  
Ahora bien, para realizar la relación entre poder político -poder legal-racional- 
derecho y economía, el autor establece y define unas categorías conceptuales de 
la siguiente  forma: “una acción debe llamarse económicamente orientada, en la 
medida en que su sentido subjetivo esté orientado por el deseo de obtener ciertas 
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utilidades. Se llama gestión económica a un ejercicio pacífico de poderes de 
disposición, orientado en primer término económicamente y ella será racional 
cuando discurra con arreglo a un fin racional, o sea con arreglo a un plan. Debe 
llamarse explotación económica a una actividad económica permanente y 
organizada” (Weber, 1997n: 46).  
La gestión económica expresa que los procesos y objetos económicos existen 
como tal en el sentido que pueden  constituirse como fines, medios, obstáculos y 
resultados de la acción humana en el logro de utilidades o lucro y en ese sentido, 
su orientación le permite utilizar como medio la coacción, formulando así un orden 
económico a partir del orden jurídico, es decir, desde las normas que regulan la 
vida económica y la realización de fines económicamente establecidos.  
El mercado es por tanto el espacio o la situación que permite concretar la gestión 
económica a través del intercambio de bienes y servicios y el logro  de  utilidades  
mediante la libertad de mercado o  su restricción a través de regulaciones 
normativas. 
El elemento articulador que une el poder político y el poder económico dentro del 
ordenamiento territorial mediante la aplicación de los instrumentos es la gestión 
del suelo que se define  “(…) como el conjunto de intervenciones de las entidades 
públicas sobre el mercado de la tierra, destinadas a alcanzar los objetivos éticos y 
políticos que asume una colectividad en los procesos de transformación, 
ocupación y conservación de un territorio. Se puede definir  también como todas 
las acciones tendientes a asignar unas reglas de juego para la utilización de los 
terrenos, dirigidas a la distribución de derechos entre los propietarios y la 
colectividad” Maldonado (2006:77). 
Desde este punto de vista, la intervención en el mercado del suelo es una 
actividad justificada por las condiciones especiales de la tierra, que es un bien 
único, no producido, ni reproducible, que lo vuelve en una mercancía excepcional 
dentro del mercado, puesto que no es tratado bajo las mismas condiciones dentro 
de las cuales están otras mercancías. 
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En esta medida, la intervención en el mercado del suelo reconoce el valor de un 
terreno no sólo por sus características físicas y de localización, sino por los 
derechos que se le atribuyen. Estos derechos provienen de una decisión del 
Estado (bien sea desde el gobierno o desde otras instituciones) que puede 
incrementar el valor de la propiedad privada o favorecer de múltiples maneras el 
interés particular. Posibilidad que existe al tomar decisiones administrativas en 
aplicación de los instrumentos de gestión previstos para la ordenación territorial. 
No obstante, la decisión del Estado debe encaminarse prioritaria y 
fundamentalmente  a la provisión de infraestructuras y bienes colectivos, para el 
mejoramiento de la calidad de vida de los ciudadanos. 
Ahora bien, las intervenciones del Estado en el mercado del suelo en términos de 
María Mercedes Maldonado, se fundamentan sobre dos ejes, a saber: 
 Orientar el desarrollo urbano sobre principios de coherencia y racionalidad, 
que integre y armonice las distintas funciones urbanas a través de la 
planificación como principal herramienta. 
 Revertir las consecuencias negativas generadas por los desequilibrios y 
exclusiones derivados del funcionamiento de los mercados. 
En esa medida, la dirección estatal del ordenamiento del territorio como práctica  
del poder político  ha permitido a los municipios colombianos el ejercicio de 
facultades para intervenir en el suelo urbano desde la implementación de los 
diversos instrumentos de planeación y gestión consagrados por la legislación. 
Al respecto, agrega la autora lo siguiente: “el derecho sobre el suelo está 
determinado por el poder que tienen los municipios para decidir, zona por zona, o 
por categorías, lo que los propietarios tendrán derecho a hacer con sus   terrenos. 
En otros términos, los municipios pueden definir la lista de utilizaciones prohibidas 
o también obligaciones de hacer (…). Esta atribución municipal puede expresarse 
en una reglamentación general, en la zonificación reglamentaria o en la 
negociación del cambio de regla”, (Maldonado, 2003). 
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Esta perspectiva ofrece un elemento importante en los procesos de gestión del 
suelo, y es el ejercicio del poder como una facultad para decidir sobre sus usos y 
ordenamientos, facilitando la prevalencia de una voluntad  sobre otras al momento 
de materializar sobre el suelo diversidad de intereses, es decir, que el Estado 
puede imponerle al conjunto de propietarios de los suelos de un territorio la 
obligación y restricción de hacer o no hacer con sus terrenos determinadas 
acciones. 
En este sentido, el derecho colombiano somete la facultad de decidir sobre los 
usos del suelo a la normativa urbanística, que sobre él establece prohibiciones, 
restricciones, aprobaciones, autorizaciones o licencias para construir, lotear, 
parcelar y urbanizar y además, zonificar el territorio para establecer divisiones que 
de acuerdo a características similares en lo físico-espacial y lo socio-económico 
establezcan usos, tratamientos y actuaciones urbanísticas apoyados por las 
disposiciones normativas de los instrumentos de planeación y gestión como el 
Plan de Ordenamiento Territorial y los planes parciales. 
El sentido político de las intervenciones estatales en el suelo se enmarca bajo la 
idea del interés colectivo o bien común, y en esa medida favorecer el desarrollo 
urbano mediante la propiedad pública del suelo, su dotación y usos, la captación 
de plusvalías y el control de la especulación en el mercado del suelo. Además,  
permitir configurar objetivos espaciales tendientes al ordenamiento, transformación 
y urbanización de espacios nuevos y también la protección de los espacios 
existentes, del medio ambiente y del patrimonio. 
Esta  Ley es de tipo intervencionista caracterizada por la continua participación del 
Estado  en el desarrollo de sus objetivos y la aplicación de sus instrumentos, con 
una clara tendencia a redefinir el derecho de propiedad y la configuración de una 
nueva forma de planear y gestionar el desarrollo de las ciudades, incorporando las 
corrientes de la planeación estratégica y el proyecto urbano. 
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El principal instrumento de planeación derivado de la Ley 388 es el Plan de 
Ordenamiento Territorial, que establece la normatividad y las directrices para el 
uso del suelo municipal  articulando las dimensiones cultural, físico-espacial y 
económica. 
Para desarrollar el POT se destacan dos instrumentos  básicos, el Programa de 
Ejecución y el plan parcial. El Programa de Ejecución articula el POT al Plan de 
Desarrollo Municipal y señala las prioridades y los programas que un alcalde 
desarrollará en su administración, el Plan de Desarrollo incluye proyectos del POT 
para ejecutarlos. 
El plan parcial se distingue por ser un instrumento de planeación y gestión que 
determina las reglas de juego para: 
 Gestionar una porción específica del territorio. 
 Define los aprovechamientos del suelo priorizando su uso para fines 
colectivos.  
 Facilita la captación de plusvalías y la distribución equitativa de cargas y 
beneficios tanto al nivel del municipio como a escala del plan.  
 Favorece la flexibilidad normativa.  
 Promueve la gestión asociada y la concertación de intereses.  
 Permite la transformación de predios mediante la utilización de los 
instrumentos de gestión. 
Por tanto, se establece que la Ley de Desarrollo Territorial favorece la 
correspondencia y articulación de los objetivos de planeación del desarrollo y del 
ordenamiento espacial a través de los instrumentos de gestión.  
Con todo ello, se destaca un elemento  adicional y es la distribución de 
competencias en materia de ordenamiento territorial, reconociendo el ámbito 
municipal, metropolitano, regional y nacional, estableciendo para cada uno de 
ellos responsabilidades específicas para el desarrollo del territorio, conjugando las 
relaciones, los distintos intereses y conflictos que puedan presentarse en virtud del 
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cumplimiento de las disposiciones de la ordenación espacial. 
 
CAPÍTULO II 
ESTADO, PODER Y PLANEACIÓN URBANA. INSTRUMENTOS, RELACIONES 
Y  ELEMENTOS DE CONTEXTO EN COLOMBIA 
“Colombia, al igual que (…) el conjunto de las formaciones sociales de la 
actualidad, vive esa transformación  o reestructuración del modelo o patrón de 
relaciones que fue dominante a lo largo de buena parte del siglo XX, que 
compromete las condiciones de participación del Estado en la constitución de la 
fuerza de trabajo y en las condiciones de producción y circulación de las 
mercancías” (Pág. 91)  Víctor Manuel Moncayo Cruz. El Leviatán derrotado. 
Reflexiones sobre teoría del Estado y el caso colombiano. 
A partir del proceso de independencia y de la ruptura del sistema monárquico en el 
territorio nacional, Colombia asumió la condición de república, de Estado 
independiente y autónomo, bajo los fundamentos de lo que se ha denominado 
Estado moderno o Estado-Nación. Desde este punto de vista, el Estado en 
Colombia configurado por su historia, ha designado su existencia como 
organización jurídico-política, en ejercicio de la formalización de la autoridad 
permanente y pública dentro del territorio, enmarcando su institucionalidad bajo el 
principio del interés general; la prevalencia de las instituciones , de las normas, las 
leyes y el derecho como reguladores de la vida social en sus distintas dimensiones 
e interacciones al interior del país, además de su capacidad para intervenir en las 
esferas y asuntos  individuales y colectivos de los ciudadanos. No obstante, ha 
sido una característica de los Estados occidentales y del colombiano también, su 
vinculación a los postulados liberales del libre mercado y comercio y  de los 
derechos individuales. 
Lo cual ha marcado un hecho fundamental para la configuración de las 
actuaciones de las personas, en tanto se conciben como sujetos libres e iguales, 
sujetos políticos y jurídicos en ejercicio de su voluntad e intereses, “(…) los 
48 
 
individuos libres e iguales se manifiestan en diversos órdenes de la totalidad 
social, lo cual da lugar a lo que pudiera llamarse una especie de existencia dual.  
Una es su presencia como sujetos civiles, en el orden mercantil, familiar e 
individual, y otra como pertenecientes a la sociedad o comunidad política, como 
ciudadanos” (Moncayo, 2004, 61). 
Por tanto se establece la separación entre vida civil y vida política, entre lo público 
y lo privado y entre interés general e interés particular. Hechos que desde el punto 
de vista de la planeación, la gestión del suelo y el ordenamiento territorial facultan 
a los individuos y grupos como ciudadanos propietarios en ejercicio de un poder 
privado alterno al poder público (estatal) con capacidad de influencia y orientación 
del desarrollo urbano. 
La planeación, la gestión del suelo y el ordenamiento territorial son elementos de 
la vida urbana que no pueden desligarse del Estado colombiano, y en esa medida 
de sus transformaciones institucionales, políticas y jurídicas que han modificado su 
estructura y procesos, desde sus lógicas internas hasta aquellas producidas por 
su inserción al sistema internacional y al mercado mundial. 
Bajo esta perspectiva se insertan como escenarios básicos sobre los cuales se 
han manifestado las transformaciones del Estado colombiano, la planeación, la 
gestión del suelo y el ordenamiento territorial como ejercicios de poder público y 
privado, compartiendo, diferenciando y disputando competencias e intereses sobre 
una esfera de acción propia del desarrollo urbano como lo es el territorio. 
 
 
 
 
 
49 
 
Planeación y gestión urbanística en Colombia. Transformaciones e 
interacciones 
“El Estado como parte sustancial de la estructura de las sociedades (…) no se 
mantiene siempre idéntico. El Estado cambia en correspondencia con las 
necesidades  del conjunto de la organización, de la cual es elemento esencial” 
(Pág. 77) Víctor Manuel Moncayo Cruz. El Leviatán derrotado. Reflexiones sobre 
teoría del Estado y el caso colombiano. 
La planeación urbanística ha sido una práctica que en Colombia cobra especial 
relevancia desde la segunda mitad del siglo XX, justo en el momento en que 
comienza un proceso continuo de crecimiento urbano, motivado por el desarrollo 
industrial y económico que se daba en el país al comienzo de este periodo. 
De manera paralela, los procesos políticos también tenían aplicación, pues este 
periodo significó un conjunto de transformaciones estatales representadas en las 
sucesivas reformas constitucionales a la carta de 1886, a la presencia institucional 
en los territorios aun despoblados, a la adopción de los procesos de 
modernización estatal y la inserción al sistema internacional desde la economía, la 
política, el derecho y la cultura. 
Como es descrito por Juan Carlos Del Castillo y José Salazar, en Colombia se han 
presentado cuatro grandes enfoques dentro de la evolución de la planeación y 
gestión urbanística. 
El primero de ellos hace referencia al momento fundacional, representado en el 
“planeamiento urbanístico”, que constituye la primera experiencia del país dentro 
de los procesos de planificación. Este primer evento, no vincula desarrollo físico-
espacial y desarrollo económico como procesos conjuntos. 
El segundo enfoque se caracteriza por la incorporación de la “planeación del 
desarrollo”, donde el planeamiento económico y el desarrollo social conforman los 
ejes estructurantes de la planeación. Allí, el “plan urbano” se vincula al plan 
económico y social. 
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El tercer enfoque, representa el debilitamiento de los planes urbanísticos. Ubicado 
en la década de los años 80, muestra el reemplazo del “plan” por el “Código de 
urbanismo”, donde se le da amplia participación y autonomía a los agentes 
privados en el desarrollo urbano y el Estado cede facultades de intervención y 
regulación. 
El cuarto enfoque surge a partir de 1991 con la expedición de la nueva carta 
política, que sirve de antecedente para la promulgación de la Ley 388 de 1997. 
Allí, se orienta  el urbanismo desde una perspectiva técnica, política y 
administrativa que involucrara al mismo tiempo al Estado y la sociedad civil en los 
procesos de planeación y ordenamiento territorial. 
Si bien estos grandes enfoques describen los aspectos físicos y económicos de la 
planeación, no excluyen los procesos políticos que representan las 
transformaciones estatales como poder público y del poder privado. En este 
contexto, todos estos cambios son eventos paralelos y diferenciados pero 
mezclados entre si; de modo que los grandes procesos que los originaron 
marcaron en una primera instancia un cambio en la estructura y las funciones del 
Estado colombiano, bien fuere por la interacción de los poderes internos o por la 
influencia de las condiciones internacionales. 
Es por tanto la confluencia de varios ámbitos de orden político, económico, social, 
urbanístico, arquitectónico, jurídico y cultural en actuaciones de agentes públicos y 
privados cuyo principal escenario de manifestación es la planeación, la gestión 
urbana y el ordenamiento territorial. 
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La experiencia inicial: la planeación urbanística 
La planeación urbanística representa el inicio del ordenamiento físico de las 
ciudades en Colombia. Su principal expresión fue la promulgación de la Ley 88 de 
1947 conocida como el Plan Regulador.  
Este fue un instrumento de ordenamiento físico urbano. Se aplicaba para ciudades 
con población superior a los 20.000 habitantes y con presupuesto anual. Era una 
propuesta de proyecto urbano para el desarrollo de la ciudad presente y futura 
para ejecutarse en la segunda mitad del siglo XX, a través de la espacialización de 
las formas y características que debería tener la estructura urbana. Ello significaba 
que los atributos urbanos como el sistema de vías y transporte, los equipamientos, 
el centro cívico, las zonas de trabajo y las áreas residenciales debían estar 
ubicados en sectores específicos de la ciudad, es decir, zonificados, cuya área de 
ubicación permitiera diferenciar  el uso dado. Sin embargo, cada una de estos   
espacios se debía conectar a los demás mediante los sistemas viales. Era por 
tanto una propuesta de distribución de usos y actividades urbanas en unidades 
físicas previamente concebidas en extensión, densidad y servicios. 
El Plan Regulador concibió la ciudad como un elemento urbano al interior de un 
sistema regional, conformado por la conurbación de varios municipios. No 
obstante, sus lineamientos indicaban que cada ciudad debería crecer basada en la 
zonificación y contener su expansión al occidente, norte y sur del territorio. 
La aplicación de la Ley 88 de 1947 tuvo en Medellín y Cali el nombre de Plan 
Regulador y en Bogotá el de Plan Piloto formulado por el urbanista suizo Le 
Corbusier. 
El Plan Regulador fue formulado por la firma internacional Town Planning 
Associates de Nueva York, conformada por los urbanistas José Luis Sert y Paul 
Lister Wiener. Concebido bajo los principios del Urbanismo Moderno estructurado 
en los Congresos Internacionales de Arquitectura Moderna (CIAM) y la Carta de 
Atenas. 
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Estas experiencias de planeación  se orientaron al ordenamiento del crecimiento 
urbano de las principales ciudades del país en términos físico-espaciales. 
Del Plan Urbano, a la planeación económica y del desarrollo 
La incorporación de la planeación económica y del desarrollo en los procesos 
institucionales y políticos del Estado colombiano en la segunda mitad del siglo XX 
es una actividad que comienza entre 1949 y 1951 cuando se formula para 
Colombia el proyecto Bases para un Programa, elaborado por el economista 
Lauchlin Currie como jefe de la Misión del Banco Internacional de Construcción y 
Fomento -BIRF-, cuyo objetivo era fijar para el país elementos estratégicos de 
planificación económica para el manejo de los recursos públicos, la inversión 
social, el modelo económico, el sistema productivo y la política fiscal. 
Hacia 1960 aproximadamente, comienza una segunda etapa de la planeación 
económica y del desarrollo, cuando surge la Teoría Económica del Desarrollo 
promovida por la CEPAL, que influenció la elaboración del primer Plan Cuatrienal 
(plan de desarrollo) en 1960 para el país, a través del Departamento Nacional de 
Planeación (DNP) recién creado. Esta teoría se implementó en América Latina 
como una estrategia continental de los grandes organismos económicos y 
financieros para la superación de la pobreza y el subdesarrollo en la región, y 
además, como un recurso político para la contención del comunismo y el 
surgimiento de grupos revolucionarios y subversivos. 
La aplicación de la Teoría Económica del Desarrollo en Colombia en ese momento 
tuvo dos grandes líneas, la primera basada en el empleo y la producción agrícola y 
la segunda sustentada en el empleo y la producción urbana. 
No obstante, ambas líneas mostraban una paradoja de la realidad política, social y 
económica de Colombia. Una era la pretensión de mantener la población en el 
campo y apostarle a la generación del desarrollo centrado en la modernización de 
la agricultura. 
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La otra línea estimulaba la transformación del país rural a un país urbano, en un 
proceso de modernización de las ciudades para constituirlas como bases del 
empleo, la industria y la producción. 
Sin embargo, “la posición que se fortalece es la de modernizar la agricultura y 
transformar el campo, como soporte básico de las metas del crecimiento 
económico y del desarrollo nacional (de las exportaciones fundamentalmente)” 
(Del Castillo; Salazar, 1995: 14). 
Ahora bien, la pretensión fundamental del desarrollo económico cepalino era la 
superación de la pobreza, la modernización del campo colombiano y el 
fortalecimiento urbano para soportar la estructura productiva. Así, el crecimiento 
económico se sustentaba en la proposición de metas para alcanzar de acuerdo al 
crecimiento del PIB y por esta vía abandonar la condición de subdesarrollo. 
En el proyecto Bases para un Programa presentado por Lauchlin Currie se 
propuso darle prioridad a los sistemas de transporte público, favorecer las 
densidades altas en la ciudad bajo un modelo intensivo en el uso del suelo, de 
modo que se optimizara la relación espacial y funcional entre las áreas de trabajo, 
las infraestructuras y los equipamientos con los suelos destinados para la 
vivienda. 
La formulación y adopción de estos planes y teorías económicas se 
fundamentaron en un fenómeno social que vivía el país: la explosión urbana. Ello 
manifestaba el crecimiento de las ciudades de manera acelerada y la necesidad 
de contener las problemáticas que se generaban, referidas a la vivienda y el 
hábitat, a los sistemas viales, a los servicios públicos, a los servicios sociales al 
empleo y la producción. Fue por tanto, la articulación de las políticas económicas 
con políticas urbanas, la unión entre el desarrollo económico y el desarrollo 
urbano. 
Estas iniciativas tuvieron un punto de referencia, un marco contextual que les dio 
origen y que marcó la existencia política, económica, jurídica y social de los 
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Estados occidentales, y por supuesto del Estado colombiano. 
Es el denominado “Estado de bienestar” o “Estado benefactor”, que se caracterizó 
por garantizar las libertades individuales y reconocer ciertos derechos sociales que 
el Estado debía proveer a los ciudadanos, en función de un ejercicio de 
paternalismo. Su desarrollo aplica a partir del periodo conocido como posguerra 
desde 1945. 
Dentro de esta perspectiva, el Estado asume mayor protagonismo intervencionista 
y asume con propiedad el dirigir la economía para eliminar las disfuncionalidades 
del mercado, las desigualdades sociales, la pobreza, el subdesarrollo y los 
desequilibrios urbanos en la configuración de las ciudades. 
El Estado de bienestar garantizaría a los ciudadanos de sus respectivos Estados 
salud gratuita, pensiones universales y acceso a vivienda; además de generar 
políticas económicas conducentes al pleno empleo y la producción dentro de un  
contexto de crecimiento económico sostenido. 
La adopción de prácticas  políticas intervencionistas, proteccionistas y reguladoras 
por parte del Estado marcarían un primer  momento en el proceso de sus 
transformaciones estructurales, que luego se caracterizarían por la 
implementación de prácticas de libre mercado, desregulación y no intervención. 
Hechos que por tanto moldearían también la configuración estructural y funcional 
del Estado colombiano en lo referido a la planeación, la gestión urbana y el 
ordenamiento territorial. 
Del Plan  Regulador al Código de urbanismo. Lo público y lo privado en el 
desarrollo urbano 
Esta etapa de la planeación en Colombia anuncia la introducción del sector 
privado como agente activo en el desarrollo urbano y su participación decidida en 
los procesos de construcción de ciudad. Igualmente, es un periodo en el cual el 
Estado colombiano comienza a ceder facultades (poder) respecto a la planeación, 
y su capacidad de intervención en los asuntos públicos del urbanismo se ve 
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disminuida frente al creciente protagonismo del sector privado en esta materia. 
Alrededor de la década del 80, Colombia comienza un camino de inserción al 
sistema internacional que se caracterizaba  por la adopción de procesos de 
“desregulación”, entendidos como la reducción del papel de Estado en la 
producción y prestación de bienes y servicios, de modo que la intervención directa 
estatal, a través de su  gran estructura pública, de vigilancia y regulación a los 
sectores del desarrollo y actores sociales comienza a disminuirse abriéndole paso 
al mercado como el mecanismo para asignar recursos y lograr con eficacia el 
interés general. 
En efecto, estos procesos de “desregulación”, trajeron para Colombia en lo relativo 
a la planeación, un conjunto de cambios legales que liberalizaron las actuaciones 
urbanísticas públicas y privadas. 
Ello significó para el país una ruptura en el esquema de planeación. La figura del 
Plan Urbano fue reemplazada por el Código de Urbanismo.  Este Código se 
constituyó en la norma urbanística que le concedió a los privados derechos 
urbanísticos para la gestión individual y el desarrollo predio a predio. 
El Plan Urbano representaba la concreción del poder público sobre el 
ordenamiento de las ciudades; la unidad de la planeación y de las acciones 
urbanísticas; la regularización, el control e intervención estatal sobre los asuntos 
vitales  de las ciudades: el crecimiento y expansión, la dotación de servicios 
públicos, equipamientos, vías y usos del suelo y la construcción de un proyecto 
común de ciudad. 
Con la implementación del Código de Urbanismo se produce una separación en la 
planeación urbana, de modo que el sector público asume la realización de unas 
funciones y el sector privado asume la ejecución de proyectos particulares 
significativos para el desarrollo de las ciudades, pero conforme a la libertad 
concedida y a la consecución de sus intereses. 
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El sector público orientó sus actuaciones a la realización de Planes Sectoriales, en 
los campos de vías, servicios públicos, saneamiento, acceso al agua y dotación de 
equipamientos para los nuevos desarrollos urbanos. 
El sector privado se constituye en el principal constructor de las ciudades, ello 
implicaba la dotación de algunos equipamientos pero su escala se restringía al uso 
privado de sus propietarios.  
En este contexto surge la figura del promotor ilegal y del mercado informal 
originando la urbanización clandestina, antitécnica e ilegal. Pero al mismo tiempo 
la industria de la construcción inicia  un proceso de producción masivo y en escala 
de grandes áreas de vivienda, barrios y espacios para otros usos. 
El contexto de la separación entre el Plan Urbano  y el Código de Urbanismo 
evidenció la existencia de problemas relativos al suelo, en el sentido de:  
 Cómo regular los derechos y deberes urbanísticos, sabiendo que las 
decisiones de planeación favorecen la valorización de los suelos y en esa 
medida los ciudadanos tienen derechos sobre sus propiedades y las 
ganancias que de ellas se deriven.   
 Cómo corregir las inequidades producidas por la planeación, para equilibrar 
la distribución de derechos y obligaciones urbanísticas. 
 Cómo implementar mecanismos para la obtención de suelo público para la 
generación de infraestructuras, equipamientos y espacios colectivos. 
 Cómo generar un pacto social entre todos los actores sociales relativo al 
territorio y la propiedad, para conciliar los conflictos por intereses que se 
generan a través de la implementación de las decisiones urbanísticas. 
En 1989, estos problemas y otros más relativos a la planeación, generarían un 
proceso en el país conocido como la Reforma Urbana que facilitaría la 
promulgación de la Ley 9 de 1989 tendiente a solucionar tales problemáticas. 
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Desde este año en adelante comenzarían a marcarse las transformaciones más 
representativas referidas a la planeación, la gestión urbana y el ordenamiento 
territorial desde la influencia de grandes escenarios nacionales e internacionales 
de tipo político, económico, jurídico y social como la descentralización político 
administrativa y la adopción del neoliberalismo en su esfera del mercado, y 
específicamente en los mercados del suelo e inmobiliarios. 
Planeación. Transformaciones contemporáneas 
El comienzo de la última década del siglo XX para Colombia marca un proceso de 
transformaciones estructurales muy importantes. El contexto de aquel momento 
favorecería la transformación del Estado colombiano en múltiples esferas, la 
política, la jurídica, la económica, la social y asociado a todo ello abarcaría la 
planeación, la gestión del suelo y el ordenamiento territorial. 
En 1989 cuando se promulga la ley 9, el contexto urbano del país evidenciaba la  
crisis de la planeación urbanística en Colombia; crisis que se representaba por los 
problemas existentes en las ciudades, “(…) un profundo debilitamiento de la 
actuación pública en el desarrollo urbano (…); el predominio de la intervención 
sectorial y descoordinada (…); las actuaciones urbanísticas de los agentes 
sociales (…) menos coordinadas y encausadas por el Plan (…); el manejo del 
suelo y el territorio (…) escaparon a un acuerdo social. Se fueron debilitando para 
ser tratados por la vía de la competencia y los mecanismos del mercado. Se 
generó así un gran vacío en lo relativo a un régimen de obligaciones y derechos 
sobre el suelo (Del Castillo; Salazar, 1995 a: 17-18). 
La expedición de la Ley 9 de 1989 conocida como la  Reforma Urbana buscaba 
resolver estas problemáticas, además de las siguientes: 
El aumento de la urbanización ilegal e informal con condiciones mínimas de 
urbanismo, en grandes porciones territoriales, generando dificultades y elevados 
costos para la dotación de servicios públicos, transporte y equipamientos. 
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Creación de asentamientos en condiciones de pobreza extrema, marginalidad, 
desigualdad social y segregación espacial. 
Generación de desigualdades y desequilibrios territoriales por el desarrollo urbano. 
Ello representó dificultades para la ubicación de los proyectos de vivienda, los 
equipamientos, los sistemas de transporte. 
El mal manejo de los recursos naturales, del patrimonio cultural y las condiciones 
lamentables del medio ambiente urbano. 
La densificación de las ciudades y los cambios de uso de los suelos que no 
contemplaban las condiciones necesarias para adecuar las nuevas 
infraestructuras. 
La inutilización de tierras aptas para el desarrollo urbano. Favoreciendo el ejercicio 
de prácticas especulativas y un reparto inadecuado de las plusvalías urbanas, en 
su mayoría apropiadas por los privados. 
La aplicación incorrecta de instrumentos para la gestión del desarrollo municipal y 
regional. 
Como medios para la solución de estos problemas, la Ley 9 /89 contempló en su 
cuerpo estructural la formulación de los Planes de Desarrollo Municipales con un 
componente de ordenamiento físico, de servicios públicos, de vías y transporte e 
inversión social. 
Los instrumentos de gestión del suelo introducidos fueron tomados de otros países 
en un intento de retomar la atención efectiva de problemáticas urbanas que ellos 
habían aplicado en sus territorios. 
Estos instrumentos fueron: el reajuste de tierras (Japón); el derecho de preferencia  
y los bancos de tierras (Francia); la transferencia de derechos de construcción 
(Estados Unidos);la extinción del dominio y la expropiación; el desarrollo prioritario 
y el impuesto de plusvalías.  
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En 1991 la nueva carta política introduce cambios estructurales al Estado, 
redefiniendo su forma jurídica, política, económica, territorial y social. La 
Constitución Política reconoce los Derechos Humanos como derechos 
fundamentales e introduce los derechos económicos, sociales y culturales para 
sustentar la nueva estructura estatal y el marco de sus funciones. 
Este nuevo modelo estructural transformó el esquema que había soportado la 
existencia institucional del país desde la Constitución Política de 1886.  
El antiguo modelo se sustentaba en una fuerte centralización política y 
administrativa; en la intervención pública de la economía para planificarla; en la 
prevalencia de los derechos individuales, la propiedad particular, la iniciativa y 
empresas privadas; en la provisión pública de bienes y servicios; en una rígida 
separación de lo público y lo privado, donde el Estado impartía orientaciones a los 
particulares pero no compartía sus responsabilidades y funciones;  en un fuerte 
monopolio del poder político por parte del gobierno en la asignación y distribución 
de funciones administrativas; en la prevalencia del Congreso de la República 
como máximo órgano legislativo y de las leyes como su expresión en el territorio y 
en la participación ciudadana restringida a lo electoral desde el bipartidismo. 
Con la introducción de la Constitución Política de 1991 se incorporan elementos 
como:    
 El principio de eficiencia en la gestión pública, para dirigir la función 
administrativa del Estado y el gasto de los dineros públicos a través de 
procesos técnicos cuya inversión logre el interés colectivo. Además de 
favorecer la veeduría social en su manejo. 
 La participación del sector privado en la producción y prestación de bienes 
y servicios sociales. 
 Mayor participación ciudadana en los asuntos  de la vida política, desde la 
identificación de problemas y formulación de soluciones hasta la 
intervención y vigilancia de procedimientos e inversiones. 
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 Internacionalización de la economía y apertura del modelo económico, 
orientado a la economía de mercado, dada por la competitividad y la 
apertura de los sistemas económicos. Ello implica la eliminación de 
barreras u obstáculos de cualquier tipo para el libre intercambio. Desde esta 
perspectiva, el Estado redujo su participación en la intervención de la 
economía y descentralizó la producción a los ámbitos locales y regionales y 
a la empresa privada. 
Ahora bien, desde el punto de vista del ordenamiento del territorio, los cambios 
introducidos por la Constitución propiciaron la autonomía y determinación propias 
de los entes territoriales, estableciendo funciones distintas entre la Nación, los 
departamentos y los municipios. 
En esa medida, cada uno de ellos fijaba sus intereses territoriales y la manera de 
lograrlos favorecidos por la descentralización. 
Se establece entonces el municipio como la unidad territorial primaria, primer 
responsable para la satisfacción de las necesidades básicas de sus habitantes. 
Para ello, puede contar con la participación de los agentes públicos, privados o 
mediante acciones mixtas. Al mismo tiempo, se consagraron procedimientos para 
la clasificación de los municipios de acuerdo a su población, a los recursos 
financieros y fiscales, a su posición geográfica e importancia económica para 
determinar responsabilidades y participaciones con los otros entes territoriales en 
la prestación de los bienes y servicios y se establecieron los parámetros legales 
para la creación de nuevos municipios. 
En igual sentido, la figura del departamento asume gran importancia, pues se 
erige como entidad de intermediación, apoyo y coordinación administrativa a los 
municipios de su jurisdicción. 
Desde este punto de vista el departamento puede ejecutar (e intermediar) las 
funciones correspondientes a la nación; complementa las acciones municipales, 
mediante cooperación o coparticipación y recibe las funciones nacionales cuando 
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el gobierno central las delega o desconcentra en él. Todo con el objetivo de lograr 
el desarrollo económico y social de su territorio. 
Al mismo tiempo, la Constitución Política consagró la posibilidad de conformar 
organizaciones regionales como divisiones territoriales articuladas  la 
administración central o descentralizada y con personería jurídica. 
Estas organizaciones son: 
Las regiones, conformadas por la asociación de varios departamentos. 
Las provincias, conformadas por la asociación de varios municipios. 
Las áreas metropolitanas, conforman agrupaciones de municipios unidos por 
relaciones económicas, sociales y físicas. No constituyen entes territoriales en 
estricto sentido, pero pueden erigirse como autoridades ambientales y de 
planeación. 
Los distritos. 
Los territorios indígenas. 
Las Corporaciones Autónomas Regionales, como entidades responsables del 
cuidado de los recursos naturales y el medio ambiente.  
Sobre todo lo anterior, se generó en el país un marco de acción para la planeación 
y vigilancia al desarrollo urbano, donde cada municipio reafirmó su 
responsabilidad en la orientación y regulación del crecimiento ordenado de su 
territorio, a partir de los principios consagrados en la Constitución y las leyes. 
Especialmente en la Ley 152 de 1994 Orgánica del Plan de Desarrollo, que 
reglamentó el Plan de Desarrollo Municipal como instrumento principal para 
direccionar el progreso socioeconómico, e incorporó igualmente la figura de Plan 
de Ordenamiento para la organización física- con posterioridad, este daría 
nacimiento al Plan de Ordenamiento Territorial (POT). 
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El “Plan de Desarrollo Municipal está compuesto por una parte estratégica y un 
plan de inversiones. Contiene los diferentes programas sectoriales e 
institucionales que concretan al plan de gobierno del alcalde. Los programas 
sectoriales se reflejan en el programa de inversiones que se adopte para el 
periodo de gobierno. El Plan de Ordenamiento Urbano se concibe como un 
instrumento específico para planificar los aspectos concernientes a la dimensión 
física del desarrollo -el ordenamiento urbano- considerando las diferencias en los 
tiempos, procedimientos y objetivos con respecto a aquellos del plan de 
desarrollo” (Del Castillo; Salazar, 1995 a: 40). 
Aunado a esto, el hecho de que la economía del país se haya internacionalizado 
posicionó a las ciudades como una estructura espacial de suma importancia para 
la fijación y realización de objetivos de competitividad económica. Al respecto, la 
Planeación estratégica jugó un papel importante, pues la ciudad se convertiría en 
el objeto de imaginarios, modelos y visiones de futuro que se deberían desarrollar 
a través de programas y proyectos, bajo una perspectiva empresarial; es decir, la 
ciudad se mediría en términos de eficiencia, eficacia, productividad, 
competitividad, racionalización y optimización de los recursos. Ello significa la 
necesidad de concertar las actuaciones entre el sector público y el sector privado, 
entre las autoridades locales y nacionales para el tratamiento de las ciudades 
como una integralidad a partir de la fijación de “factores de oportunidad” para la 
maximización del bien común, en unificación de los ámbitos físico-espacial y 
socioeconómico. 
En 1997 se formula la Ley 388 conocida como de Desarrollo Territorial. Reivindicó 
la planeación física a través del ordenamiento territorial, articulándose a la gestión 
del suelo y la intervención en el mercado de la tierra. 
Su intención fue la de fortalecer la actuación urbanística del Estado en la 
construcción de ciudad; regular las actuaciones de los agentes privados sobre el 
territorio; asegurar un reparto equitativo de las cargas y los beneficios entre todos 
los actores participantes del desarrollo urbano y estimular la participación 
ciudadana en los procesos de planeación. 
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La ley 388 de 1997 introduce un marco normativo para el ordenamiento territorial y 
la gestión del suelo basado en: 
 La participación de los ciudadanos en los procesos de elaboración del Plan, 
de modo que se generen consensos y concilien intereses entre todos los 
agentes del desarrollo urbano. 
 La orientación de la inversión estatal y la integración de programas 
sectoriales, para lograr el cumplimento de los objetivos de ordenamiento 
territorial propuestos, para la ciudad en proyectos viales, de transporte, 
servicios públicos y demás.   
 La unión entre los programas sectoriales y las estrategias territoriales, de 
modo que los alcances  de cada plan sectorial se conjuguen como un todo 
y evidencien acciones integrales en la ciudad. 
 La regulación de las actuaciones privadas, definiendo el ámbito de los 
deberes y derechos urbanísticos. 
 La participación de las entidades públicas en las plusvalías generadas por 
el desarrollo urbano. 
 La intervención pública en el mercado de suelos a través de los 
instrumentos de gestión para definir los derechos y los deberes de acuerdo 
al suelo y a las actuaciones sobre él, bien sean públicas o privadas y para 
corregir las inequidades urbanísticas producidas por la planeación. 
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Instrumentos de planificación y gestión territorial 
Los instrumentos de planificación y gestión territorial “(…) permiten gestionar, 
viabilizar e implementar los planes de ordenamiento territorial, mediante la 
combinación de métodos y procedimientos de carácter administrativo, financiero y 
de gestión del suelo” (Pág. 14) (Planes parciales. Conceptos y aplicación. Alcaldía 
de Medellín, 2007). 
El conjunto de instrumentos contemplados en la legislación colombiana, además 
de representar la configuración técnica del ordenamiento territorial articula  la 
participación  de los agentes protagonistas del desarrollo urbano, pues su 
implementación obedece a circunstancias y coyunturas sociales y a 
procedimientos jurídicos que delimitan las acciones sobre el territorio y en esa 
medida los alcances de los intereses que cada agente pueda desarrollar sobre el 
espacio municipal. 
Para María Mercedes Maldonado, las funciones atribuidas a los instrumentos por 
el ordenamiento territorial colombiano se dirigen al cumplimiento de objetivos que 
permitan: 
 Conservar elementos que representen valor cultural, histórico, 
arquitectónico, ambiental o rural. 
 Generar suelo urbanizado para vivienda, que asegure la eliminación o 
disminución de riesgos y favorezca la inclusión social. 
 Generar elementos colectivos de soporte que aseguren las condiciones 
suficientes para vivir en las ciudades. 
 Generar estructuras de apoyo y respaldo para las actividades 
socioeconómicas de la ciudad. 
Ahora bien, para lograr el cumplimiento de estos objetivos es necesario emplear 
los siguientes  mecanismos (Maldonado, 2006): 
 Obtener suelos públicos o convertir suelos privados en suelos de uso  
público. 
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 Crear sistemas de financiación que permitan costear la urbanización sin 
generar cargas y afectaciones  los presupuestos estatales. 
 Asegurar a los propietarios del suelo tratamientos equitativos frente a las 
cargas y beneficios de la urbanización. 
 Asegurar la incorporación al desarrollo de los suelos, dentro de los tiempos 
asignados por los lineamientos del ordenamiento territorial. 
 Regular la especulación del suelo. 
Al respecto, la existencia de cada uno de estos instrumentos tienen su origen en 
las Leyes 9  de 1989 y 388 de 1997. Sin embargo, esta última Ley es la que tiene 
mayor aplicación  y capacidad de regulación pues en su mayoría modificó a la Ley 
9.  
La clasificación que propone la Ley 388 los ubica de la siguiente manera: 
Cuadro No. 1 Clasificación de los instrumentos 
Instrumentos Clasificación 
 Planificación Gestión Financieros 
Plan de 
Ordenamiento 
territorial 
X   
Planes parciales X X  
Unidades de 
Actuación 
Urbanística 
 X  
Transferencia de 
derechos de 
desarrollo y de 
construcción 
  X  
Compensación  
 
 X  
Reajuste de tierras  X  
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Integración 
inmobiliaria 
 X  
Cooperación entre 
partícipes 
 X  
Enajenación 
voluntaria 
 X  
Expropiación 
judicial 
 X  
Expropiación 
administrativa 
 X  
Enajenación 
forzosa 
 X  
Desarrollo 
prioritario 
 X  
Derechos de 
preferencia 
 X  
Bancos de tierra y 
bancos 
inmobiliarios 
  X  
Valorización de 
beneficio local o 
general 
  X 
Participación en 
plusvalías 
  X 
Bonos y Pagarés 
de reforma urbana 
  X 
Fuente: Arquitecta Ángela Milena Alzate Navarro (Pág. 20). Modificación propia. 
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Los instrumentos de planificación 
Los instrumentos de planificación tienen la función de planear las acciones que se 
realizarán en el territorio, así, establecen las directrices, políticas y estrategias que 
a futuro orientarán el ordenamiento territorial del municipio. Se constituyen en la 
carta de navegación que indican  la ruta o el camino que deben seguir las 
autoridades municipales y la sociedad en lo referido a la ordenación espacial. 
Los instrumentos de planificación ayudan a ejecutar los postulados del POT en 
ciertos sectores de la ciudad y complementan la planeación general dada por este, 
en el desarrollo de proyectos específicos. Así, los instrumentos de planificación 
comprenden “(…) un conjunto de acciones político-administrativas y de 
planificación física concertadas, emprendidas por los municipios o distritos y áreas 
metropolitanas, en ejercicio de la función pública  que les compete, dentro de los 
límites fijados por la Constitución y las leyes, en orden a disponer de instrumentos 
eficientes para orientar el desarrollo del territorio bajo su jurisdicción y regular la 
utilización , transformación y ocupación del espacio, de acuerdo con las 
estrategias de desarrollo socioeconómico y en armonía con el medio ambiente y 
las tradiciones históricas  y culturales” (Art. 5 Ley 388 de 1997). 
Los instrumentos de planificación son: planes de ordenamiento territorial y planes 
parciales. 
Plan de Ordenamiento Territorial 
El Plan de Ordenamiento Territorial es el instrumento más importante para la 
ordenación del territorio con el que cuenta el país. “Se define como el conjunto de 
objetivos, directrices, políticas, estrategias, metas, programas, actuaciones y 
normas adoptadas para orientar y administrar el desarrollo físico del territorio y la 
utilización del suelo” (Art. 9, Ley 388 de 1997). 
Este instrumento tiene su origen en la Ley 152 de 1994, Ley Orgánica del Plan de 
Desarrollo, que en su artículo 41 establece que los municipios además de tener un 
plan de desarrollo deberán contar con un plan de ordenamiento.  
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Con la expedición de la Ley 388 de 1997 se concreta el principio de regular la 
ordenación del territorio en su dimensión física. 
Cada municipio del país debe tener un Plan de Ordenamiento Territorial, sin 
embargo, dependiendo del número de habitantes su denominación varía así: 
 Planes de Ordenamiento Territorial: municipios y distritos con población 
superior a 100.000 habitantes. 
 Planes Básicos de Ordenamiento Territorial: municipios con población entre 
30.000 y 100.000 habitantes. 
 Esquemas de Ordenamiento Territorial: municipios con población inferior a 
los 30.000 habitantes (Art. 9, Ley 388 de 1997). 
“Los planes de ordenamiento territorial deberán contemplar tres componentes: 
1. El componente general del plan, el cual estará constituido por los objetivos, 
estrategias y contenidos estructurales de largo plazo. 
2. El componente urbano, el cual estará constituido por las políticas, acciones, 
programas y normas para encausar y administrar el desarrollo físico-urbano. 
3. El componente rural, el cual estará constituido  por la políticas, acciones, 
programas y normas para orientar y garantizar la adecuada interacción entre los 
asentamientos rurales y la cabecera municipal, así como la conveniente utilización 
del suelo” (Art. 11, Ley 388 de 1997). 
Cada plan de ordenamiento territorial contiene un conjunto de normas que regulan 
las acciones urbanísticas, normas que se constituyen en la base principal para el 
ejercicio del poder político sobre la ordenación territorial. Estas son las  normas 
urbanísticas, que “(…) regulan el uso, la ocupación y el aprovechamiento del suelo 
y definen la naturaleza y las consecuencias de las actuaciones urbanísticas 
indispensables para la administración de estos procesos” (Art. 15, Ley 388 de 
1997). 
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Estas normas se clasifican así:  
“Normas urbanísticas Estructurales; aseguran la consecución de los objetivos y 
estrategias  adoptadas en el componente general del plan y en las políticas y 
estrategias de mediano plazo del componente urbano. Prevalecen sobre las 
demás normas, y sólo pueden modificarse en la revisión general del plan o a 
iniciativa del alcalde, siempre y cuando, se sustente en estudios técnicos. 
Normas urbanísticas generales; permiten establecer usos e intensidad de usos del 
suelo, actuaciones, tratamientos y procedimientos de parcelación, urbanización, 
construcción e incorporación al desarrollo de las diferentes zonas comprendidas 
dentro del perímetro urbano y suelo de expansión. Estas normas otorgan 
derechos, imponen obligaciones urbanísticas y especifica los instrumentos a 
desarrollar. 
Normas complementarias; referente a las actuaciones, programas y proyectos 
dispuestos en los componentes general y urbano del plan de ordenamiento, y que 
deben incorporarse al Programa de Ejecución; además las acciones y actuaciones 
que deben ser ejecutadas en el corto plazo” (Alzate, 2005: 25).  
Cada plan de ordenamiento territorial deberá definir la vigencia de sus contenidos 
y las condiciones que justifiquen su revisión, lo que implica analizar, modificar, 
adaptar o reconsiderar “(…) sus objetivos, directrices, políticas, estrategias, metas, 
programas, actuaciones y normas (…)” (Alzate, 2005 a: 27) de acuerdo a las 
circunstancias y dinámicas físico-espaciales y del desarrollo socioeconómico. 
Por ser la principal norma para la ordenación territorial en Colombia, el POT 
articula en si mismo las tres tipologías del poder definidas en esta investigación, 
pues su formulación e implementación convoca la participación de todos los 
agentes protagonistas del desarrollo urbano y la generación de procesos de 
concertación, consulta y aprobación de temas políticos, jurídicos, económicos, 
sociales y urbanísticos.  
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Cuadro No. 2 Vigencia y revisión del plan de ordenamiento 
Contenido Estructural Contenido Urbano Contenido Urbano y 
Programas de Ejecución 
Vigencia: largo plazo. 
Este plazo equivale al 
periodo de tres (3) 
mandatos constitucionales 
de las administraciones 
municipales y distritales. 
El momento de su revisión 
debe coincidir con el inicio 
de un nuevo mandato de 
estas administraciones. 
Vigencia: mediano plazo. 
Equivale a dos (2) periodos 
constitucionales de las 
administraciones municipales 
y distritales.  
Este plazo puede ser mayor si 
se requiere para que coincida 
con el inicio de un nuevo 
mandato. 
Vigencia: corto plazo. 
Equivale a un (1) periodo 
constitucional de la 
administración municipal y 
distrital.  
Fuente: elaboración propia. 
“Los planes de ordenamiento territorial son la plataforma para desarrollar y aplicar 
todos los demás instrumentos de planificación, gestión, financieros y normativos; 
pues no puede haber gestión si primero no existe un proceso de ordenamiento y 
planificación territorial” (Alzate, 2005 b: 28). 
Planes Parciales 
El plan parcial es un instrumento de planeación y gestión complementario al POT, 
que se emplea para desarrollar porciones del suelo urbano o de expansión del 
municipio. El POT establece las zonas de la ciudad que deben ser desarrolladas 
mediante este instrumento al definir la clasificación del suelo y los tratamientos 
urbanísticos. 
El plan parcial articula  planeación y gestión pues combina elementos propios del 
ordenamiento territorial con estrategias de gestión y financiación para hacer 
viables los proyectos. 
Los planes parciales como modelos urbanos integran elementos ambientales, 
sociales, económicos, culturales, políticos, técnicos, jurídicos, urbanísticos y 
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financieros con el objeto de lograr  grandes transformaciones en los espacios 
urbanos. 
El plan parcial fue creado por la Ley 388 de 1997. Y hoy en día, la Ley es 
complementada por el Decreto Nacional 2181 de 2006 que apoya aspectos 
relativos al contenido y procedimiento para adoptarlos por parte de las alcaldías 
municipales. 
Ahora bien, la Ley 388 de 1997, en su artículo 19 lo define así: 
ARTICULO 19. PLANES PARCIALES. Los planes parciales son los instrumentos 
mediante los cuales se desarrollan y complementan las disposiciones de los 
planes de ordenamiento, para áreas determinadas del suelo urbano y para las 
áreas incluidas en el suelo de expansión urbana, además de las que deban 
desarrollarse mediante unidades de actuación urbanística, macroproyectos u otras 
operaciones urbanas especiales, de acuerdo con las autorizaciones emanadas de 
las normas urbanísticas generales, en los términos previstos en la presente ley. El 
plan parcial o local incluirá por lo menos los siguientes aspectos:  
1. La delimitación y características del área de la operación urbana o de la unidad 
mínima de actuación urbanística contemplada en el plan parcial o local.  
2. La definición precisa de los objetivos y las directrices urbanísticas específicas 
que orientan la correspondiente actuación u operación urbana, en aspectos tales 
como el aprovechamiento de los inmuebles; el suministro, ampliación o 
mejoramiento del espacio público, la calidad del entorno, las alternativas de 
expansión, el mejoramiento integral o renovación consideradas; los estímulos a los 
propietarios e inversionistas para facilitar procesos de concertación, integración 
inmobiliaria o reajuste de tierras u otros mecanismos para garantizar el reparto 
equitativo de las cargas y los beneficios vinculadas al mejor aprovechamiento de 
los inmuebles; los programas y proyectos urbanísticos que específicamente 
caracterizan los propósitos de la operación y las prioridades de su desarrollo, todo 
ello de acuerdo con la escala y complejidad de la actuación o de la operación 
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urbana contemplada.  
3. Las normas urbanísticas específicas para la correspondiente unidad de 
actuación o para el área específica objeto de la operación urbana objeto del plan: 
definición de usos específicos del suelo, intensidades de ocupación y 
construcción, retiros, aislamientos, empates y alturas.  
4. La definición del trazado y características del espacio público y las vías y, 
especialmente en el caso de las unidades de actuación, de la red vial secundaria; 
de las redes secundarias de abastecimiento de servicios públicos domiciliarios; la 
localización de equipamientos colectivos de interés público o social como templos, 
centros docentes y de salud, espacios públicos y zonas verdes destinados a 
parques, complementarios del contenido estructural del plan de ordenamiento.  
5. Los demás necesarios para complementar el planeamiento de las zonas 
determinadas, de acuerdo con la naturaleza, objetivos y directrices de la operación 
o actuación respectiva.  
6. La adopción de los instrumentos de manejo del suelo, captación de plusvalías, 
reparto de cargas y beneficios, procedimientos de gestión, evaluación financiera 
de las obras de urbanización y su programa de ejecución, junto con el programa 
de financiamiento.  
En los casos previstos en las normas urbanísticas generales, los planes parciales 
podrán ser propuestos ante las autoridades de planeación municipal o distrital 
para su aprobación, por personas o entidades privadas interesadas en su 
desarrollo. En ningún caso podrán contradecir o modificar las determinaciones de 
los planes de ordenamiento ni las normas estructurales de los mismos.  
PARAGRAFO. Los planes parciales también podrán ser aplicables para 
complementar la planificación de las localidades en el caso de los distritos, cuando 
así lo señalare el Plan de Ordenamiento Territorial, evento en el cual se 
denominará planes locales.  
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Y en cuanto a su procedimiento establece lo siguiente: 
ARTICULO 27. PROCEDIMIENTO PARA PLANES PARCIALES. Para la 
aprobación de los planes parciales de que trata la presente ley, se tendrá en 
cuenta el siguiente procedimiento:  
1. Los proyectos de planes parciales serán elaborados por las autoridades 
municipales o distritales de planeación, por las comunidades o por los particulares 
interesados, de acuerdo con los parámetros que al respecto determine el plan de 
ordenamiento territorial.  
2. Una vez que la autoridad de planeación considere viable el proyecto de plan 
parcial, lo someterá a consideración de la autoridad ambiental correspondiente, 
para su aprobación, si ésta se requiere de acuerdo con las normas sobre la 
materia, para lo cual dispondrá de ocho (8) días.  
3. Una vez aprobado el proyecto por las respectivas autoridades ambientales, se 
someterá a consideración del Consejo Consultivo de Ordenamiento, instancia que 
deberá rendir concepto y formular recomendaciones dentro de los treinta (30) días 
hábiles siguientes.  
4. Durante el período de revisión del proyecto de plan parcial se surtirá una fase 
de información pública, convocando a los propietarios y vecinos, para que éstos 
expresen sus recomendaciones y observaciones.  
5. Una vez aprobado, el alcalde municipal o distrital adoptará el plan parcial por 
medio de decreto.  
 
 
 
 
74 
 
Consideraciones políticas en torno a los planes parciales 
Así mismo como los planes parciales representan instrumentos técnicos de 
planeación y gestión desde el punto de vista urbanístico, también desde su 
dimensión social se introducen variables no técnicas, elementos dinámicos sujetos 
a los cambios y perspectivas de las relaciones sociales desde lo económico, 
cultural y político. 
Bajo esta perspectiva, el plan parcial adquiere una dimensión política que se 
especifica  de la siguiente manera: 
 El plan parcial se aplica en zonas urbanas y suelos de expansión que se 
deben incorporar al perímetro urbano. Ello implica la existencia de territorios 
estratégicos, con características especiales que estimulan el 
posicionamiento sobre su suelo de intereses políticos y económicos, y en 
esa medida la generación de relaciones de poder para el logro de 
determinados propósitos. 
 El plan parcial es un instrumento de alcance municipal, en esa medida cada 
municipio y distrito a partir de sus intereses propios y decisiones 
administrativas definen las áreas de su territorio que se deben desarrollar 
mediante este instrumento. Ello implica el ejercicio de la descentralización y 
la autonomía municipal en el ordenamiento territorial. 
 El plan parcial desarrolla y complementa las disposiciones del POT, en 
cumplimiento de las normas que orientan las actuaciones urbanísticas para 
lograr espacios urbanos de óptima calidad, la definición de usos del suelo y 
los aprovechamientos. Ello implica la aplicación de una cadena jerárquica 
para el ordenamiento territorial, donde una norma inferior desarrolla lo que 
dispone la norma superior a través de las respectivas instituciones y 
organismos públicos. 
 El plan parcial debe ser aprobado por el alcalde del municipio, lo cual 
implica un ejercicio de voluntad política de su parte; decisión que favorece 
el posicionamiento de intereses políticos y económicos en el territorio que 
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se desarrollará mediante este instrumento. 
 El plan parcial para su aprobación deberá ser concertado con las 
autoridades ambientales del municipio, lo que implica el cumplimento y 
adecuación de este a las disposiciones dadas por las normas e 
instituciones ambientales. 
 El plan parcial requiere de la concertación social, pues debe tener en 
cuenta recomendaciones y observaciones de vecinos, propietarios y de 
aquellas personas u organizaciones involucradas en su proceso de 
formulación y gestión. Ello indica que se deben generar consensos sociales 
de modo que se puedan conciliar los desacuerdos existentes. 
 El plan parcial puede ser de iniciativa  pública (estatal), privada, comunitaria 
o mixta. Lo que indica la existencia de múltiples actores y las posibilidades 
de ejecutar sobre el territorio sus intereses; interés público (general o 
colectivo) e interés privado (dinámicas inmobiliarias o del mercado), 
participando en los distintos procesos del desarrollo urbano. 
 El plan parcial promueve la distribución equitativa de cargas y beneficios, 
que implica principios de equidad y justicia en el acceso a los beneficios del 
desarrollo urbano y del disfrute privado de los aprovechamientos y 
ganancias producidas por las acciones urbanísticas. 
 El plan parcial promueve la “corresponsabilidad”  como principio para las 
actuaciones urbanísticas, en el sentido que  Estado y sociedad civil 
reconocen cada uno su responsabilidad en los procesos de ordenamiento 
territorial y de construcción de ciudad como elementos para la construcción  
de un futuro colectivo. 
 Los planes parciales se fundamentan en los principios ideológicos de la Ley 
388 de 1997 y en la función pública del urbanismo, ello implica la aplicación 
de ideales políticos constitutivos de la estructura organizativa y funcional del 
Estado colombiano, forjados a través de su historia política y de 
constitución como república en el marco del Estado Social de Derecho. 
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 Los planes parciales, al igual que los demás instrumentos se fundamentan 
en el principio de la “participación democrática” consagrado en la Ley 388 
de 1997, así: “En ejercicio de las diferentes actividades que conforman la 
acción urbanística, las administraciones municipales, distritales y 
metropolitanas deberán fomentar la concertación entre los intereses 
sociales, económicos y urbanísticos, mediante la participación de los 
pobladores y sus organizaciones. Esta concertación tendrá por objeto 
asegurar la eficacia de las políticas públicas respecto de las necesidades y 
aspiraciones de los diversos sectores de la vida económica y social 
relacionados con el ordenamiento del territorio municipal, teniendo en 
cuenta los principios señalados en el  artículo 2° de la presente ley” (Art. 4) 
Los instrumentos de gestión del suelo1 
Los instrumentos de gestión del suelo permiten a los municipios obtener el suelo 
necesario para llevar  a cabo las distintas actuaciones urbanísticas. Además, 
permite la intervención en el mercado del suelo. 
A su vez, este grupo de instrumentos se clasifica de la siguiente manera: 
 
 
 
 
 
 
 
                                                             
1 Fuente: Planes parciales. Conceptos y aplicación. Medellín. Alcaldía de Medellín, 2007 
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Cuadro No.3   Clasificación instrumentos de gestión 
Mecanismos para 
garantizar el reparto 
equitativo de las 
cargas y los beneficios 
derivados del 
ordenamiento urbano: 
Mecanismos para 
intervenir la 
morfología urbana y la 
estructura predial y 
generar formas 
asociativas entre los 
propietarios con el fin 
de facilitar el 
desarrollo y 
financiación de 
proyectos: 
Mecanismos para 
facilitar la adquisición 
de inmuebles y 
predios para el 
desarrollo de 
operaciones 
urbanísticas: 
Mecanismos para 
dinamizar el desarrollo 
de sectores inactivos 
de las áreas urbanas: 
 
Unidades de 
actuación urbanística 
(UAU) 
Reajuste de suelos Enajenación voluntaria Declaratoria de 
desarrollo prioritario. 
Compensaciones Integración 
inmobiliaria 
Enajenación forzosa. Derecho de 
preferencia 
Transferencia de 
derechos 
Cooperación entre 
partícipes 
Expropiación por vía 
administrativa 
Bancos de tierras. 
  Expropiación por vía 
judicial 
 
 
Unidades de Actuación Urbanística (UAU) 
Se originan con la Ley 388 de 1997 y son definidas en su artículo 39 como: “(…) el 
área conformada por uno o varios inmuebles, explícitamente delimitada en las 
normas que desarrolla el plan de ordenamiento que debe ser urbanizada o 
construida como una unidad de planeamiento con el objeto de promover el uso 
racional del suelo, garantizar el cumplimiento de las normas urbanísticas y facilitar 
la dotación con cargo a sus propietarios, de la infraestructura para el transporte, 
los servicios públicos domiciliarios y los equipamientos  colectivos mediante 
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reparto equitativo de las cargas y beneficios”.  
El Plan de Ordenamiento Territorial define para el municipio las áreas que se 
deben desarrollar mediante UAU en el suelo urbano o de expansión. Las UAU 
deben delimitarse de modo que permitan el cumplimiento conjunto de las cargas 
de cesión y urbanización  de la totalidad de su superficie. El proyecto de 
delimitación se realizará por las autoridades competentes, de oficio o por los 
particulares interesados, de acuerdo a lo establecido por el POT y la existencia de 
planes parciales, que deberán determinar las previsiones relacionadas con la 
dotación de infraestructuras y equipamientos, las cesiones, la subdivisión en áreas 
de ejecución y fases, los sistemas e instrumentos de compensación para la 
distribución de las cargas y beneficios.  
Para desarrollar la UAU, es necesario recurrir a la gestión asociada entre los 
propietarios de los predios mediante el reajuste de tierras, la integración 
inmobiliaria o la cooperación entre partícipes. 
La ejecución de la UAU requiere el voto a favor de los propietarios que 
representen el 51% del área comprometida. Los inmuebles de aquellos 
propietarios renuentes serán objeto de procesos de enajenación voluntaria y 
expropiación de acuerdo a la ley. 
Compensaciones  
Se originan en la Ley 388 de 1997 en los artículos 48 y 49. 
Es un mecanismo que permite compensar las imposibilidades o limitaciones para 
construir o desarrollar un predio, una zona o un inmueble en virtud de la 
determinación del tratamiento urbanístico de conservación por razones 
ambientales, históricas o arquitectónicas de áreas municipales, inmuebles 
particulares, obras públicas y elementos constitutivos del espacio público. 
La compensación se otorga a partir de la adjudicación de los derechos de 
Construcción y Desarrollo, que equivalen a la magnitud en que se ha limitado el 
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desarrollo, comparado con la magnitud del desarrollo que sin esa limitación podría 
obtenerse de acuerdo a lo definido por el POT para la zona geoeconómica 
homogénea. 
Transferencia de derechos de construcción y desarrollo 
Se originan en la Ley 388 de 1997 en los artículos 88, 89 y 90. 
Los derechos de construcción y desarrollo son aquellos que en casos particulares 
y concretos regulan el aprovechamiento del suelo, el subsuelo y el espacio aéreo 
de un predio, de conformidad con la licencia que concede la autoridad 
competente, con sujeción a las normas urbanísticas contenidas en el POT. 
La transferencia de derechos de construcción y desarrollo opera cuando por 
razones de utilidad pública y motivos ambientales, históricos o arquitectónicos se 
limita y prohíbe en una zona determinada la transformación de estructuras físicas 
públicas o privadas, obras de infraestructura  o elementos del espacio público. 
Bajo esta perspectiva, se permite trasladar el potencial de construcción de un 
predio o inmueble afectado por el tratamiento de conservación (zona generadora) 
a un predio definido como receptor de los mismos por el POT. 
Los derechos adicionales de construcción y desarrollo se traducen a títulos valores 
que emite el municipio o distrito, a un precio nominal inicial que se ajusta 
anualmente de acuerdo con la variación del IPC. Estos derechos se harán 
exigibles en el momento del cambio efectivo o uso de la solicitud de licencia de 
urbanización o construcción. 
Reajuste de  tierra o suelos 
Se origina en la Ley 9 de 1989, en los artículos 25, 77 y 78 y en la Ley 388 de 
1997, en los artículos 45, 46 y 47. 
Es un instrumento que permite englobar diversos lotes de terreno para luego 
subdividirlos en forma más adecuada y dotarlos de obras de infraestructura urbana 
básica como vías, parques, redes de acueducto, energía y teléfonos.  Este 
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instrumento se sustenta en la estructura predial, en lo referido a una nueva 
delimitación de los predios o lotes a urbanizar. 
El reajuste de tierras se aplica en suelos de expansión, desarrollo y redesarrollo 
dentro de la ciudad. 
Puede ser ejecutado por la Administración Municipal en asocio con otras 
instituciones públicas o con particulares. 
El proyecto de reajuste debe ser aprobado conjuntamente con una UAU o UG 
definida en un plan parcial, y para su ejecución debe contar con el consentimiento 
previo del 51% de los propietarios de los lotes. 
Para aplicar este instrumento deben cumplirse las siguientes etapas: 
 Determinar los lotes que serán reajustados y las bases de la actuación. 
 Constitución de una entidad gestora que elaborará el proyecto urbanístico 
correspondiente. Este proyecto debe pertenecer a un plan parcial. 
 La propuesta se presenta junto con el plan parcial a la oficina de planeación 
municipal o distrital para ser aprobada. 
 El proyecto debe indicar las reglas para la valorización de las tierras o 
inmuebles que se aportan, el valor de los predios resultantes de acuerdo a 
los usos, las densidades asignadas, las cesiones gratuitas y los 
compromisos que se asumen. 
 Mediante escritura pública se señala cada participante de la actuación, los 
terrenos e inmuebles aportados y su englobe, se indica el nuevo loteo y se 
describen las restituciones de los aportes en nuevos lotes, indicando su 
valor y la correspondencia con el predio aportado. 
Los lotes adjudicados quedarán obligados al cumplimiento de las cargas y al pago 
de los gastos de urbanización correspondientes al desarrollo de la UAU. 
Una vez se reciban las obras de urbanización correspondientes, la edificación de 
los lotes podrá ser adelantada en forma independiente por sus propietarios, previa 
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obtención de la licencia de construcción. 
Integración inmobiliaria 
Se origina en la Ley 9 de 1989 en los artículos 25, 77 y 78 y en la Ley 388 de 1997 
en los artículos 45, 46 y 47. 
Es un instrumento que permite reunir o englobar distintos inmuebles para 
subdividirlos y desarrollarlos, construirlos o renovarlos y enajenarlos. Se sustenta 
en la existencia de los inmuebles para lograr una mejor distribución de espacios y 
usos. 
Las condiciones de aplicación, su procedimiento y las obligaciones son iguales a 
las establecidas para el reajuste de tierras. 
Cooperación entre partícipes 
Se origina en la Ley 9 de 1989, en los artículos 25, 77 y 78 y en la Ley 388 de 
1997 en los artículos 45, 46 y 47. 
Es un instrumento que permite formas asociativas entre los propietarios de predios 
e inmuebles con el fin de facilitar el desarrollo y financiación de los proyectos. Se 
emplea cuando no se requiera una nueva configuración predial de su superficie y 
las cargas y beneficios de su desarrollo puedan ser repartidos en forma equitativa 
entre sus propietarios. Debe garantizarse la cesión de los terrenos y el costeo de 
las obras de urbanización, de acuerdo a lo definido en el plan parcial. 
La distribución equitativa de las cargas y beneficios se podrá realizar mediante 
compensaciones en dinero, intensidades de uso en proporción a las cesiones y 
participación en las demás cargas o transferencias de derechos de desarrollo y 
construcción. 
Los propietarios de los predios deberán conformar una entidad gestora que 
garantice el desarrollo conjunto de la unidad. 
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Enajenación voluntaria 
Tiene su origen en la Ley 9 de 1989 en los artículos 9, 13, 14, 16 y 17 y en la Ley 
388 de 1997, en los artículos 58 a 62. 
Es un instrumento que permite el Estado comprar directamente predios o 
inmuebles mediante un proceso de venta voluntaria, cuando se requiera para el 
desarrollo de un proyecto específico. 
Puede ser aplicado por la nación, los entes territoriales, las áreas metropolitanas, 
las asociaciones de municipios, los establecimientos públicos, las empresas 
industriales y comerciales del Estado y las sociedades de economía mixta. 
La enajenación voluntaria puede aplicarse mediante la declaración de utilidad 
pública o interés social del inmueble o predio. 
La aplicación total de este instrumento requiere el cumplimiento del siguiente 
procedimiento: 
 Declaratoria de urgencia de utilidad pública o interés social del bien. 
 Valoración inmobiliaria. 
 Comunicación al propietario. 
 Negociación. 
 Entrega real y material del inmueble. 
La forma de pago puede ser en dinero, títulos valores, derechos de construcción y 
desarrollo, derechos en el proyecto a desarrollar o permuta de uno o varios de los 
inmuebles resultantes. 
Enajenación forzosa 
Tiene su origen en la Ley 388 de 1997 en los artículos 52 a 57. 
Es un instrumento de intervención en la propiedad que se emplea cuando un 
predio incumple con la función social de la propiedad. Las autoridades municipales 
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o distritales mediante resolución motivada y en concordancia con el POT, imponen 
al propietario su venta. La intención en su aplicación es mantener la función social 
de la propiedad. 
Este instrumento se aplica cuando: 
 Los bienes inmuebles declarados de utilidad pública o interés social, 
incumplan esta función. 
 Los inmuebles que formen parte de una UAU que se nieguen a conformar 
la asociación gestora. 
 Los bienes inmuebles declarados de desarrollo o construcción prioritaria 
que incumplan la función social de la propiedad  sobre los terrenos 
localizados en suelo de expansión; los terrenos urbanizados localizados en 
suelo urbano; los terrenos o inmuebles urbanizados sin construir, 
localizados en suelo urbano. 
El alcalde, mediante resolución motivada, es la persona encargada de ordenar la 
enajenación forzosa. Esta resolución debe especificar el uso o destino que debe 
darse al inmueble. 
El procedimiento para aplicar este instrumento es el siguiente: 
 Declaración de enajenación forzosa. 
 Afectación del inmueble. 
 Subasta pública del bien inmueble. 
 Presentación de recursos legales. Para este instrumento sólo procede por 
vía gubernativa el recurso de reposición. 
La expropiación por vía administrativa procede  si en la segunda subasta pública 
del proceso de enajenación forzosa no se recibe una oferta favorable y si el 
comprador incumple en el desarrollo o la construcción de los terrenos o inmuebles 
adquiridos mediante la pública subasta. 
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Expropiación judicial  
Tiene su origen en la Ley 9 de 1989, en el artículo 20 y la Ley 388 de 1997, 
artículos 58, 60 y 62. 
Es un instrumento que le permite al Estado adquirir para si o a favor de terceros, 
bienes inmuebles que no han podido ser negociados mediante enajenación 
voluntaria. 
Puede ser aplicado por la nación, las entidades territoriales, las áreas 
metropolitanas, las asociaciones de municipios, los establecimientos públicos, las 
empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de economía 
mixta. 
Puede aplicarse bajo la declaración de utilidad pública e interés social sobre un 
bien. 
Para aplicar este instrumento debe realizarse con anterioridad un proceso de 
enajenación voluntaria o compra directa. Si pasados treinta (30) días después de 
anunciar la oferta de compra no se consigue conciliar entre ambas partes la 
transacción y concretarla puede procederse a aplicar la expropiación judicial. 
Conservando este orden, el procedimiento debe seguir inicialmente los pasos de 
la enajenación voluntaria: Declaratoria de urgencia de utilidad pública o interés 
social del bien. Valoración inmobiliaria. Primera notificación al propietario y 
negociación. 
Ahora bien, cuando estos recursos iniciales se aplican sin éxito, el procedimiento 
que surte la expropiación judicial es el siguiente: 
 Declaratoria de expropiación judicial. 
 Notificación de la expropiación judicial. 
 Interposición de recursos legales: recurso de reposición. Acciones 
contencioso-administrativas de nulidad y de restablecimiento del derecho. 
85 
 
 Presentación de la demanda de expropiación ante el juez. 
 Caducidad o terminación del proceso expropiatorio. 
 Indemnización. 
Expropiación por vía administrativa 
Tiene su origen en la Constitución Política, en la Ley 9 de 1989 en los artículos 20, 
22, y 24 y en la Ley 388 de 1997, capítulo 8. 
Es un instrumento que le permite al Estado adquirir inmuebles, cuando, a su juicio 
existan condiciones de urgencia o motivos de utilidad pública. 
Se aplica en inmuebles adquiridos en pública subasta que hayan incumplido su 
función social o cuando no se llega a acuerdos para la enajenación voluntaria. 
Este instrumento tiene como propósito garantizar la función social de la propiedad, 
de manera ágil para proyectos que lo requieran con urgencia. 
Puede ser aplicado por la nación, las entidades territoriales, las áreas 
metropolitanas, las asociaciones de municipios, los establecimientos públicos, las 
empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de economía 
mixta. 
Se puede recurrir a este instrumento cuando la autoridad administrativa 
competente considere que existen condiciones de urgencia. 
Su procedimiento de aplicación implica el cumplimiento del mismo proceso 
ejecutado para la enajenación voluntaria. Si no se logran acuerdos, la aplicación 
de este instrumento debe cumplir los siguientes pasos: 
 Declaratoria de la expropiación por vía administrativa. 
 Fijación de la indemnización  y de la forma de pago. 
 Notificación. 
 Interposición de recursos. Recurso de reposición. 
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Si no se interponen recursos, los pasos a seguir son los siguientes:  
 Traslado del derecho de propiedad. 
 Pago de la indemnización. 
 Entrega material del bien inmueble expropiado. 
 Determinación de efectos en caso de no pago (del Estado al ciudadano o 
particular). 
 Obligación de uso para el fin establecido.  
Declaratoria de desarrollo o construcción prioritaria 
Tiene su origen en la Ley 388 de 1997 en los artículos 40, 44,  52, 53 y 54. 
A partir de la decisión tomada por el Estado, este instrumento busca promover el 
aprovechamiento de los inmuebles que tienen aptitudes para ello y en la venta a 
título de sanción por no cumplir la función social asignada en pública subasta de 
los bienes que siendo declarados como de desarrollo o construcción prioritaria no 
se urbanicen o construyan dentro del tiempo establecido. 
Este instrumento se aplica cuando se determinen motivos de utilidad pública en: 
 Terrenos localizados en suelo de expansión. 
 Terrenos urbanizables no urbanizados localizados en suelo urbano. 
 Terrenos o inmuebles urbanizados sin construir, localizados en suelo 
urbano. 
Este instrumento puede ser aplicado por la administración municipal en cabeza del 
alcalde. Considerando previamente los predios objeto de desarrollo o construcción 
prioritaria contenidos en el POT o el Programa de Ejecución. 
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Derechos de preferencia 
Tiene su origen en le Ley 9 de 1989, en los artículos 73 y 74. 
Este instrumento establece un derecho a favor de los Bancos Inmobiliarios a tener 
la preferencia en la enajenación de los inmuebles que, según el Plan de 
Desarrollo, aparezcan ubicados en las zonas destinadas a los motivos de utilidad 
pública. Por lo tanto, los propietarios que tengan la intención de enejenar sus 
inmuebles, deberán por una sola vez, ofrecerlos en primer lugar a los Bancos 
Inmobiliarios o a la entidad que lo reemplace. 
Se aplica para proyectos de vivienda de interés social, proyectos asociados a la 
gestión de servicios públicos domiciliarios, proyectos de infraestructura vial, el 
traslado de poblaciones por riesgos inminentes, proyectos de urbanización o de 
construcción prioritarios, proyectos de integración o readaptación de tierras. 
El derecho de preferencia lo deben ejercer los representantes legales de los 
Bancos  Inmobiliarios o en caso de no existir estos bancos, la entidad territorial por 
conducto del alcalde. 
Bancos de tierras y Bancos inmobiliarios 
Se originan en la Ley 9 de 1989 en los artículos 70, 71, 72, 73, 74, 75 y 76 y en la 
Ley 388 de 1997, en el artículo 118. 
Es un instrumento que promueve la creación de establecimientos públicos locales 
denominados Bancos de Tierras, encargados de adquirir por enajenación 
voluntaria, expropiación o extinción del dominio inmuebles necesarios para cumplir 
con los fines del ordenamiento territorial. 
Los Bancos de Tierras pueden denominarse Bancos Inmobiliarios y constituirse 
como establecimientos públicos, empresas comerciales e industriales del Estado o 
sociedades de economía mixta. 
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Este instrumento puede ser aplicado por los municipios, los distritos y las áreas 
metropolitanas. 
El patrimonio de los Bancos de Tierras está constituido por: 
 Los inmuebles urbanos y suburbanos que adquiera a cualquier título. 
 Los bienes vacantes que se encuentren dentro de su jurisdicción. 
 Las donaciones que reciba. 
 El rendimiento de sus propias inversiones. 
 Los terrenos ejidales, los cuales perderán sus carácter de tales al ingresar a 
patrimonio de los Bancos. 
 Los aportes, apropiaciones y traslados que les efectúen en otras entidades 
públicas. 
Instrumentos de Financiación 
Este grupo de instrumentos se concentra en el factor dinero o monetario de 
manera puntual, pues son los que permiten a los municipios conseguir los 
recursos económicos para ejecutar o implementar los proyectos del plan de 
ordenamiento territorial y el plan de desarrollo municipal.  
Valorización   
Tiene su origen en la Ley 25 / 21, en el artículo 3 y en el Decreto 133 de 1986.  
Este instrumento es un gravamen real de carácter directo que se emplea para 
recuperar el costo de construcción de obras públicas. Se impone a los predios 
beneficiados por las obras de infraestructura de interés local. 
Su establecimiento, distribución y recaudo se hará por parte de la entidad 
nacional, departamental, distrital o municipal que ejecute las obras. 
Debe tenerse como base impositiva el costo de la respectiva obra dentro de los 
límites de beneficio que ella produzca a los inmuebles que deben ser gravados. La 
suma de las contribuciones cobradas no debe ser superior al costo total de las 
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obras realizadas. 
Su liquidación y recaudo pueden hacerse antes, durante y después de la ejecución 
de la obra. Su pago es en efectivo y está sujeto a las tarifas, plazos y descuentos 
que establezca la autoridad local. 
Participación en plusvalías 
Tiene su origen en la Constitución Política en el artículo 82; en la Ley 388 de 1997, 
artículos 73 al 90 y en el Decreto 1788 de 2004. 
“Es el derecho del municipio de participar en el incremento que se genera sobre el 
valor del suelo por decisiones administrativas. 
Se genera cuando el POT o sus instrumentos incorpore suelo rural a suelo de 
expansión o se considere parte del suelo rural como suelo suburbano; cuando se 
establezca o modifique la zonificación de usos del suelo a un uso más rentable o 
se de un aumento del aprovechamiento para edificación. 
Sólo se paga cuando el propietario o poseedor de un inmueble percibe el 
incremento de valor; es decir, cuando se realiza una transferencia de dominio, se 
solicita licencia de urbanización o construcción o se cambia de uso. 
Se puede pactar su pago en dinero, transferencia al municipio de una porción del 
terreno o de un predio en otra zona, compra anticipada de títulos representativos 
de derechos adicionales de construcción y desarrollo o transferencia al municipio 
de acciones dentro del proyecto” (p.18) (Planes parciales. Conceptos y aplicación. 
Medellín. Alcaldía de Medellín, 2007). 
Pagarés y bonos de reforma urbana 
Tienen su origen en la Ley 9 de 1989, en los artículos 99 al 105. 
Los pagarés de reforma urbana son títulos de deuda pública que se emplean para 
el pago o indemnización de inmuebles adquiridos por expropiación o enajenación 
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voluntaria. 
“Los pagarés de Reforma Urbana serán títulos a la orden, libremente negociables, 
denominados  en moneda nacional, tendrán un plazo total de ocho (8) años, 
contados a partir de la fecha de su expedición, que corresponderá a la de 
perfeccionamiento de la tradición y entrega del inmueble, redimibles en ocho (8) 
vencimientos anuales, iguales y sucesivos, el primero de los cuales vencerá un 
año después de la fecha de expedición, devengarán intereses sobre saldos 
deudores, pagaderos por semestre vencido, equivalentes al 80% de la variación 
porcentual del índice nacional de precios al consumidor, elaborado por el DANE, 
correspondiente al semestre inmediatamente anterior a la fecha de exigibilidad. 
Los intereses devengados gozarán de exención de impuestos de renta y 
complementarios” (artículo 102, Ley 9 de 1989). 
Los pagarés de reforma urbana pueden ser emitidos por las entidades públicas 
nacionales, departamentales, metropolitanas, municipales y distritales. Las 
autoridades públicas nacionales podrán emitir estos pagarés con autorización 
previa del Gobierno Nacional y del Ministerio de Hacienda y Crédito Público; las 
otras entidades deberán contar con la autorización de la Asamblea, Concejo, 
Junta Metropolitana o el Consejo respectivo, tomando como fundamento un 
estudio que demuestre la capacidad de pago de la entidad emisora. 
Estas mismas entidades podrán emitir título de deuda pública, sin garantía de la 
Nación, denominados Bonos de Reforma Urbana (Art. 103, Ley 9 de 1989) con el 
objetivo de financiar “(…) proyectos de remodelación urbana, reintegro y reajuste 
de tierras, construcción, mejoramiento y rehabilitación de viviendas de interés 
social, construcción, ampliación, reposición y mejoramiento de redes de acueducto 
y alcantarillado, infraestructura urbana, planteles educativos y puestos de salud, 
centros de acopio, plazas de mercado y ferias, mataderos, instalaciones 
recreativas y deportivas, tratamiento de basuras y saneamiento ambiental” 
(artículo 104, Ley 9 de 1989)”. 
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Es obligatorio para las entidades emisoras de los títulos de deuda, incluir en sus 
proyectos anuales de presupuesto, las apropiaciones requeridas para la atención 
cumplida y exacta que demanda el servicio de la deuda (Art. 105, Ley 9 de 1989). 
La existencia y aplicación de los instrumentos de planeación y gestión del suelo se 
encuentran articulados a las directrices normativas que les dan las Leyes 9 de 
1989 y 388 de 1997 sobre las cuales se sustentan. En esta medida, los intereses 
que se generan entre los distintos actores a través del desarrollo urbano se 
regulan por las disposiciones establecidas para esta materia que regula la 
existencia de poderes  y relaciones entre ellos en virtud del desarrollo territorial. 
Desde la formulación misma de la Ley 388 de 1997 se desarrollan relaciones de 
poder, pues al consagrar los principios de la Función social y ecológica de la 
propiedad, la Prevalencia del interés general sobre el particular, la Distribución 
equitativa de las cargas y beneficios  se otorga al Estado el poder político e 
ideológico para el cumplimento de lo allí estipulado, porque orientan el espíritu de 
las actuaciones urbanísticas y la aplicación de los distintos instrumentos puesto 
que son el horizonte al que deben dirigirse las políticas, proyectos, estrategias, y 
objetivos del ordenamiento, por ser principios vinculantes y de obligatorio 
cumplimento en virtud de su constitución como normas jurídicas.  
Otro elemento confiere al Estado el poder político por medio de la función pública 
del urbanismo que reafirma la posición natural del Estado a lo largo de la historia y 
es su naturaleza interventora, reguladora y proveedor de bienes y servicios. Ello 
implica que al Estado colombiano en virtud de la función pública del urbanismo y 
en ejercicio de su poder político le corresponde:  
“1. Posibilitar a los habitantes el acceso a las vías públicas, infraestructuras de 
transporte y demás espacios públicos, y su destinación al uso común, y hacer 
efectivos los derechos constitucionales de la vivienda y los servicios públicos 
domiciliarios. 
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2. Atender los procesos de cambio en el uso del suelo y adecuarlo en aras del 
interés común. Procurando su utilización racional en armonía con la función social 
de la propiedad a la cual le es inherente una función ecológica, buscando el 
desarrollo sostenible. 
3. Propender por el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la 
distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la 
preservación del patrimonio cultural y natural. 
4. Mejorar la seguridad de los asentamientos humanos ante los riesgos naturales” 
(Art. 3, Ley 388 de 1997). 
La propiedad se constituye en poder económico en la medida que favorece la 
obtención de recursos monetarios, a través de las rentas, las compras, las ventas, 
los arrendamientos, las transacciones en el mercado inmobiliario y la construcción. 
Por tanto, es natural a los procesos que genera el desarrollo urbano la aparición 
de actores privados de gran poder económico con interés de participación en 
estos procesos. 
La existencia de los instrumentos de planeación y gestión del suelo se asocian a 
un tipo de poder, en la medida que cada uno de ellos cumple una función 
específica y tiene un alcance determinado e involucran a cierto tipo de agentes 
según la acción urbanística que se desarrolle. Igualmente, el procedimiento 
normativo establecido para la implementación de cada instrumento asigna la 
institución estatal y la rama del poder público que de acuerdo al procedimiento 
deberá ejecutar el instrumento. 
La aplicación de los instrumentos realiza las disposiciones concebidas por la ley, 
allí mismo dan cumplimiento a los distintos intereses que se generan en virtud del 
desarrollo territorial y urbano. Así, estas herramientas urbanas se erigen como 
mediadoras entre el interés general y el interés particular, entre el poder político 
(público) y el poder económico (privado) procurando la distribución equitativa de 
cargas y beneficios y el ejercicio justo de estos poderes en los procesos de 
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ordenamiento territorial, desarrollo urbano y construcción de ciudad. 
La evolución de la planeación en Colombia evidencia el conjunto de 
transformaciones que han tenido las acciones y relaciones de los agentes públicos 
y privados sobre el territorio. Cada momento histórico configura las posibilidades 
de cada uno de ellos de intervenir y ejecutar sobre el espacio sus intereses, 
condicionados y favorecidos por coyunturas económicas, políticas y jurídicas. 
En esa medida se demuestra que la planeación en Colombia ha sido un ejercicio 
dinámico, articulador de mixturas urbanas, desde el crecimiento físico, el 
desarrollo económico, las problemáticas sociales, las voluntades políticas de 
gobernantes, los intereses particulares, hasta la adopción de modelos 
internacionales de alcance económico, político, jurídico y social. 
En ese sentido, la heterogeneidad y la especificidad de cada momento, ligados a 
las condiciones urbanas de las ciudades han determinado la configuración 
estructural de los procesos de planeación, gestión y ordenamiento territorial en el 
país.  
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CAPÍTULO III 
PODER Y PLANES PARCIALES. ESTUDIOS DE CASO EN LA CIUDAD DE 
MEDELLÍN 
Este capítulo tiene por objetivo realizar el análisis de campo mediante el  estudio 
de los  casos elegidos. Se trata de abordar el Plan Parcial Plaza de Ferias y Plan 
Parcial Corazón de Jesús para  identificar en ellos ejercicios de poder en la 
gestión del suelo. 
El motivo de su elección radica en que son planes parciales importantes para la 
ciudad ubicados en espacios  de importancia estratégica según las disposiciones 
dadas por el Plan de Ordenamiento Territorial y representan situaciones 
especiales en el contexto local por sus procesos de formulación, adopción y 
ejecución. 
El análisis de los mismos se fundamenta en el trabajo de campo realizado y en la 
consulta de fuentes bibliográficas, con especial énfasis en los Decretos 
Aprobatorios y los Documentos Técnicos de Soporte de cada uno de ellos.  
Para abordar este análisis de campo, se retoman algunos conceptos teóricos 
denominados  Consideraciones políticas en torno a los planes parciales descritos 
en el Capítulo II de esta investigación. Tales consideraciones establecen puntos 
analíticos que en la práctica de los planes parciales pueden evidenciarse para 
interpretar su existencia como instrumentos de relevancia política. El propósito es 
por tanto identificarlas en los casos seleccionados y  ubicar las relaciones de 
poder.  
 
La estructura del capítulo se sustenta en una parte general que describe el 
contexto de los planes parciales en Medellín y las normas nacionales y locales que 
regulan este instrumento. La segunda parte hace énfasis en los dos casos 
señalados, indicando sus características generales, su importancia espacial, el 
contexto histórico y las estructuras analíticas que permiten identificar las 
relaciones de poder que se hallaron.  
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Base normativa de los planes parciales 
El sistema urbanístico colombiano se encuentra definido y articulado por un 
conjunto de leyes y normas que determinan y regulan las acciones y 
procedimientos relativos a la planificación urbana y al ordenamiento territorial.  
Desde este punto de vista y considerando la organización político-administrativa 
del país, existen disposiciones jurídicas de alcance nacional cuya aplicación 
corresponde a todo el territorio  y disposiciones locales que circunscriben su 
alcance al espacio del  municipio o departamento en virtud de la descentralización 
y autonomía como entes territoriales. 
En materia de planes parciales, el marco normativo que regula su práctica 
conserva estas diferencias territoriales y establece  la existencia de disposiciones 
nacionales y municipales. Al respecto, cada municipio colombiano expide 
Acuerdos, Decretos y normas que regulen la aplicación de los planes parciales en 
su territorio conforme las directrices que establezca cada Plan de Ordenamiento 
Territorial.  
Conforme lo anterior, para el ámbito nacional las normas que apoyan el 
ordenamiento territorial y regulan los planes parciales son las siguientes: 
Ley 9 de 1989. Expedida el 11 de enero de ese año. Es conocida como la ley de 
la Reforma Urbana. Introdujo disposiciones relativas a la formulación y ejecución 
de los planes de desarrollo municipales, al manejo del espacio público y a la 
aplicación de los instrumentos de gestión del suelo para el desarrollo de 
actuaciones urbanísticas. 
Esta Ley fue modificada en su totalidad por la Ley 388 de 1997. No obstante, 
algunos de sus artículos aún permanecen vigentes. 
Ley 388 de 1997. Se expidió el 18 de julio. Su propósito fue el de modificar la Ley 
9 de 1989 para adaptarla a las exigencias urbanísticas y territoriales que imponían 
los contextos y coyunturas  nacionales e internacionales.  
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Sus disposiciones reglamentan fundamentalmente la ordenación de los municipios 
a través de los Planes de Ordenamiento Territorial como instrumentos físico-
espaciales, la articulación a los Planes de Desarrollo Municipales mediante los 
Planes de Ejecución, la clasificación del suelo municipal, la definición de las 
actuaciones urbanísticas y la aplicación de los instrumentos de gestión del suelo. 
Los artículos 19 y 27 de esta ley establecen la definición, las características, las 
condiciones y el procedimiento para desarrollar los planes parciales en Colombia. 
Decreto Nacional 2181 de 2006. Fue expedido el 29 de junio por el Presidente de 
la República. Las disposiciones contenidas en este decreto reglamentan de forma 
general la formulación y adopción de los planes parciales en Colombia y 
especialmente el contenido de aquellos planes parciales que se formulen en áreas 
clasificadas bajo el tratamiento de desarrollo, dentro del perímetro urbano y en 
zonas de expansión. 
El decreto define y reglamenta  las etapas para la formulación y adopción de los 
planes parciales. E igualmente, establece las condiciones y procedimientos que 
deben cumplirse en cada una de ellas. Define las Unidades de Actuación 
Urbanística y  las Unidades de Gestión y reglamenta los procedimientos para 
conformarlas  y establece los elementos objeto de reparto de  cargas y beneficios 
dentro de las actuaciones urbanísticas. 
Las etapas definidas por el Decreto para la formulación y adopción de los planes 
parciales son las siguientes:  
Etapa de formulación y revisión. Esta etapa comprende el comienzo de todo plan 
parcial. Reúne los siguientes procedimientos: 
 Solicitud de Determinantes para la formulación, por parte de los interesados 
ante las autoridades de planeación municipal y distrital. 
 Respuesta a la solicitud de Determinantes por parte de las oficinas de 
planeación municipal o distrital. 
 Formulación y radicación del proyecto de plan parcial. 
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 Información pública y citación a vecinos y propietarios, por parte de la 
Administración Municipal  para dar a conocer la propuesta y recibir 
recomendaciones y observaciones. 
 Revisión del proyecto de plan parcial, por parte de la oficina de planeación 
municipal y distrital. 
Etapa de concertación y consulta. Esta etapa define el segundo paso dentro de 
todo el proceso. Establece los elementos de diálogo y consenso entre las 
instituciones estatales y los interesados en formular el  plan parcial. Incluye los 
siguientes procedimientos: 
 Concertación con la autoridad ambiental. 
 Concepto del Consejo Consultivo de Ordenamiento. 
Etapa de adopción. Constituye la finalización del proceso de formulación del plan 
parcial. Se determina por los siguientes procedimientos: 
 Expedición del decreto aprobatorio por parte del alcalde. 
 Fijación del cronograma o vigencia del plan parcial. 
Decreto Nacional 4065 de 2008. Fue expedido por el Presidente de la República 
el 24 de octubre. Sus disposiciones reglamentan las actuaciones y procedimientos 
para urbanizar e incorporar al desarrollo predios y zonas dentro del suelo urbano y 
el suelo de expansión. Además, se establecen disposiciones para aplicarse a las 
estimaciones y liquidaciones  de la participación en plusvalía en los procesos de 
urbanización y edificación de inmuebles. 
Al respecto, el Decreto establece las condiciones que deben cumplir los predios 
sujetos a la actuación de urbanización, tanto en suelos urbanos como en los de 
expansión. Además, define las características que debe cumplir el tratamiento de 
desarrollo para aplicarse en función de una acción urbanística. 
Decreto Nacional 4300 de 2007.  Fue expedido por el Presidente de la República 
el 7 de noviembre. “Reglamenta de manera general, el procedimiento para la 
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formulación y adopción de todo tipo de planes parciales y, de manera especial, el 
contenido de los planes parciales para las áreas sujetas a tratamiento de 
desarrollo dentro del perímetro urbano y las áreas comprendidas en el suelo de 
expansión urbana para su incorporación al perímetro urbano, en concordancia con 
las determinaciones de los planes de ordenamiento territorial y los instrumentos 
que lo desarrollen o complementen. Señala los determinantes para la formulación 
del plan, los términos para la concertación con la autoridad ambiental, y para la 
expedición del decreto de adopción del plan parcial, determinantes ambientales 
para la formulación del plan, cartografía oficial del plan parcial, asignación de 
nomenclatura urbana en suelo de expansión, modificación de planes parciales y 
adecuación de los planes de ordenamiento territorial y los instrumentos que los 
desarrollen y complementen a lo dispuesto en el Decreto 2181 de 2006 y a lo 
señalado en este decreto”.2 
Este Decreto modificó el Decreto 2181 de 2006 en los artículos 1, 5, 12, 16, y 
derogó del mismo los artículos 13, 14, 15 y 17. Con lo que estableció nuevos 
procedimientos para la formulación y adopción de los planes parciales. 
El Decreto  2181 no fue derogado en su totalidad,  por lo que las disposiciones 
establecidas permanecen vigentes.  
Lo anterior  indica que ambos Decretos regulan en la actualidad los procesos de 
implementación y adopción de los planes parciales en Colombia. 
Ahora bien, en Medellín, la estructura normativa que regula la formulación y 
adopción de los planes parciales es la siguiente: 
Acuerdo 62 de 1999.  Es el Plan de Ordenamiento Territorial de Medellín. Fue 
modificado y revisado por el Acuerdo 46 de 2006. 
Acuerdo 46 de 2006. Es la revisión y ajuste del Plan de ordenamiento Territorial 
de Medellín.  
                                                             
2
 Tomado de: http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=27410 
99 
 
Las disposiciones referidas  a los planes parciales se expresan en el artículo 131 
que determina la formulación de los mismos bajo el carácter de estratégicos por su 
ubicación y relevancia social y económica para la ciudad bajo los tratamientos de 
renovación, desarrollo y redesarrollo. Este artículo define como estratégicos los 
planes parciales de Naranjal y Corazón de Jesús bajo la renovación urbana. El 
plan parcial del barrio Sevilla, bajo el tratamiento de redesarrollo y el plan parcial 
del barrio Prado bajo el tratamiento de conservación. 
Las normas específicas sobre los planes parciales se consagran desde el artículo 
338 al 358, los cuales definen para los planes parciales los suelos sujetos  a 
desarrollo por este instrumento. Los objetivos. Las condiciones para aprobarlos. 
Su  área mínima de planificación. Las obligaciones urbanísticas. La conformación 
de las unidades de actuación urbanística. La definición de las áreas de manejo 
especial. Los procesos de concertación y participación ciudadana y el papel 
jugado por la Administración Municipal en el proceso de formulación, aprobación y 
ejecución de los planes parciales. 
Decreto 1212 de 2000. Reglamentó el Acuerdo 62 de 1999 -POT- en cuanto a los 
contenidos y procedimientos para formular y adoptar los planes parciales en 
Medellín. Este decreto fue derogado por el Decreto Nacional 2181 de 2006. No 
obstante, los planes parciales adoptados en Medellín antes del 2006 se rigen por 
el decreto 1212. 
Decreto 409 de 2007. Expide normas específicas para las actuaciones y procesos 
de urbanización, parcelación y construcción en los suelos urbano, de expansión y 
rural de Medellín. Condiciones que deben ser seguidas para la formulación e 
implementación de los planes parciales en este tipo de suelos. 
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Los planes parciales en Medellín 
La historia de los planes parciales en Medellín, indica la aplicación de este 
instrumento desde el año 2000 con el Plan Parcial Naranjal bajo el tratamiento de 
Renovación Urbana y es considerado el primer plan parcial del país.  
Desde ese momento hasta hoy, la ciudad ha desarrollado un ejercicio constante 
de formulación y ejecución de planes parciales en distintos tratamientos 
urbanísticos. Al mismo tiempo ha ido incorporando las normativas que regulan 
este instrumento y creando las propias conforme las necesidades territoriales, las 
prácticas urbanísticas y las relaciones entre los agentes del desarrollo urbano en 
la ciudad. 
A partir del año 2004, bajo la administración del alcalde Sergio Fajardo 
Valderrama comienza un proceso continuo de formulación y adopción de planes 
parciales porque se concibió como un instrumento efectivo para el desarrollo 
urbano. 
Este proceso fue liderado  por el gobierno municipal como un ejercicio de voluntad 
política para vincular el desarrollo social con el ordenamiento físico y generar así 
mecanismos eficientes para lograr el  equilibrio territorial en Medellín.  
Desde este punto de vista, la base sobre la cual se sustentan las acciones del 
Municipio de Medellín para promover los planes parciales son las siguientes: 
“contribuyen a aplicar estrategias de gestión del suelo y financiación de proyectos 
que se reflejan en el reparto equitativo de las cargas y beneficios derivados de las 
intervenciones urbanas.  
Superan los desarrollos predio a predio, mediante la implementación de 
estrategias de integración del suelo.  
Mejoran la productividad urbana a través de un adecuado aprovechamiento del 
suelo. 
101 
 
Favorecen el desarrollo de mejores estándares de habitabilidad para los nuevos y 
actuales residentes, que consoliden viviendas de mayor calidad. 
Propician la generación de más y mejor espacio público, que responda a las 
necesidades y estándares de la población moradora y futura, y articulando a la 
estructura urbana existente en el ámbito local”.3 
En Medellín, el Plan de Ordenamiento Territorial establece que el área mínima de 
planificación es el Polígono, permitiendo además, la posibilidad de anexar otras 
áreas que se puedan requerir para su incorporación efectiva a la malla urbana. 
Las áreas sujetas a plan parcial en la ciudad de Medellín son los suelos urbanos 
con los tratamientos de desarrollo, redesarrollo segundo grupo, renovación y 
conservación y los polígonos Z1_RED_3 y Z3_RED_2. No obstante, el Plan de 
Ordenamiento Territorial permite la formulación de planes parciales bajo otros 
tratamientos, siempre y cuando cumplan los requisitos establecidos por el 
Departamento Administrativo de Planeación. 
Obedeciendo los lineamientos para la ordenación del territorio en Medellín, el 
Modelo de Ciudad se fundamenta sobre los principios de competitividad, 
sostenibilidad ambiental, equidad social y equilibrio funcional del territorio.  
Este conjunto de principios constituyen el imaginario colectivo de ciudad, el deber 
ser que desde el ordenamiento territorial dirigirá el desarrollo futuro del municipio, 
constituyéndose en  el pacto social y ciudadano por el desarrollo urbano de la 
ciudad.  
Este modelo debe ser cumplido al ejecutarse sobre la ciudad cada actuación 
urbanística, incluyendo los planes parciales. 
El modelo se sustenta en los siguientes componentes: 
Zona rural con alta productividad ambiental. 
                                                             
3 Planes parciales. Conceptos y aplicación en Medellín. Alcaldía de Medellín, Departamento Administrativo 
de Planeación, Oficina de Planes Parciales ,2007 
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Conformación de bordes de protección. 
Río Medellín integrado espacial y ambientalmente. 
Crecimiento hacia adentro. 
Sistema de espacio público que incorpore los cerros tutelares. 
Valoración de los componentes del sistema estructurante original, 
complementados con el sistema Metro. 
Sistema jerárquico de centralidades en equilibrio dinámico. 
Centro tradicional y representativo recuperado. 
Sistema de transporte masivo de mediana capacidad. 
Corredor de servicios metropolitano con alta calidad urbana. 
Sana mezcla de usos. 
Actualmente existen en la ciudad veintiocho (28) planes parciales adoptados y 
ocho (8) en proceso de formulación, especificados así:  
Cuadro No.4 Planes parciales en Medellín 
Nombre Decreto Tratamiento Estado 
Corazón de Jesús 1613 de 2007 Renovación Urbana Aprobado 
Guayaquil polígono 1176 de 2007 Renovación urbana Aprobado 
Guayaquil 
manzana 
1222 de 2005 Renovación urbana Aprobado 
Parque de San 
Lorenzo 
0608 de 2003 Renovación urbana Aprobado 
Naranjal 1284 de 2000 Renovación urbana Aprobado 
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Invatex 1356 de 2007 Redesarrollo  
 
Aprobado 
Santa María de los 
Ángeles 
1191 de 2007 Redesarrollo Aprobado 
Villa Carlota 605 de 2007 Redesarrollo Aprobado 
Argos 2641 de 2005 Redesarrollo Aprobado 
Simesa 123 de 2006 Redesarrollo Aprobado 
Parque de Los 
Colores 
2705 de 2007 Redesarrollo Aprobado 
Plaza de Ferias 1352 de 2002 Redesarrollo Aprobado 
Torres de la Fuente 1026 de 2004 Redesarrollo Aprobado 
Paseo de Sevilla 691 de 2004 Redesarrollo Aprobado 
Everfit 0224 de 2009 Redesarrollo Aprobado 
Moravia 1958 de 2006 Mejoramiento 
Integral 
Aprobado 
Altos del Poblado Altos del Poblado Desarrollo  Aprobado 
San Lucas 1789 de 2009 Desarrollo Aprobado 
Vizcaya 170 de 2009 Consolidación nivel 
1 
Aprobado 
Loma de Los 
González 
1204 de 2007 Consolidación nivel 
2 
Aprobado 
Santa Inés 
(San Antonio de 
Prado) 
1365 de 2007 Consolidación nivel 
1 
Aprobado 
La Cumbre 1079 de 2007 Desarrollo en suelo 
urbano 
Aprobado 
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San Antonio de 
Prado SA_D_11 
110 de 2007 Desarrollo en suelo 
urbano 
Aprobado 
Loma de Los 
Bernal 
1649 de 2003 Desarrollo en suelo 
urbano 
Aprobado 
Altos de Calasanz 397 de 2005 Desarrollo en suelo 
de expansión 
Aprobado 
Ciudadela El 
Rincón 
755 de 2007 Desarrollo en suelo 
de expansión 
Aprobado 
Pajarito 602 de 2002 Desarrollo en suelo 
de expansión 
Aprobado 
Boyacá Girardot  Redesarrollo En formulación 
Sevilla  Redesarrollo En formulación 
Prado Centro  Redesarrollo En formulación 
Indural  Redesarrollo En formulación 
La Asomadera  Desarrollo En formulación 
Monterrey  Consolidación nivel 
2 
En formulación 
El Vergel 
(San Antonio de 
Prado) 
 Desarrollo 
 
En formulación 
La Florida 
(San Antonio de 
Prado) 
 Desarrollo En formulación 
Fuente: Oficina de Planes Parciales, Departamento Administrativo de Planeación. Alcaldía de Medellín. 
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PLAN PARCIAL PLAZA DE FERIAS. ACUERDO POLÍTICO-ECONÓMICO DE 
UNA EXPERIENCIA NO EJECUTADA 
 
Información general 
Iniciativa: mixta  
Proponente: Municipio de Medellín, Londoño Gómez, Coninsa, Ramón H., 
Arquitectura y Concreto. 
Promotor: Municipio de Medellín. 
Área de planificación: 28,72  ha (287.267 m2). 
Área  neta: 10,04ha (100.478 m2). 
Norma reglamentaria: Decreto Aprobatorio 1352, diciembre de 2002. 
Tratamiento: Redesarrollo. 
Polígono: Z2_RED_18 
 
1. El valor territorial. Condiciones estratégicas para la formulación del Plan 
Parcial Plaza de Ferias. 
 
El Plan Parcial  Plaza de Ferias es aprobado por el Decreto No. 1352 del 2002 en 
el mes de diciembre bajo el tratamiento de redesarrollo y perteneciente al polígono 
Z2_RED_18. 
Su formulación obedece a las directrices dadas por el Plan de Ordenamiento 
Territorial de 1999 que establecía los planes parciales como instrumentos para la 
planificación y urbanización de los suelos con este tratamiento. Además, para dar 
cumplimiento a sus disposiciones en el sentido de lograr para Medellín la creación 
de nuevos referentes urbanos, la consolidación del Corredor Metropolitano de 
Servicios, el crecimiento hacia adentro, la generación de la Centralidad de 
Equilibrio del Norte, la dotación de espacios públicos y equipamientos, la conexión 
regional y la integración del oriente y el occidente de la ciudad. 
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A partir del “Plan de Desarrollo 2001-2003 Medellín Competitiva. Hacia una 
revolución de la cultura ciudadana”, del alcalde Luis Pérez Gutiérrez se formula el 
plan parcial, en cumplimiento de las disposiciones establecidas por el POT. 
 
Conforme lo anterior, se concibió la idea de formular planes parciales como 
instrumentos eficaces de gestión urbana para generar nuevos espacios públicos 
que articularan el sector privado y el público en el diseño y ejecución de proyectos 
urbanos.  
Por tanto, para desarrollar el subprograma: “Unidad deportiva y cultural del Norte”, 
se formuló el Plan Parcial Plaza de Ferias, con el objetivo de disminuir el déficit de 
espacio público, de equipamientos, de movilidad, de transporte, de servicios y  de 
vivienda en la zona norte de la ciudad.  
El Plan de Ordenamiento Territorial determinó para la ciudad el “Centro de 
Equilibrio Norte” como uno de los proyectos estratégicos para la generación de 
equilibrios urbanos dentro del municipio, su competitividad y funcionalidad urbana. 
 
Esta decisión se tomó considerando dos circunstancias muy importantes.  
La primera, las condiciones deficitarias de esta zona de la ciudad, mencionadas 
anteriormente. 
La segunda, considerando la ubicación de la Plaza de Ferias de Ganados  y la 
altísima importancia para la ciudad por sus condiciones de localización, la 
estructura de su predio, su peso socioeconómico, su cercanía al Corredor 
Metropolitano de Servicios y su capacidad instalada por el flujo de servicios y 
capitales económicos de ámbito nacional, regional y local. 
 
Así, el Plan Parcial Plaza de Ferias se pensó como  el espacio estratégico para 
comenzar a desarrollar el “Centro de Equilibrio Norte” en su propósito de disminuir 
la segregación socio-espacial, la disfuncionalidad territorial y las inequidades en 
las oportunidades del desarrollo físico y humano mediante la articulación de 
actividades mixtas con presencia de comercio, vivienda y una gran dotación de 
espacio público. 
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En consonancia con lo planteado por el Plan de Ordenamiento Territorial, respecto 
al desarrollo del Modelo de Ocupación, el Plan Parcial Plaza de Ferias pretende 
ejecutar las siguientes acciones para su aplicación: 
La creación de un nuevo referente urbano: A partir de la propuesta urbanística, 
de modo que pueda mantenerse una articulación entre el pasado y el futuro del 
sitio, recordando lo que fue pero favoreciendo su transformación hacia un nuevo 
hito urbano metropolitano. 
La consolidación del Corredor Metropolitano de Servicios: A través de la 
localización de equipamientos y espacios públicos de alta calidad articulados al 
Río como eje estructural principal del desarrollo de la ciudad. 
El crecimiento hacia adentro: Como estrategia para optimizar el uso del suelo, 
con alta densidad poblacional y con un redesarrollo urbano de alta calidad. 
La generación de la Centralidad de Equilibrio del Norte: en este sentido, el 
plan parcial busca detonar la generación de tal Centralidad, siendo el primer 
evento para tal fin. A partir de la construcción de espacio públicos y 
equipamientos, la ubicación de múltiples actividades de alta convocatoria en 
ejercicio de la racional mezcla de usos y la interconexión a los desarrollos 
residenciales y productivos vecinos. 
El espacio público y los equipamientos como ordenadores del plan: Mediante 
el desarrollo del Parque Urbano Metropolitano más importante de la ciudad, 
localizando equipamientos metropolitanos y regionales, desarrollos comerciales, 
de servicios y de vivienda. En efecto, podrá disminuirse el déficit de espacio 
público y equipamientos en el norte de la ciudad. 
El norte del Departamento conectado a la ciudad: Mediante la articulación y 
funcionalidad de todos los desarrollos propuestos, y en ese sentido facilitar la 
provisión de servicios al norte del valle y servir de puerta para el acceso a la 
ciudad y al departamento desde el norte. 
La integración del oriente y el occidente: Mediante las obras viales propuestas, 
se conectará el oriente y occidente de la ciudad mejorando el flujo peatonal 
interrumpido por la desconexión e inexistencia de espacios públicos y vías. 
Ahora bien, la integración de cada una de las acciones anteriormente descritas 
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constituyen el objetivo general del Plan Parcial, que se sustenta en la pretensión 
de “Proporcionar a la ciudad y al norte Metropolitano un lugar de amplia 
convocatoria, con la transformación de la Plaza de Ferias y con la configuración de 
una nueva estructura urbana de centralidad de segundo orden” (artículo 6, Decreto 
Aprobatorio). 
 
Para tal efecto, la obra principal sobre la que se sustentará el Plan Parcial será “el 
Parque”, como contenedor y enlace de múltiples usos de categoría local y 
metropolitana. Al respecto, se le incorporarán las ofertas de espacios públicos y 
las infraestructuras de movilidad para la integración de la ciudad, a partir del Río 
como eje estructurante, el Corredor Multimodal y las vías en las zonas 1 y 2 
(nororiental y noroccidental, respectivamente) de la ciudad. 
 
Adicionalmente,   los objetivos específicos definen: 
 
La generación del equilibrio territorial de esta zona a partir de la generación de 
espacio público y equipamientos para articular actividades deportivas, recreativas 
y culturales. 
 
Estimular la localización de actividades económicas con proyectos de comercio, 
servicios e industria para la generación de nuevos empleos. 
 
Conversión en un área multifuncional. 
 
Promoción de desarrollos urbanísticos con vivienda en altura; sistemas de 
movilidad y transporte para conectar el oriente y el occidente de la ciudad. 
 
Recuperación ambiental de la zona, incorporando nuevos elementos naturales, 
que se articulen al Río y a la Quebrada Tinajas (que recorre el área) en función de 
los nuevos desarrollos. 
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El Plan Parcial ha definido un grupo de estrategias para  aplicar sus  objetivos. En 
ese sentido se definen tres (3) tipos. Las territoriales, la ambiental y las socio-
económicas. 
 
Las estrategias territoriales. Definen las obras físicas relativas a la construcción 
del Parque, los espacios públicos, los equipamientos, las viviendas, los usos 
comerciales, de servicio e industria y los sistemas viales y de transporte. 
Para este efecto, la conformación de las Unidades de Gestión es el hecho 
fundamental sobre el cual se sustenta esta estrategia, pues se constituye en la 
base para la inversión pública y privada, posibilitando la ejecución mediante la 
asociación, la solidaridad y el reparto equitativo de cargas y beneficios. 
 
La estrategia ambiental. Reconoce la importancia ambiental de la zona al 
identificar los potenciales naturales desde la Quebrada Tinajas (futuro parque 
lineal), las zonas verdes y los miradores urbanos. En ese sentido articula acciones 
de sostenibilidad y conservación de los recursos existentes. 
 
Las estrategias socio-económicas. Definen acciones para la promoción, 
divulgación y conocimiento del plan parcial. El establecimiento del diálogo y 
consensos entre el gobierno y los distintos agentes, intermediarios y trabajadores 
de la Plaza que participan en el mercado de la carne y sus actividades 
relacionadas. La conformación de la Plataforma Competitiva y la activación de 
procesos productivos, nuevos empleos y usos del suelo. La reinserción laboral de 
personas trabajadores de la Plaza. La adquisición de viviendas. 
 
2.  Redesarrollo: tratamiento urbanístico para la articulación territorial de 
condiciones  estratégicas.  
Los  tratamientos urbanísticos son decisiones administrativas tomadas por las 
autoridades municipales para realizar sobre el territorio acciones de ordenamiento 
territorial. En esa medida, el tratamiento indica el conjunto de acciones específicas 
que se deben ejecutar para la intervención y solución de las problemáticas físico-
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espaciales y socioeconómicas presentes en el territorio. 
 
Considerando que no todos los problemas son iguales e inciden de la misma 
forma, se diferencian las acciones que se realizarán sobre el espacio. Desde este 
punto de vista el ordenamiento territorial colombiano ha establecido distintos tipos 
de tratamientos urbanísticos para tal efecto, a saber: consolidación, conservación, 
desarrollo, redesarrollo, renovación urbana y mejoramiento integral.  
 
Esta clasificación define acciones precisas y en esa medida determina la 
participación de actores específicos en los procesos de transformación urbana 
generados por la implementación del tratamiento.  
De esta forma es posible fijar propósitos e intereses sobre el espacio, establecer 
relaciones sociales, determinar responsabilidades, regular actuaciones públicas y 
privadas y generar cargas y beneficios, según sea el tratamiento y el territorio  al 
cual se aplica. 
El tratamiento urbanístico conforme sus características particulares, establece un 
cúmulo de posibilidades y restricciones que delimitan las acciones de los actores 
sobre el territorio y su participación en el ámbito espacial, de modo que las solas 
características técnicas del tratamiento son trascendidas para incorporar variables 
socioeconómicas dinamizadas por las relaciones sociales y los propósitos y 
pretensiones de los actores involucrados en el espacio de aplicación de esta 
decisión administrativa. 
 
El Plan Parcial Plaza de Ferias pertenece al tratamiento de Redesarrollo, su 
definición la establece  el artículo 244 del POT: 
 
ARTÍCULO 244°. Del tratamiento de redesarrollo (RED). 
Este tratamiento corresponde fundamentalmente a las zonas homogéneas 
identificadas como “áreas en transformación”, y cuyo propósito de desarrollo es 
orientar procesos de transformación ya iniciados o generar nuevos en zonas con 
localización estratégica en la ciudad de acuerdo con los objetivos de ordenamiento 
111 
 
propuestos por el Plan, de manera que se privilegie su transformación hacia la 
optimización de su potencial, permitiendo mayores aprovechamientos y diversidad 
de usos. 
 
A partir de la adopción del tratamiento, el Plan Parcial Plaza de Ferias definió su 
estructura interna y caracterizó su proceso de formulación y adopción articulando 
distintas características socioeconómicas que explican diversas relaciones  entre 
actores sociales e intereses. 
Con el propósito de iniciar el proceso de transformación espacial, el Plan Parcial 
ha fijado el desmonte de la actividad actual como elemento fundamental para su 
desarrollo. Ello implica el abandono de los predios y el traslado de la actividad 
ganadera. 
Para ello deberá formularse un “Plan de Abandono” que direccionará el retiro de 
los edificios e infraestructuras existentes en el área de planificación, de modo que 
los desarrollos urbanísticos propuestos por el Plan Parcial evolucionen 
articuladamente e impidan que los usos actuales resulten nocivos para los nuevos 
usos 
El desmonte de las actividades, se realizarán en tres (3) etapas así: 
 
Etapa 1  
En esta etapa se terminan las actividades y deberá entregarse la parte 
noroccidental del área de  planificación, donde se localizan las básculas, las 
marraneras, las caballerizas, los parqueaderos y parte de los corrales, hasta el 
cruce de la Galería Central en el sentido norte – sur con el eje oriente – occidente, 
donde en la actualidad se encuentran las oficinas de la Central Ganadera. 
 
Etapa 2 
En esta etapa se terminan las actividades y debe entregarse parte del predio 
número tres (3) que comprende los  corrales no entregados en la primera etapa. 
Los otros predios continuarán ocupados por la actividad actual. 
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Etapa 3 
En esta etapa se terminan las actividades y debe entregarse la totalidad del predio 
número tres (3), la porción del Lote No. 4 que hace parte del parque y excluyendo 
el área que se destinará para el desarrollo futuro de la Central Ganadera como 
Central de Frio. Lo que indicaría que ya no estaría el Matadero, sino un centro de 
conservación de carnes ya procesadas. 
 
En términos de incidencia pública y de cualificación urbanística el Parque será el 
elemento más importante y ordenador del espacio público dentro del plan parcial. 
Por su ubicación, tamaño y capacidad de alojar múltiples funciones deberá ser de 
cobertura metropolitana. 
 
El parque se conformará por los siguientes elementos: 
 
Los nodos. Serán las puertas de acceso al parque, e igualmente serán los 
referentes distintivos para identificar este espacio dentro de la ciudad. 
Las áreas cívicas y representativas de uso público. Serán espacios de 
concentración pública y manifestaciones colectivas, dada su localización, su valor 
en la estructuración del desarrollo territorial o sus valores culturales contenidos o 
representados. 
Parque lineal de la Quebrada Tinajas. Con el objeto de preservar los elementos 
ambientales de la zona, estimular la apropiación y realización de actividades 
recreativas y conservar la vegetación para el cuidado de las aguas. 
Los Bulevares. Como elementos estratégicos para articular los asentamientos 
existentes, los desarrollos constructivos propuestos, el parque y los sistemas de 
transporte.  
Se construirán cuatro (4), Bulevar Norte, Bulevar Central, Bulevar Sur y Galería 
Central. 
Miradores urbanos. Como elementos naturales para la observación del paisaje y 
la contemplación del entorno. 
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Los equipamientos constitutivos del plan parcial se orientan al fortalecimiento de la 
Centralidad Norte, como respuesta a las necesidades urbanas de circulación, 
recreación, encuentro y disfrute. Tales equipamientos serán de ámbito de ciudad, 
metropolitano y regional. 
 
El plan parcial tendrá los siguientes equipamientos:  
 
Equipamiento institucional existente. Relativo a la Sede administrativa de las 
Empresas varias de Medellín. 
Equipamiento cultural existente. Relativo al Coliseo de Ferias  Aurelio Mejía. 
Equipamiento educativo nuevo. De tipo metropolitano o regional que podría 
desarrollarse con el cumplimiento de las obligaciones urbanísticas. 
Equipamientos del parque. Actuarán como equipamientos complementarios para 
favorecer actividades deportivas, culturales (música, danza, artes plásticas, teatro, 
bibliotecas, museos, auditorios), comercio y servicios. 
 
Los equipamientos ubicados al interior del parque no podrán ocupar más del 10% 
(del suelo) de su área total. 
El área de planificación corresponde a 287. 267 m2 y se conforma por cuatro (4) 
predios como se evidencia en el siguiente cuadro:  
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Cuadro No. 5    
Conformación de lotes y áreas 
Lote Código 
Propiedad 
Matrícula Área Lote M
2 
Área Const. 
M
2 
Propietario 
Lote 1 05060010030 5034731 25.336 8.140 Municipio de 
Medellín. 
EEVV 
Lote 2 05060010040 23216 6.167 4.102 Municipio de 
Medellín. 
EEVV 
Lote 3 05060010050 493295 174.074 16.157 Municipio de 
Medellín. 
EEVV 
Lote 4 05060010020 129956 81.690 8.154 Municipio de 
Medellín. 
EEVV 
Total   287.267 36.553  
Fuente: Subsecretaría de Catastro de la Secretaría de Hacienda del Municipio de Medellín. 
Tomado de: Decreto Aprobatorio Plan Parcial Plaza de Ferias, artículo 11. 
El área de intervención corresponde a 271. 647 m2.  No  incluye en el lote No. 3 un 
área  correspondiente a un desarrollo vial existente constituido como área pública 
(3. 400m2) y de los lotes 1 y 2 que corresponden a las oficinas administrativas de 
las Empresas Varias de Medellín y el Coliseo Aurelio Mejía, que se configuran 
como Áreas de Manejo Especial.  
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Cuadro No. 6  Área de intervención  
Denominación Metros cuadrados 
Total área de planificación. 287. 267 
Desarrollo vial público existente. 3.400 
Desarrollo existente a conservar: 
Sede Administrativa de EEVV y Coliseo Aurelio 
Mejía 
12.220 
Suelo de intervención. 271.647 
Tomado de: Decreto Aprobatorio Plan Parcial Plaza de Ferias, artículo 12. 
 
Las Áreas de Manejo Especial definidas para el Plan Parcial tienen como 
propósito consolidar las actividades o usos que actualmente se desarrollan y en 
esa medida mantener las condiciones económicas que establecen la ubicación 
estratégica de la Feria de Ganados y estimular la gestión asociada para la 
ejecución del plan mediante la conformación de las Unidades de Gestión. 
 
AME 1 
Es un desarrollo vial ya ejecutado y corresponde a  3.400 m2, localizado al norte 
del área de planificación y al interior del lote 3. 
Por pertenecer a la estructura vial de la ciudad, debe conservarse como vía 
pública y las intervenciones futuras se deben orientar a mantener o consolidar su 
carácter actual. 
 
AME 2 
Corresponde a la zona que hoy ubica las oficinas administrativas de las Empresas 
Varias de Medellín y el Coliseo Aurelio Mejía. Su área corresponde a 12.220 m2 y 
se localiza en el suroccidente del área de planificación dentro de los lotes 1 y 2. 
El uso asignado a esta AME es de servicios a la comunidad o institucional, como 
equipamiento de ciudad, metropolitano o regional. 
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Las Unidades de Gestión para el Plan Parcial se conforman y delimitan de la 
siguiente manera: 
 
Unidad de Gestión 1 
Está constituida por un espacio que será de carácter privado y por las áreas de 
cesión destinadas para vías públicas y espacios públicos para áreas verdes, 
recreacionales o equipamientos. 
El uso principal asignado es residencial con la posibilidad de desarrollar 
actividades compatibles con ésta y complementarias al parque. 
 
Unidad de Gestión 2 
Está constituida por un espacio que será de carácter privado y por áreas de cesión 
para espacios públicos verdes, recreacionales, equipamientos y vías. 
Los usos principales asignados se relacionan a actividades comerciales, 
industriales y de servicios para permitir la consolidación del proyecto de convertir 
la Central Ganadera en una Central de Frio. En los casos de no permanecer las 
actividades propias de la Central Ganadera y se reconviertan las edificaciones 
existentes en actividades diferentes a las actuales o se creen nuevos desarrollos 
constructivos, las nuevas actividades deberán guardar relación con la designación 
de área de actividad múltiple de cobertura zonal y corredores estructurantes. 
 
Unidad de Gestión 3 
Se constituye por un espacio de carácter privado y por las áreas de cesión 
destinadas a vías públicas y espacios públicos verdes, recreativos o 
equipamientos. 
Los usos asignados favorecerán las actividades comerciales y de servicio para los 
tres (3) primeros pisos y a partir del cuarto, la vivienda. 
 
Unidad de Gestión 4 
Está constituida por un espacio que será privado y áreas de cesión destinadas a 
vías públicas y espacios públicos verdes, recreacionales o equipamientos. 
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El uso asignado estimula la actividad comercial con actividades de servicio 
complementarias de nivel de ciudad. 
 
Ahora bien, para el ejercicio del poder económico, dentro del plan parcial el suelo 
como propiedad privada y los aprovechamientos establecidos representan su 
ejercicio. 
 
El suelo privado desarrollable en el plan parcial corresponde a 80.382 m2 
resultado del descuento de las áreas del parque, los equipamientos, las vías y las 
áreas de manejo especial.  
 
El suelo privado se distribuye entre las cuatro (4) Unidades de Gestión así: 
 
Cuadro No. 7 
Suelo privado por unidad de gestión 
Unidad de 
Gestión 
UG1 UG2 UG3 UG4 Total  
Suelo 
privado M
2 
 
24.100 
 
25.039 
 
16.112 
 
15.131 
 
80.382 
Tomado de: Decreto Aprobatorio Plan Parcial Plaza de Ferias. Artículo 50. 
 
Los proyectos privados se desarrollarán en las áreas destinadas para tal fin, de la 
siguiente manera: 
 
Unidad de Gestión 1. Vivienda de interés social en altura. 
Unidad de Gestión 2. Proyecto industrial, comercio y servicios asociados a la 
actividad actual. 
Unidad de Gestión 3. Proyecto mixto, que resalta las actividades comerciales y 
de servicios en los primeros pisos y la vivienda de interés social en los pisos 
superiores. 
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Unidad de Gestión 4. Proyecto comercial con ámbito de ciudad.  
El porcentaje de vivienda de interés social es mínimo del 30% del total de las 
unidades de vivienda que se desarrollen. 
Los usos del suelo asignados para el plan parcial corresponden a los dispuestos 
por el artículo 173 del Acuerdo 62 de 1999. 
 
Conforme con el Acuerdo 23 de 2000, el aprovechamiento para  toda el área de 
planificación del plan parcial Plaza de Ferias corresponde a un índice de 
construcción  máximo de 6.0 y mínimo de 2.0 para vivienda y otros usos.  
 
En el siguiente cuadro  se señalan los metros cuadrados construidos según lo 
establecen los índices: 
Cuadro No.8 
Aprovechamiento máximo y mínimo 
Índice de Construcción Metros cuadrados 
Máximo 6 602.863 
Mínimo 2 200.956 
Tomado de: Decreto Aprobatorio, Plan Parcial Plaza de Ferias, artículo 53. 
 
EL aprovechamiento medio u óptimo que se definió  para el área de planificación 
corresponde a un índice de construcción de 2.   
 
El siguiente cuadro evidencia el aprovechamiento óptimo en términos de metros 
cuadrados e índices de construcción por unidad de gestión: 
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Cuadro No. 9  
Aprovechamientos óptimos 
Unidades de 
gestión 
UG1 UG2 UG3 UG4 PARQUE** TOTAL % 
Construcción 
por uso 
Suelo neto* 
en M
2 
30,125 31,299 20,140 18,914 10,297 110,775  
Índice 
Construcción 
Vivienda 
2.84  1.42999     
M
2 
Construcción 
85,680  28,800   114,480 51.6 
Índice 
Construcción 
Otros usos 
 1.51 0.8 0.8 2.8   
M
2
 
Construcción 
 47,261 16,200 15,131 28,830 107,423 48.4 
Índice Total 2.84 1.51 2.2 0.8 2.80 2.00  
M
2
 
Construcción 
Total 
85,680 47,261 45,000 15,131 28,830 221,903 100.00 
*Suelo privado más la obligación de cesión de suelo para espacio público o equipamiento. 
** Este es el 10% del área neta del parque que se podrá ocupar con las construcciones, excluyendo los 12956 
m
2
 que se ceden  por obligación y que ya están contabilizados en las otras unidades, para efecto de definir el 
aprovechamiento. 
Tomado de: Decreto Aprobatorio Plan Parcial Plaza de Ferias, artículo 54. 
 
En cumplimiento del principio de la distribución equitativa de cargas y beneficios y 
en ejercicio del poder ideológico, se identificaron como cargas para el plan parcial, 
el suelo para construir las  vías vehiculares y peatonales y los costos de su 
construcción, incluyendo el valor de las redes de servicio públicos de acueducto y 
120 
 
alcantarillado, como se muestra a continuación:  
 
Cuadro No. 10 
Cargas objeto de reparto 
(En miles de pesos) 
Descripción M
2 
suelo Valor del suelo Valor 
construcción 
Total 
Vías vehiculares 54.650 4.336.375 3.299.129 7.635.505 
Vías peatonales 13.553 1.212.750 535.067 1.747.817 
Total 68.203 5.549.125 3.834.196 9.383.322 
Tomado de: Decreto Aprobatorio, Plan Parcial Plaza de Ferias, artículo 59. 
 
Ahora bien, los beneficios correspondientes a las Unidades de Gestión se definen 
por la tipología de los usos asignados y por la edificabilidad potencial en metros 
cuadrados de construcción vendibles por Unidad de Gestión. Como se relaciona a 
continuación: 
 
Cuadro No.11 
Edificabilidad por unidad de gestión y por tipología de uso en M
2
 de construcción 
Unidad de 
Gestión 
Vivienda 
M2 
Comercio 
M
2 
Servicios 
M
2 
Ind/Mix 
M
2
 
Total área 
vendible 
Distribución 
% 
1 85.680    85.680 44,38 
2  11.340  35.921 47.261 24,48 
3 28.800 8.100 8.100  45.000 23,31 
4  15.131   15.131 7,84 
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Total 114.480 34.571 8.100 35.921 193.072 100,00 
Tomado de: Decreto Aprobatorio Plan Parcial Plaza de Ferias, artículo 60 
 
El reparto de las cargas que asumirán las Unidades de Gestión y el parque se 
distribuyen así: 
 
Unidades de Gestión: el 60% del total de cargas correspondiente a toda el área 
de planificación se reparte entre las cuatro unidades de gestión. 
 
Parque: el 40% de las cargas totales objeto de reparto se asignaron al parque, 
que serán asumidas por la entidad que lo desarrolle. 
 
Considerando que el predio de la Plaza de Ferias reviste características singulares 
que determinan su alto potencial de desarrollo y oportunidad para consolidar la 
estructura urbana de la zona norte de la ciudad, es necesario el desmonte de la 
Plaza, el retiro de los usos actuales, la incorporación de los nuevos y la 
reconversión de las actividades que permanecen de acuerdo a las condiciones 
que pueden cambiar el mercado de la carne. 
 
Para ello, se requiere la existencia de un agente que coordine las acciones de los 
actores públicos y privados con el objetivo de: 
 
 Celebrar convenios con entidades públicas y privadas para liderar los 
proyectos de vivienda de interés social. 
 
 Realizar alianzas estratégicas y asociaciones a riesgo compartido.  
 
 Suscribir cualquier tipo de convenios o contratos de colaboración 
empresarial para cumplir sus objetivos. 
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 Liderar los trámites necesarios para la negociación de los lotes que 
conforman el área a intervenir ante el propietario (Empresas Varias de 
Medellín). 
 
 Liderar y tramitar ante agentes públicos y privados las acciones que 
posibiliten la ejecución de los distintos proyectos. 
 
A la Administración Municipal le corresponde la gestión del diseño del Parque, 
igualmente su construcción y la dotación de sus equipamientos. 
 
La gestión ambiental del plan parcial establece que las intervenciones ejecutadas 
al interior cumplan las disposiciones ambientales vigentes, gestionando las 
autorizaciones con las instituciones respectivas. 
 
La gestión social y económica requiere para el desarrollo armónico del plan parcial 
que el propietario de los predios y el operador de la Feria de Ganados y el 
Matadero adelanten el proceso de desmonte de las actividades actuales, en 
términos de espacio y tiempo.  
 
Además, es función de los responsables del desmonte de las actividades y del 
Gestor difundir, sensibilizar y promover entre los diferentes actores y partícipes de 
las actividades económicas formales e informales desarrolladas al interior de la 
Plaza la información relativa al proceso general del plan, al proceso de desmonte y 
a la ejecución de los nuevos proyectos. 
 
No obstante, la ejecución del cronograma se supedita a los avances del proceso 
de desmonte de la actividad actual, es decir, al desmonte de la Plaza. 
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La Feria de Ganados y el proceso de formulación del plan parcial. Contextos, 
contradicciones y acuerdos. 
Las ferias de ganado son actividades económicas de largo tiempo en el país. Sus 
orígenes se remontan a la época de la colonia cuando los campesinos se 
encontraban una vez por semana en las plazas de los poblados o en sitios 
cercanos para vender e intercambiar productos agrícolas. En un principio, el 
mercado ganadero y cárnico era reducido en el país, y en términos de negocios no 
representaba grandes rentas. No obstante,  y paulatinamente este sector fue 
creciendo y se hizo necesario contar con espacios adecuados para el intercambio, 
exhibición y negociación del ganado. Desde estos momentos comienza a hablarse 
de las ferias de ganado como actividad y lugar específico para estas labores. 
En Medellín, desde 1880 a 1956 las ferias de ganado se realizaron en distintas 
partes de la ciudad, en lo que hoy es conocido como la Avenida La Playa, El Palo 
y Junín, en Guayaquil y en San Juan. El Matadero se ubicó en el Cerro Nutibara, 
en predios que conformaban varias fincas. 
En 1888 el Municipio de Medellín firma un contrato con una sociedad particular  
para construir una feria de ganados que fuera propiedad del municipio. Este 
mismo año el Concejo Municipal determina la creación de la Feria de Ganado de 
Medellín, como una empresa privada y es la fecha que se considera oficial para el 
nacimiento de la institución. 
 
A  lo largo de su historia, ha sido adscrita a diferentes organismos y empresas, 
tanto públicas como privadas, siendo esta última la condición actual pues a lo 
largo de muchos años las Empresas Varias de Medellín operó los servicios de la 
Feria de Ganados y el Matadero Municipal. Sin embargo, en 1994 se expide la Ley 
142 que obligó a las Empresas Varias de Medellín retomar la realización de sus 
labores originales, referentes al aseo y el saneamiento. Por lo que debía dejar la 
administración y operación de las actividades ganaderas.  
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A partir de este evento, nace en 1998 la Sociedad Central Ganadera S.A. como 
una empresa privada regida por el derecho comercial para la operación y 
prestación de los servicios ganaderos y cárnicos. Esta sociedad fue conformada 
por los actores principales de la Feria de Ganados: los industriales, los ganaderos, 
los carniceros, las cooperativas, los comisionistas, los transportadores del ganado, 
los proveedores de insumos, los trabajadores informales y otros más.  
 
La Central Ganadera asumió la administración de la Feria de Ganados y el 
Matadero Municipal. Con ello se introdujeron los siguientes cambios: 
 
 El matadero municipal se transformó en planta de beneficio tecnificando los 
procesos que se realizan para exportar y comercializar la carne. 
 Se instaló una planta frigorífica para el tratamiento, procesamiento y 
conservación de las carnes. 
 Se dinamizaron los procesos de comercialización del ganado y venta de 
carnes mediante la implementación de subastas y venta de ganado. 
 Los comerciantes y trabajadores pueden participar en la repartición de las 
utilidades generadas mediante la inversión en compra de acciones. 
 
El 42% de las acciones pertenecen a Empresas Varias de Medellín  y el otro 
porcentaje está en propiedad de Colanta, Alimentos Cárnicos,  los ganaderos, 
comisionistas, comerciantes y  los demás actores descritos anteriormente que 
invirtieron allí al momento de crear la Central Ganadera.  
 
Pese a la existencia de esta feria de ganados, se hizo necesario construir una 
nueva, pues el crecimiento de la actividad ganadera y el consumo de carnes 
generaron la proliferación de múltiples ferias con gran actividad y dinamismo, que 
constantemente ocupaban el espacio público generando problemas de 
convivencia, salubridad y urbanísticos en la ciudad.  
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Por tanto, el Municipio en 1916 autoriza la construcción de una nueva feria en 
unos terrenos públicos localizados al occidente de la ciudad, cercanos al Barrio 
Sagrado Corazón de Jesús, entre la Calle Colombia, Ayacucho y el Río. 
 
En 1920 la feria se inaugura con 1.200 cabezas de ganado aproximadamente. Un 
hecho adicional que favoreció  el incremento de las ferias, fue la utilización del 
Ferrocarril de Antioquia como un sistema de transporte rápido para llevar el 
ganado de un lugar a otro del departamento y traerlo especialmente a Medellín. 
 
Nuevamente, fue el crecimiento de la actividad ganadera la que hizo necesaria la 
ampliación  de la Feria. Sin embargo, la ampliación no bastaba, era prioridad el 
traslado a un nuevo sitio, pues su ubicación en pleno centro de la ciudad causaba 
grandes problemas. Por tanto, en 1952 comienza el proceso para el traslado, con 
una licitación técnica que pretendía identificar terrenos de óptima calidad para 
instalar el uso ganadero. 
 
En 1954 se adquieren los terrenos de una finca llamada “La Libia” (que es el lugar 
que hoy ocupa la Feria) e inmediatamente comienzan los trabajos físicos para su 
construcción. No obstante, en esta zona compartía predios con las Empresas 
Varias de Medellín que incorporaba una planta para el tratamiento de desechos 
sólidos. 
 
En 1955 terminan las obras y en 1956 es inaugurada oficialmente como la Plaza 
de Ferias de Ganado de Medellín, ubicación y título que hoy conserva, guardando 
una tradición de más de 115 años de fundación. 
 
Al respecto, es importante saber que los terrenos que ocupa, actualmente son 
propiedad de las Empresas Varias de Medellín. 
 
Para este último año, la Feria era una zona semi rural y los terrenos vecinos en su 
mayoría estaban vacios. Bajo estas circunstancias y considerando la importancia 
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del Ferrocarril de Antioquia en la ciudad, el transporte del ganado al sitio,  se 
realizaba  a través  de una estación de tren para llegar  hasta los corrales y las 
básculas.  
 
Por su ubicación en medio de la zona nororiental y noroccidental de la ciudad, la 
Plaza de Ferias fue evolucionando desde su instauración final allí con los procesos 
de urbanización en ambos costados del Río Medellín en proceso aproximado de 
50 años de construcción. 
 
Entre 1934 y 1979 se conforman los barrios contiguos a la Feria  de Ganados por 
el costado noroccidental como Castilla, Santander, Córdoba, Francisco Antonio 
Zea, Pedregal, Boyacá, Las Brisas, Florencia, el 12 de Octubre y el Mirador del 
Doce. 
Además de  infraestructuras como la Carrera 65, Everfit, la refinería y la Autopista 
Norte. 
El costado nororiental comienza su proceso de urbanización aproximadamente 
entre los años 1920 y 1940 con los barrios Aranjuéz, Manrique Central, Campo 
Valdés, Miranda, San Pedro y Berlín. 
 
Alrededor de 1948 por la violencia política vivida en el país, muchos campesinos 
llegaron a esta zona de la ciudad conformando barrios como Santa Cruz, La 
Francia, Villa de Socorro, Andalucía, Popular, Santo Domingo, La Salle, San José 
La Cima I. 
 
La inauguración del coliseo Aurelio Mejía, permite realizar en la ciudad ferias 
equinas, ganaderas y eventos agropecuarios dada la capacidad de convocatoria 
que tenía el sector  en aquel momento, especialmente el ganadero.  
 
Desde este momento, la Feria comenzó a generar grandes dinámicas económicas  
lo que facilitó alrededor de la misma  un desarrollo   poblacional fuerte, que 
favoreció la urbanización de los terrenos adyacentes conformando nuevos barrios. 
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En el año 2002 se aprueba el Plan Parcial  Plaza de Ferias que  establece  el  
desmonte de las actividades de la Feria de Ganados, a raíz de las 
determinaciones  del Plan de Ordenamiento Territorial.  
Se asignó para esta área la construcción de un parque metropolitano y proyectos 
de vivienda para redensificar el sector.  
 
Con el plan parcial se traza una línea futura para transformar la Plaza de Ferias en 
la Central Ganadera de Antioquia. La primera ha determinado para la ciudad 
procesos relativos al saneamiento urbano y el manejo de los desechos sólidos con 
la presencia de la Sede Administrativa de las Empresas Varias de Medellín, el 
despiece y comercialización de productos cárnicos y la realización de eventos 
relacionados con la exposición de bovinos y equinos.  
La segunda determinará la consolidación de un centro de servicios mediante la 
creación de una central de frio que ofrezca la refrigeración, procesamiento, y 
congelación industrial  para mercados de carne bovina,  porcina y pescado. 
Además del almacenamiento y provisión de frutas, verduras, flores y otros más. El 
propósito es generar la convivencia en el sector de usos múltiples mediante un 
gran centro de acopio -una gran bodega en frio- que reemplace al matadero 
municipal. 
 
Por tanto, la intencionalidad del plan parcial se concentra en potenciar  el valor 
estratégico de este suelo aprovechando sus condiciones económicas y de 
mercado para favorecer la consolidación de la Centralidad de Equilibrio del Norte 
mediante el mantenimiento en el sector del desarrollo industrial con actividades 
sustitutas y complementarias. 
 
Tal decisión significó una amenaza para los miembros de la Feria que veían 
vulnerada su actividad económica generando  protestas sociales. Pues la 
población de trabajadores de la Feria depende totalmente de las actividades y  
dinámicas ganaderas  para el ejercicio de las funciones de: 
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 Manejo del ganado al interior de la Plaza (arrieros, marcadores, recibidores, 
lavadores). 
 Transportadores. 
 Comisionistas y ganaderos. 
 Comerciantes instalados en locales al interior de la Feria (cafeterías, 
kioscos). 
 Funcionarios de sanidad, funcionarios gubernamentales y Secretaría de 
Agricultura del Departamento de Antioquia. 
 Empleados de la Central Ganadera y de las cooperativas (Coomultreevv, 
Somos Suministros, Cootrasferia). 
 Personal de apoyo. 
 Empleos indirectos: Vendedores ambulantes. Carniceros externos a la Feria 
y expendedores de productos cárnicos. 
 
En este mismo año las negociaciones entre el sector ganadero y el gobierno  
municipal lograron detener la ejecución del plan  parcial hasta la finalización de la 
administración del Alcalde Luis Pérez Gutiérrez.  
 
Cuando comenzó  la administración del Alcalde Sergio Fajardo Valderrama en el 
año 2004, hubo negociaciones de esta clase entre el nuevo gobierno y los 
representantes de la Feria. Se pactó entonces un acuerdo entre ambas partes y el 
Estado se comprometió a que durante todo el tiempo de la administración  no 
impulsaría el desarrollo del plan parcial, ni estimularía el abandono de la misma, 
considerando las actividades allí realizadas y la importancia de la Feria en la 
economía de la ciudad y en la generación de empleos.   
 
En el año 2008, comienza el gobierno del Alcalde Alonso Salazar Jaramillo, y al 
respecto se fijaron de igual manera los mismos acuerdos realizados con el 
gobierno anterior, en un ejercicio de continuidad de la voluntad política. 
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3. Plan Parcial Plaza de Ferias. Relaciones de poder y ordenamiento 
territorial 
El plan parcial como instrumento de planeación y de gestión del suelo se 
contempla en la legislación colombiana como el complemento principal para 
desarrollar sobre el territorio los postulados del Plan de Ordenamiento Territorial. 
Desde este punto de vista y conforme lo estipula la Ley 388 de 1997, el plan 
parcial se aplica en porciones específicas del territorio y en esa medida establece 
procesos de ordenación para lograr calidades urbanísticas, arquitectónicas y 
técnicas que puedan articularse y al mismo tiempo también, favorecer el desarrollo 
económico y social. 
Así, este instrumento facilita la participación de múltiples actores sociales, desde 
el Estado y las comunidades hasta los gremios y asociaciones vinculados al 
mercado inmobiliario y la construcción, constituyendo un flujo de relaciones e 
intereses diversos, proyectados en un territorio específico de la ciudad. 
Ahora bien, la capacidad de realizar estos intereses sobre el territorio depende del 
poder con el que cada uno de los actores cuente y de la capacidad de relacionarse 
e influir a los demás miembros de esa relación, que es para este caso el Plan 
Parcial Plaza de Ferias. 
Para este fin, se propone abordar el poder bajo tres categorías, el poder político, el 
poder económico y el poder ideológico, conforme se explican en el marco 
conceptual de este trabajo, correspondiente al Capítulo I. 
El poder político detenta el monopolio sobre los medios de coacción física. Es 
ejercido por el Estado desde la existencia y aplicación de los instrumentos de 
planeación y gestión contenidos en la Ley 9 de 1989 y 388 de 1997, además, por 
el conjunto de normas urbanísticas adicionales de orden nacional, regional o 
municipal. La principal característica del poder político es la coacción, la 
posibilidad de obligar el cumplimiento de una disposición o mandato, en este caso 
lo establecido por el Plan de Ordenamiento Territorial. 
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El poder económico se basa en la posesión de bienes o riquezas y es determinado 
fundamentalmente por la propiedad y su dominio y la manera en que esta genera 
condiciones de ganancia y rentabilidad para los propietarios, además de la 
posibilidad de decisión y destinación que sobre ella pueda darse. Se asocia a 
actores particulares y puede representarse en el suelo, por ser la base 
fundamental sobre la cual se ejerce el ordenamiento territorial y el desarrollo 
urbano. 
El poder ideológico se sustenta en el control de los medios de persuasión y se 
representa en la existencia de los principios sobre los cuales se fundamenta la ley, 
la orientación en términos filosóficos y jurídicos del ordenamiento territorial. En esa 
medida su alcance es transversal a todo proceso de ordenación y desarrollo 
urbano, puesto que regula las actuaciones públicas y privadas convirtiéndose en el 
punto de equilibrio entre el interés público y el interés particular. 
No obstante,  si bien se realiza esta diferencia, en la aplicación real de un 
instrumento como el plan parcial la conexión entre ellos expresa la existencia de 
los propósitos e intereses que lo determinan. La gestión del suelo reúne en 
términos prácticos en una primera escala de poder, la voluntad de propietarios, 
Estado y privados para la configuración y toma de decisiones y en la segunda 
escala del mismo, a aquellos actores sociales no propietarios cuya capacidad de 
decisión se restringe en virtud de tal condición. 
La ordenación del territorio desde la práctica de la Ley 388 de 1997 incorpora la 
participación social en sus procesos y en esa medida se otorga a los planes 
parciales tal posibilidad. Este instrumento por ser al mismo tiempo herramienta de 
planeación y gestión, introduce al desarrollo urbano dinamismo y multiplicidad de 
relaciones dejando a un lado el carácter técnico para incorporar variables sociales 
y en ese orden establecer relaciones de poder e intereses. 
De acuerdo a lo anterior y tomando como referencia las “Consideraciones políticas 
en torno a los planes parciales”, expuestas en el Capítulo II de esta investigación, 
se procederá a interpretar los elementos representativos considerados como tales 
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dentro del Plan Parcial Plaza de Ferias. 
Para ello, se plantea una estructura analítica que se sustenta en tres pilares, a 
saber: el Tipo de pode, la Consideración política y el Hallazgo. 
1. Espacio, política y economía. Valor estratégico para el ordenamiento 
territorial 
Tipo de poder: poder político y poder económico. 
Consideración política: 
El plan parcial se aplica en zonas urbanas y suelos de expansión que se deben 
incorporar al perímetro urbano. Ello implica la existencia de territorios estratégicos, 
con características especiales que estimulan el posicionamiento sobre su suelo de 
intereses políticos y económicos, y en esa medida la generación de relaciones de 
poder para el logro de determinados propósitos. 
 
Se identifica la ubicación especial del Plan Parcial dentro de la ciudad. Así, el POT 
definió dentro de sus proyectos estratégicos de “Generación de Espacio Público”, 
la construcción del Centro de Equilibrio del Norte como elemento fundamental 
para el desarrollo de la ciudad. 
 
A través de la definición del tratamiento de redesarrollo para el plan parcial, se 
busca la construcción de “tejido físico espacial” para fortalecer las dimensiones 
socioeconómica y cultural. Además, para facilitar la integración del norte local, 
regional y nacional considerando la existencia del Corredor Metropolitano de 
Servicios. 
 
El plan parcial se constituye en el detonante del Centro de Equilibrio del Norte, por 
ser el primer proyecto para ejecutarse. 
 
El polígono Z2_RED 18 que es al que pertenece el plan parcial, contiene 
elementos estructurantes urbanísticos de gran importancia para la generación de 
132 
 
espacios públicos, ellos son: el Río Medellín, el Corredor Multimodal del Río 
(compuesto por: la Línea A del Metro, la Autopista Norte, el Ferrocarril Nacional), 
la Plaza de Ferias, las Zonas nororiental y noroccidental, el Norte Metropolitano y 
la diversidad de usos y actividades económicas. 
 
Tras la transformación de la Plaza de Ferias en virtud del plan parcial, se espera la 
generación de un nuevo espacio urbano que puede integrar y detonar el desarrollo 
de un área de actividades múltiples, con ofertas de bienes y servicios para la 
apropiación, el uso, el consumo y el disfrute con carácter Metropolitano. 
 
El espacio público generado tendrá como principal soporte la creación de un 
parque metropolitano, que permitirá la generación de sistemas de movilidad y 
transporte, además, de la incorporación del uso residencial. 
 
Conforme lo anterior, el Centro de Equilibrio del Norte se considera como uno de 
los componentes principales del Modelo de Ocupación del Territorio, a partir de 
sus principios: Sostenibilidad ambiental, Competitividad, Equidad social y 
Equilibrio funcional del territorio. 
 
De este modo, el plan parcial Plaza de Ferias se constituye en el epicentro para 
iniciar la generación de la Centralidad, como un elemento estratégico para el 
desarrollo urbano de la ciudad. 
 
2. Estado y desarrollo. Los espacios de la decisión político-administrativa 
 
Tipo de poder: poder político. 
 
Consideración política:  
El plan parcial debe ser aprobado por el alcalde del municipio, lo cual implica un 
ejercicio de voluntad política de su parte; decisión que favorece el posicionamiento 
de intereses políticos y económicos en el territorio que se desarrollará mediante 
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este instrumento. 
 
El Plan Parcial Plaza de Ferias fue aprobado por el Alcalde Luis Pérez Gutiérrez 
en el año 2002, conforme las facultades establecidas por la Ley 388 de 1997. 
 
Al respecto, desde el Plan de Desarrollo Municipal “Medellín Competitiva. Plan de 
Desarrollo 2001-2003. Hacia una revolución de la Cultura Ciudadana” del gobierno 
del mismo alcalde, el Plan Parcial Plaza de Ferias tuvo inclusión política. 
 
Desde la línea 3 “Primero el espacio público”, se concibió para la ciudad la 
formulación de planes parciales como instrumentos eficientes para el desarrollo 
urbano y la configuración de espacios de óptima calidad. 
 
El subprograma “Intervenciones en planes parciales” así lo dispuso: “Los planes 
parciales, como instrumentos de gestión urbanística, son la oportunidad para la 
generación de nuevos espacios públicos consecuentes con los nuevos 
desarrollos. 
 
La Administración, con la participación del sector privado, se vinculará al diseño e 
intervención de algunos proyectos, y a la construcción de espacios públicos. La 
prioridad se centrará en los polígonos de tratamientos que serán intervenidos por 
el desarrollo de los proyectos de Metroplús, rutas verdes, los cerros tutelares, la 
recuperación de quebradas, miradores urbanos y los planes parciales de vivienda” 
(pág. 97). 
 
Desde el Programa: “Equipamientos especializados para la competitividad”, cuyo 
objetivo era consolidar el Corredor Metropolitano de Servicios mediante la 
construcción de equipamientos de alta calidad arquitectónica y urbanística para la 
convocatoria local, metropolitana, regional y la consolidación competitiva de la 
ciudad, se asignó concretamente para la Plaza de Ferias lo siguiente:  
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“Unidad deportiva y cultural del norte. Disminuir el déficit de equipamientos 
deportivos en la Zona Norte, compromete a  la Administración Municipal en la 
construcción de la Unidad deportiva del Norte, que se ubicará en los predios de la 
Plaza de Ferias de Ganados, mediante el desarrollo de un plan parcial de toda la 
zona, que además defina la estructura urbana, los usos del suelo, la localización 
de los equipamientos complementarios urbanos y, por último consolide el Centro 
de Equilibrio del Norte en el Plan de Ordenamiento Territorial. 
La prioridad está en la definición del plan y la identificación, diseño y construcción 
de las infraestructuras recreativas, deportivas y culturales y las principales obras 
de urbanismo. En el Proyecto concurrirán el Estado por intermedio del INDER, la 
Secretaría de Planeación, la Promotora Inmobiliaria, la Secretaría de Educación y 
Cultura y el sector privado, representado principalmente por las diferentes ligas 
deportivas” (pág. 105). 
 
3. Lo público y lo privado. Las razones de la concertación político-
administrativa 
Tipo de poder: poder político. 
 
Consideración política:  
El plan parcial requiere de la concertación social, pues debe tener  en cuenta 
recomendaciones y observaciones de vecinos, propietarios y de aquellas personas 
u organizaciones involucradas en su proceso de formulación y gestión. Ello indica 
que se deben generar consensos sociales de modo que se puedan conciliar los 
desacuerdos existentes. 
Una vez se aprueba el plan parcial, la población que se sentía afectada por su 
ejecución, realizó ejercicios de protesta social que manifestaban su oposición. 
Ello, más los acuerdos logrados con los miembros del sector ganadero de la Feria, 
el Alcalde y las autoridades municipales detuvieron la ejecución del plan parcial. 
 
Con los gobiernos de los Alcaldes Sergio Fajardo Valderrama y Alonso Salazar 
Jaramillo, 2004 – 2007 y 2008 – 2011 respectivamente, se logra un acuerdo 
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similar. Ello evidenció un ejercicio de voluntad política por parte de los alcaldes 
para aplicar este instrumento. Además, muestra el poder político del gobierno para 
decidir sobre asuntos urbanísticos y económicos. 
 
Estos acuerdos y decisiones fueron posibles, porque el Plan Parcial Plaza de 
Ferias es de iniciativa mixta. No obstante, predomina la participación del Estado 
por ser propietario de los terrenos en cabeza de las Empresas Varias de Medellín. 
 
Esto quiere decir, que los alcaldes al ser la máxima autoridad administrativa y 
representantes legales del municipio y en virtud de su voluntad política y de lo 
pactado con actores de la Feria, no han decidido desarrollar el plan parcial. 
 
Ello ha implicado que los inversionistas y accionistas de la Plaza de Ferias hayan 
invertido grandes recursos económicos desde el año 2004 para atender los 
requerimientos que exigen en la actualidad las dinámicas empresariales del 
mercado de la ganadería en virtud de la exportación. 
 
Esta inversión cercana a los $ 4.500 millones de pesos, ha sido realizada porque 
el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1500 de 2007, donde exige que para el 
año 2012 las plantas de sacrificio de todo el país deben cumplir una serie de 
requisitos técnicos y sanitarios, de salubridad, higiene y medio ambientales y de 
renovación tecnológica para generar condiciones de óptima calidad para el 
consumo Metropolitano y de exportación. 
 
Ahora bien, las relaciones establecidas con los mandatarios municipales en su 
respectivo gobierno, evidencian lo fundamental que es para un sector como la 
Plaza de Ferias la concertación y la generación de acuerdos. 
 
Al respecto, las decisiones tomadas crean climas adecuados para la inversión y la 
permanencia de las actividades existentes. Más aún, cuando el accionista 
mayoritario de la Central Ganadera S.A. es el Municipio de Medellín en cabeza de 
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las Empresas Varias. 
 
Así, la conformación de la Junta Directiva de la Central Ganadera S.A. se 
estructura a partir de la elección de siete miembros principales y siete suplentes. 
Tres renglones están representados por las Empresas Varias de Medellín, un (1) 
reglón por Colanta, un (1) renglón de Alimentos Cárnicos, un (1) representante de 
los comisionistas y un (1) representante de los trabajadores de la Plaza. Todos 
ellos representan los intereses de los actores, los públicos y los privados. 
 
Ante esto, la voluntad de la Central Ganadera S.A. es no retirarse del lugar, 
permanecer allí. Su intención es entonces evaluar las condiciones actuales del 
plan parcial y modificarlo, de modo que pueda continuar la Plaza de Ferias como 
ha existido.  
De acuerdo a la información suministrada por la gerencia de la Central Ganadera 
S.A. se generan alrededor de 3.000 empleos directos y una cantidad no 
establecida de indirectos a través de la conformación de redes económicas 
conexas, derivadas de la actividad ganadera como uso principal. 
 
La Central Ganadera S.A. paga impuestos al Municipio de Medellín por degüello 
municipal por cada animal que es sacrificado, por industria y comercio se le 
reporta al Municipio alrededor de $ 45.000.000 mensuales y por las Empresas 
Varias de Medellín como accionista, se entrega el 7% de los ingresos vía 
arrendamiento y el 42% de los dividendos de las utilidades de cada año. 
 
4. Territorio y derecho. Relaciones normativas 
Tipo de poder: Poder político. 
 
Consideración política: 
El plan parcial desarrolla y complementa las disposiciones del POT, en 
cumplimiento de las normas que orientan las actuaciones urbanísticas para lograr 
espacios urbanos de óptima calidad, la definición de usos del suelo y los 
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aprovechamientos. Ello implica la aplicación de una cadena jerárquica para el 
ordenamiento territorial, donde una norma inferior desarrolla lo que dispone la 
norma superior a través de las respectivas instituciones y organismos públicos. 
 
Se sustenta en la fundamentación jurídica del plan parcial. Desde este punto de 
vista, la propuesta urbanística del plan acoge las disposiciones normativas que 
fundamentan el ordenamiento territorial. 
 
Al respecto, confluyen dos racionalidades jurídicas importantes, el POT y el Plan 
de Desarrollo Municipal. Su articulación permitió la formulación del plan parcial, 
pues el Plan de Desarrollo Municipal 2001 – 2003 incorporó las disposiciones del 
Plan de Ordenamiento Territorial de 1999 y definió mediante la voluntad política 
del alcalde, dentro de las líneas estratégicas la cualificación del espacio público y 
el mejoramiento urbano de la ciudad. 
 
Así, esta relación de poder se caracteriza por definir a favor del Estado la 
capacidad de decidir sobre el ordenamiento territorial y el desarrollo urbano de la 
ciudad, especialmente de la zona norte conforme lo evidencia el plan parcial. 
 
La jerarquía normativa para el plan parcial se definió de la siguiente manera: 
 
 La Ley 388 de 1997. Fundamento básico del ordenamiento territorial en 
Colombia. 
 El Acuerdo Municipal 062 de 1999. Plan de Ordenamiento Territorial del 
Municipio de Medellín. 
 El Acuerdo 12 de 2001. Aprueba el Plan de Desarrollo de Medellín 2001 -
2003. 
 El Decreto 1212 de 2000. Norma que reglamenta los planes parciales en 
Medellín.  
 El Decreto No. 1352 de 2002. Aprueba el Plan Parcial Plaza de Ferias. 
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5. Los principios. El espíritu de la ley 
Tipo de poder: poder ideológico. 
 
Consideración política: 
Los planes parciales se fundamentan en los principios de la Ley 388 de 1997 y en 
la función pública del urbanismo, ello implica la aplicación de ideales políticos 
constitutivos de la estructura organizativa y funcional del Estado colombiano, 
forjados a través de su historia política y de constitución como república en el 
marco del Estado Social de Derecho. 
 
Se define los principios sobre los cuales se fundamenta el plan parcial. En esa 
medida, acoge la esencia del ordenamiento territorial colombiano, sustentado en 
los principios de la Ley 388 de 1997, a saber: 
 La función social y ecológica de la propiedad. 
 La prevalencia del interés general sobre el particular. 
 La distribución equitativa de las  cargas y los beneficios. 
 
Adicionalmente, el Plan Parcial Plaza de Ferias desde la articulación de sus 
propuestas urbanísticas y socioeconómicas busca cumplir el postulado legal de la 
Función Pública del Urbanismo, pues ambas propuestas orientan el plan para la 
generación de: 
 Espacios públicos y sistemas de transporte. 
 Viviendas y servicios públicos domiciliarios. 
 Cambios en los usos del suelo y desarrollo sostenible para la zona norte de 
la ciudad. 
 Mejoramiento de las condiciones en la calidad de vida, desde la 
cualificación urbanística y la dotación de equipamientos de uso colectivo. 
 
Al respecto, el proceso de formulación del plan parcial evidencia la concertación 
entre las autoridades municipales y la población pertenecientes al mismo. La 
confluencia de intereses  y necesidades generaron los acuerdos establecidos que 
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han impedido la ejecución del plan. En esa medida, conforme lo dispone el 
principio de Participación democrática, se dio atención a las razones sociales de la 
población implicada en el plan parcial para concertar intereses. 
 
6. Integración estratégica. Aspiraciones del ordenamiento territorial 
Tipo de poder: poder político, poder económico y poder ideológico. 
 
Consideración política: 
El plan parcial puede ser de iniciativa pública (estatal), privada, comunitaria o 
mixta. Lo que indica la existencia de múltiples actores y las posibilidades de 
ejecutar sobre el territorio sus intereses; interés público (general o colectivo) e 
interés privado (dinámicas inmobiliarias o del mercado), participando en los 
distintos procesos del desarrollo urbano. 
 
Identifica el Modelo de Ocupación del territorio definido por el POT, pero aplicado 
para el Plan Parcial Plaza de Ferias, como una relación que articula los tres tipos 
de poder, pues integra los mandatos legales del ordenamiento territorial; la 
voluntad política de la Administración Municipal al formular el plan parcial como 
iniciativa del Plan de Desarrollo; la concertación de intereses entre el Estado y el 
sector privado; la negociación de conflictos entre el gobierno y la asociación de los 
ganaderos; la fijación de elementos estratégicos para el logro de la competitividad; 
la integración territorial y la adopción de usos del suelo para actividades 
económicas, sociales, culturales y comunitarias. 
 
Se sustenta en las siguientes acciones territoriales adscritas al plan parcial: 
 
La creación de un nuevo referente urbano. A partir de la propuesta urbanística, de 
modo que pueda mantenerse una articulación entre el pasado y el futuro del sitio, 
recordando lo que fue pero favoreciendo su transformación hacia un nuevo hito 
urbano metropolitano. 
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La consolidación del Corredor Metropolitano de Servicios. A través de la 
localización de equipamientos y espacios públicos de alta calidad articulados al 
Río como eje estructural principal del desarrollo de la ciudad. 
El crecimiento hacia adentro. Como estrategia para optimizar el uso del suelo, con 
alta densidad poblacional y con un redesarrollo urbano de alta calidad. 
 
La generación de la Centralidad de Equilibrio del Norte. En este sentido, el plan 
parcial busca detonar la generación de tal Centralidad, siendo el primer evento 
para tal fin. A partir de la construcción de espacio público y equipamientos, la 
ubicación de múltiples actividades de alta convocatoria en ejercicio de la racional 
mezcla de usos y la interconexión a los desarrollos residenciales y productivos 
vecinos. 
 
El espacio público y los equipamientos como ordenadores del plan. Mediante el 
desarrollo del Parque Urbano Metropolitano más importante de la ciudad, 
localizando equipamientos metropolitanos y regionales, desarrollos comerciales, 
de servicios y de vivienda. En efecto, podrá disminuirse el déficit de espacio 
público y equipamientos en el norte de la ciudad. 
 
El norte del Departamento conectado a la ciudad. Mediante la articulación y 
funcionalidad de todos los desarrollos propuestos, y en ese sentido facilitar la 
provisión de servicios al norte del valle y servir de puente para el acceso a la 
ciudad y al departamento desde el norte. 
 
La integración del oriente y el occidente. Mediante las obras viales propuestas, se 
conectará el oriente y occidente de la ciudad mejorando el flujo peatonal 
interrumpido por la desconexión e inexistencia de espacios públicos y vías. 
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7. Los propósitos. La construcción de un camino 
Tipo de poder: poder ideológico. 
 
Consideración política: 
Los planes parciales se fundamentan en los principios de la Ley 388 de 1997 y en 
la función pública del urbanismo, ello implica la aplicación de ideales políticos 
constitutivos de la estructura organizativa y funcional del Estado colombiano, 
forjados a través de su historia política y de constitución como república en el 
marco del Estado Social de Derecho. 
 
Define la relación de poder al identificar en los objetivos del Plan Parcial la 
realización de los principios del ordenamiento territorial consagrados en la Ley 388 
de 1997. 
Además de establecer los aspectos urbanísticos y físico-espaciales, los objetivos 
incorporan elementos sociales y económicos que definen actuaciones integrales. 
 
Lo anterior se evidencia a través del objetivo general y los objetivos específicos, 
así: 
Objetivo general: 
 Proporcionar a la ciudad y al norte Metropolitano un lugar de amplia 
convocatoria, con la transformación de la Plaza de Ferias y con la 
configuración de una nueva estructura urbana de centralidad de segundo 
orden” (Artículo 6, Decreto Aprobatorio). 
 
Objetivos específicos: 
 La generación del equilibrio territorial de esta zona a partir de la generación 
de espacio público y equipamientos para articular actividades deportivas, 
recreativas y culturales. 
 Estimular la localización de actividades económicas con proyectos de 
comercio, servicios e industria para la generación de nuevos empleos. 
 Conversión en un área multifuncional. 
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 Promoción de desarrollos urbanísticos con vivienda en altura; sistemas de 
movilidad y transporte para conectar el oriente y el occidente de la ciudad. 
 Recuperación ambiental de la zona, incorporando nuevos elementos 
naturales, que se articulen al Río y a la Quebrada Tinajas (que recorre el 
área) en función de los nuevos desarrollos. 
8. Estrategias. Las huellas del ordenamiento territorial 
Tipo de poder: poder político y poder económico. 
Consideración política:  
El plan parcial desarrolla y complementa las disposiciones del POT, en 
cumplimiento de las normas que orientan las actuaciones urbanísticas para lograr 
espacios urbanos de óptima calidad, la definición de usos del suelo y los 
aprovechamientos. Ello implica la aplicación de una cadena jerárquica para el 
ordenamiento territorial, donde una norma inferior desarrolla lo que dispone la 
norma superior a través de las respectivas instituciones y organismos públicos. 
 
Establece la relación de poder en términos de la definición de las estrategias del 
Plan Parcial para acompañar la ejecución de los objetivos propuestos. Su 
clasificación establece tres acciones básicas que fuero determinadas por el Estado 
pero con la posibilidad de articular para su ejecución al sector privado, esto es, a 
los miembros de la Feria y a los agentes inmobiliarios y constructores. Estas 
acciones son las estrategias territoriales mismas, definidas así:  
 
Las estrategias territoriales. Definen las obras físicas relativas a la construcción 
del Parque, los espacios públicos, los equipamientos, las viviendas, los usos 
comerciales, de servicio e industria y los sistemas viales y de transporte. 
 
La estrategia ambiental. Articula acciones de sostenibilidad y conservación de los 
recursos existentes. 
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Las estrategias socio-económicas. Definen la promoción, divulgación y 
conocimiento del plan parcial; el establecimiento del diálogo y consensos entre el 
gobierno y los distintos agentes, intermediarios y trabajadores de la Plaza que 
participan en el mercado de la carne y sus actividades relacionadas; la 
conformación de la Plataforma Competitiva y la activación  de procesos 
productivos, nuevos empleos y usos del suelo; la reinserción laboral de personas 
trabajadores de la Plaza; la adquisición de viviendas. 
 
9. presente y futuro. Realización de los mandatos estatales  
Tipo de poder: poder político. 
 
Consideración política:  
El plan parcial desarrolla y complementa las disposiciones del POT, en 
cumplimiento de las normas que orientan las actuaciones urbanísticas para lograr 
espacios urbanos de óptima calidad, la definición de usos del suelo y los 
aprovechamientos. Ello implica la aplicación de una cadena jerárquica para el 
ordenamiento territorial, donde una norma inferior desarrolla lo que dispone la 
norma superior a través de las respectivas instituciones y organismos públicos. 
 
Define la relación de poder a partir del imperativo básico para la ejecución del Plan 
parcial, el “Desmonte de la Feria de Ganados” que implica el abandono de los 
predios y el traslado de la actividad ganadera a otro lugar. 
Para ello se debe formular un “Plan de Abandono” que direccione el retiro de los 
edificios e infraestructura existentes en el área de planificación, de modo que los 
desarrollos urbanísticos propuestos por el plan parcial evolucionen 
articuladamente e impidan que los usos actuales resulten nocivos para los nuevos 
usos. 
Esta relación reafirma la capacidad de decisión del Municipio y por tanto el poder 
político. Obligar el desmonte de la Feria significa la primacía de lo público sobre lo 
privado y el cumplimiento de una disposición gubernamental. 
144 
 
10. Gestión asociada. La articulación de los intereses 
Tipo de poder: poder económico y poder político. 
Consideración política: 
El plan parcial desarrolla y complementa las disposiciones del POT, en 
cumplimiento de las normas que orientan las actuaciones urbanísticas para 
lograr espacios urbanos de óptima calidad, la definición de usos del suelo y los 
aprovechamientos. Ello implica la aplicación de una cadena jerárquica para el 
ordenamiento territorial, donde una norma inferior desarrolla lo que dispone la 
norma superior a través de las respectivas instituciones y organismos públicos. 
 
Define la relación de poder a través de la conformación y delimitación de las 
unidades de gestión y de la asignación de los usos del suelo. Esta perspectiva 
ofrece la caracterización del poder político, pues la definición de los usos del 
suelo corresponde a una decisión administrativa del Estado, a través de las 
instituciones municipales. 
 
En ese sentido se ejerce sobre el territorio la autoridad legislativa para el 
ordenamiento territorial y la planificación urbana. 
El poder económico permite la disposición sobre los bienes y servicios 
generados por la ejecución del plan parcial, en este caso los dispuestos como 
propiedad privada en ejercicios de intercambios económicos y productivos 
realizados por los agentes sociales. 
 
Desde la conformación de las unidades de gestión y la definición de los usos del 
suelo esta relación de poder se especifica así: 
 
Unidad de Gestión 1. Está constituida por un espacio que será de carácter 
privado y por las áreas de cesión destinadas par avías públicas y espacios 
públicos para áreas verdes, recreacionales o equipamientos. 
El uso principal asignado es residencial con la posibilidad de desarrollar 
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actividades compatibles con ésta y complementarias al parque. Define la 
vivienda de interés social en altura. 
 
Unidad de Gestión 2. Está constituida por un espacio que será de carácter 
privado y por áreas de cesión para espacios públicos verdes, recreacionales, 
equipamientos y vías. 
 
Los usos principales asignados se relacionan a actividades comerciales, 
industriales y de servicios para permitir la consolidación del proyecto de convertir 
la Central Ganadera en una Central de Frío. 
 
Unidad de Gestión 3. Se constituye por un espacio de carácter privado y por las 
áreas de cesión destinadas a vías públicas y espacios públicos verdes, 
recreativos o equipamientos. 
 
Los usos asignados favorecerán las actividades comerciales y de servicio para 
los tres primeros pisos y a partir del cuarto, la vivienda. 
 
Unidad de Gestión 4. Está constituida por un espacio que será privado y áreas 
de cesión destinadas a vías públicas y espacios públicos verdes, recreacionales 
o equipamientos. 
 
El uso asignado estimula la actividad comercial con actividades de servicio 
complementarias de nivel de ciudad. 
 
11. Público y privado. Unión de intenciones 
Tipo de poder: poder político y poder económico. 
Consideración política: 
El plan parcial puede ser de iniciativa pública (estatal), privada, comunitaria o 
mixta. Lo que indica la existencia de múltiples actores y las posibilidades de 
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ejecutar sobre el territorio sus intereses; interés público (general o colectivo) e 
interés privado (dinámicas inmobiliarias o del mercado), participando en los 
distintos procesos del desarrollo urbano. 
Esta relación de poder se define a través de la gestión del plan parcial. 
El poder político se define como facultad del Estado, cuando se establece que 
para la gestión del plan parcial, la Administración Municipal puede designar la 
entidad que coordinará las actividades propias de la gestión, además de tramitar 
los procesos necesarios para negociar los lotes que conforman el área de 
intervención y liderar todas aquellas acciones que posibiliten la ejecución de los 
proyectos realizados sobre el espacio público y privado. 
Esta perspectiva atribuye por tanto la primacía de lo público sobre lo privado, en 
tanto otorga al gobierno la posibilidad de decidir sobre esta materia. 
En estos términos, a la Administración Municipal le corresponde la gestión del 
diseño del Parque, igualmente su construcción y la construcción de sus 
equipamientos. 
Ahora bien, la participación de los agentes privados en la gestión social y 
económica requiere para el desarrollo armónico del plan parcial que el 
propietario de los predios y el operador de la Feria de Ganados y el Matadero 
adelanten el proceso de desmonte de las actividades actuales, en términos de 
espacio y tiempo. Además, es función de los responsables del desmonte de las 
actividades y del Gestor, difundir, sensibilizar y promover entre los diferentes 
actores y participes de las actividades económicas formales e informales 
desarrolladas al interior de la Plaza la información relativa al proceso general del 
plan, al proceso de desmonte y a la ejecución de los nuevos proyectos. 
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PLAN PARCIAL CORAZÓN DE JESÚS. ACUERDOS POLÍTICOS Y 
PARTICIPACIÓN COMUNITARIA 
Información general 
Iniciativa: mixta de origen comunitario 
Proponente: Municipio de Medellín y Fundación Coraje 
Promotor: Municipio de Medellín 
Área de planificación: 26,4 ha (264.000 m2) 
Área  neta: 9,98 ha (99.803 m2) 
Norma reglamentaria: Decreto Aprobatorio 1316 de 2007  
Tratamiento: Renovación Urbana 
Polígono: Z3_R_4 
1. Relevancia social. Condiciones territoriales  para la formulación del 
Plan Parcial Corazón de Jesús 
El Plan Parcial Corazón de Jesús es aprobado por el Decreto No. 1316 de 
2007 el 10 de agosto, bajo el tratamiento de Renovación Urbana. Se ubica 
en el polígono Z3_R4, en la zona centro oriental de la ciudad, que 
corresponde al Barrio Sagrado Corazón de Jesús. 
Su formulación obedece a los lineamientos establecidos por el Plan de 
Ordenamiento Territorial de 1999 y a los ajustes realizados durante su 
revisión en el año 2006, que establece los planes parciales como 
herramientas de planificación para la urbanización de los suelos cuyo 
tratamiento corresponde a la Renovación Urbana. 
Ahora bien, conforme se establece en el artículo 356 del acuerdo 46 de 
2006 (Revisión POT), se define que este plan parcial se regula por el 
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Acuerdo 062 de 1999 (POT) por ser la normatividad con la que fue radicado, 
desarrollando el proceso de formulación, consultas y viabilidad. 
La adopción del plan parcial culmina un largo proceso para la 
transformación urbanística y socioeconómica del barrio, que comienza en 
1990 con la expedición del Acuerdo Municipal 038, que definía el cambio de 
los usos tradicionales del barrio (servicios y comercio) por la vivienda. 
En 1999 con la formulación del Plan de Ordenamiento Territorial se 
establece para el barrio el tratamiento de Renovación Urbana con usos 
múltiples y por tal motivo se obliga su desarrollo mediante plan parcial. A 
partir de este momento se inicia un proceso para formularlo, donde 
existieron varias propuestas, producto de la participación de múltiples 
actores, tanto técnicos como comunitarios. 
En el año 2007, durante el gobierno del alcalde Sergio Fajardo Valderrama 
se aprueba el plan parcial, una vez se realizan las concertaciones para 
adoptar las propuestas urbanísticas y sociales, culminado de esta manera el 
proceso empezado años atrás. 
Conforme lo dispuesto por el Acuerdo Municipal 062 de 1999, para el 
modelo de ocupación territorial, el plan parcial pretende renovar el Barrio 
Sagrado Corazón de Jesús desde: 
El fortalecimiento de la Plataforma Competitiva de la ciudad, para potenciar 
y diversificar los usos existentes, mejorando las condiciones de su 
funcionamiento. 
La localización de nuevas formas de producción compatibles y 
complementarias a las actuales. 
El mejoramiento del espacio público, la dotación de equipamientos, la 
integración de espacios y el mantenimiento de la memoria cultural del barrio. 
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En ese sentido, la formulación del objetivo general define las pretensiones 
fundamentales del plan parcial, así: “Privilegiar las actividades y proteger la 
población existente, a partir de un conocimiento profundo de la situación del 
barrio en todos sus aspectos físicos, económicos, sociales y ambientales; 
teniendo clara la transformación y cualificación física que genere mejores 
condiciones de habitabilidad, una mejor conexión a la ciudad, que respete el 
espacio público, brinde seguridad y que permita a partir de la renovación 
fortalecer su productividad y que permita nuevas oportunidades productivas” 
(Decreto Aprobatorio Plan Parcial Sagrado Corazón, artículo 6). 
En complemento, los objetivos específicos establecen para el Barrio: 
La conservación de las actividades tradicionales. 
La renovación a través de su ordenamiento físico, desde el manejo estético, 
de espacios públicos, del medio ambiente. 
La consolidación de las cadenas productivas existentes, dinamizando los 
sectores comercial y de servicios, pero incluyendo como nuevo uso la 
vivienda. 
La localización de nuevos usos, institucionales, sociales, comerciales y de 
servicios distintos a los ya existentes. 
La generación de dinámicas inmobiliarias positivas, para favorecer procesos 
de densificación y crecimiento en altura, el mejoramiento técnico de las 
edificaciones y el cambio paulatino de los usos y vocaciones comerciales y 
de servicios. 
Conforme lo anterior, las estrategias territoriales tienen como fundamento 
apoyar la realización del modelo de ocupación y el logro de los objetivos. 
Para el Plan Parcial Corazón de Jesús, las estrategias territoriales definen: 
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La promoción de nuevos usos que complementen y afiancen la dinámica 
económica actual. 
La consolidación de la imagen del sector en términos de sus actividades 
productivas y de la visión futura. 
La creación de espacios públicos y equipamientos articulados mediante la 
consolidación de varias plazas y una red peatonal que estimulen el disfrute, 
la recreación y la participación ciudadana. 
La aplicación de la sana mezcla de usos al articular vivienda, comercio y 
servicios. 
Estimular la asociación y la solidaridad mediante el reparto equitativo de las 
cargas y beneficios para la ejecución de los proyectos. 
La participación de la comunidad en los asuntos relativos al plan parcial, 
donde puedan expresar sus intereses. 
Contribuir a la generación de empleos en el barrio a través de la articulación 
de los ámbitos físico, económico y empresarial. 
El establecimiento de redes y relaciones empresariales en el barrio para 
generar competitividad y articularse al resto de la ciudad. 
2. Renovación Urbana. Del conflicto funcional a la consolidación del 
ordenamiento territorial  
El Plan Parcial Corazón de Jesús  pertenece al tratamiento de Renovación 
Urbana, como se establece y define en el artículo 245 del Plan de 
Ordenamiento Territorial, así: 
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ARTÍCULO 245°. Del tratamiento de renovación (R) 
Este tratamiento se asigna a las zonas homogéneas identificadas como “Zonas 
Deterioradas o en Conflicto Funcional”, y cuyo objetivo es promover importantes 
transformaciones en zonas que cumplen un papel fundamental en la consolidación del 
modelo de ordenamiento propuesto por el Plan y en el cumplimiento de los objetivos del 
mismo y que por razones de deterioro ambiental, físico o social, conflicto funcional interno o 
con su entorno inmediato, requieren de esta transformación físico-espacial y 
socioeconómica, para aprovechar al máximo su potencial. 
De esta manera, se busca que aprovechando su localización estratégica en la ciudad y sus 
excelentes condiciones de infraestructura de servicios público y movilidad, se promuevan 
procesos de intensificación y diversificación de la utilización del suelo y de las 
construcciones, a fin de lograr, entre otros fines, el mejoramiento integral de vida de los 
moradores, el aprovechamiento intensivo del suelo, la racional densificación y mezcla de 
usos, la descongestión del tráfico urbano o la conveniente rehabilitación de los bienes 
históricos y culturales. 
Las zonas que reciben este tratamiento, se localizan generalmente en áreas del centro 
tradicional y representativo metropolitano o sus alrededores, razón por la cual, su 
renovación se considera fundamental, pues permitirá a partir de la solución paulatina de sus 
conflictos funcionales y de su adecuada articulación al resto de la ciudad, la recuperación 
global de la zona más importante de ésta y por ende un beneficio de carácter metropolitano 
de gran incidencia para la productividad y competitividad de Medellín. 
Como complemento al tratamiento urbanístico aplicado al barrio, se introdujo 
el concepto de “Renovación Prudente” como principio rector de las 
intervenciones físicas y sociales, reconociendo las realidades 
socioeconómicas preexistentes y consolidadas en el barrio a lo largo de 
muchos años de tradición y relaciones. 
La Renovación Prudente se caracteriza por el compromiso ciudadano y 
porque el desarrollo de las acciones sociales se realizan en colaboración 
con las organizaciones sociales del barrio y de sus habitantes. 
La Renovación Prudente estimula la participación de todos los actores 
posibles del territorio, formales e informales, públicos y privados, internos y 
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externos. Inicialmente, es el Estado quien impulsa la participación. Luego, 
son los actores sociales mismos quienes deben continuar el proceso. Esta 
forma de participación provee múltiples instrumentos, herramientas, y 
metodologías para que sea la comunidad, la propia rectora del desarrollo y 
ordenamiento de su barrio. 
Conforme a ello, la construcción de consensos colectivos y el 
reconocimiento de la necesidad de la transformación  del barrio permitieron 
fijar las políticas para dirigir la construcción del plan parcial, para que se 
convirtieran en parte estructural del mismo. Bajo esta perspectiva, las 
políticas sobre las que se fundamenta el plan son las siguientes: 
La protección a moradores y a actividades económicas: generar 
alternativas para los usos y pobladores que por motivos de interés general 
serán afectados por la intervención del plan parcial (poder ideológico). 
La Responsabilidad Social Empresarial (RSE): establecer vínculos de 
confianza entre los proveedores nacionales e internacionales y las 
empresas comercializadoras de estos en el barrio. De modo que la cadena 
establecida se soporte en criterios de rentabilidad económica y social. 
La permanencia: privilegiar las actividades y población existentes, tomando 
como base la transformación y cualificación física hacia un sector más 
productivo, conectado a la ciudad y respetuoso del espacio público. 
Igualmente, se busca consolidar los sectores de comercio y servicios, con 
participación de pequeña industria complementaria, al tiempo que surjan 
nuevos usos, institucionales y de vivienda a partir de la sectorización. 
La concertación: busca generar consensos y acuerdos entre los agentes 
directos del desarrollo del plan, es decir, los propietarios de las tierras, los 
negocios y habitantes del sector, a partir de las posibilidades de mejorar la 
funcionalidad y rentabilidad de las tierras y negocios, al mismo tiempo que 
se establecen soluciones a los conflictos permanentes en torno al uso y 
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explotación de los espacios públicos. 
Por tanto, la aplicación de este concepto es un reconocimiento a la tradición 
y a la organización social del Barrio Sagrado Corazón de Jesús. Representa 
el proceso participativo que se ejecutó durante el tiempo de formulación y 
adopción del plan parcial. 
El área de planificación del plan parcial se compone por tres (3) zonas, 
conforme la clasificación realizada por las características homogéneas del 
mismo. Al interior de ellas se ubican la veintitrés (23) Unidades de Actuación 
Urbanística y seis (6) Áreas de Manejo Especial.  Es de anotarse que la 
delimitación de las 23 Unidades de Actuación Urbanística obedece a la 
estructura de las manzanas actuales dado el alto nivel de consolidación del 
sistema vial del polígono. 
Zona 1: conformada por las manzanas comprendidas entre la Avenida San 
Juan (Calle 44) y la línea B del Sistema Metro (corredor Maturín, Call6 46). 
Zona 2: compuesta por las manzanas localizadas entre la Línea B del 
Sistema Metro (Corredor Maturín, Calle 46) y la Calle 49, Ayacucho. 
Zona 3: comprende las manzanas que ocupan la zona entre la Calle 49, 
Ayacucho, y la Calle 50, Avenida Colombia. 
AME 1: corresponde a la “Iglesia Sagrado Corazón de Jesús” por ser Bien 
de Interés Cultural de la Nación. Mantendrá sus características actuales. Su 
extensión es de 1.690 m2. 
AME 2: corresponden a bienes fiscales del Municipio de Medellín, donde en 
la actualidad funcionan equipamientos de seguridad de la ciudad. 
AME 3: conformada por la Torre y Unidad Residencial “Los Libertadores” 
con un área de 7.439 m2. 
AME 4 
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AME 5: corresponde al Edificio Sede del Banco de Bogotá, con un área de 
728 m2, que mantendrá sus actuales características y no requiere integrarse 
al resto de los desarrollo. 
AME 6: conformada por los ejes estructurantes viales (Maturín, calle 46. 
Avenida del Ferrocarril, carrera 57. San Juan, calle 44. Colombia, calle 50. 
Avenida del Río, carrera 62) que suman en su totalidad 61.500 m2. 
Respecto a los aportes correspondientes a las obligaciones urbanísticas, se 
determinarán en un sistema de espacios públicos, compuesto por vías, 
parques, bulevares urbanos y circuito peatonal. 
El espacio público se configurará por tres (3) plazas y ejes peatonales, así: 
La Plaza del Sagrado Corazón de Jesús: como espacialidad pública 
localizada alrededor de la Iglesia del sagrado Corazón de Jesús. 
La “Plazarella”: expresión de la actividad textil en el barrio. Será una plaza 
pública con posibilidades de realización de eventos masivos de exhibición. 
La “Plaza de los Oficios”: para recordar las actividades tradicionales del 
barrio. Se creará un espacio público acompañado de edificaciones 
comerciales y de servicios que podrán especializarse en actividades de 
mecánica y metalmecánica y otras actividades nuevas. 
Las plazas se articularán mediante ejes de circulación peatonal así: 
Eje de la moda sobre la carrera 59. 
Bulevar sobre la calle 46 (Maturín). 
Eje de la carrera 57 A. 
Eje de Amador. 
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La Iglesia del Sagrado Corazón de Jesús, por ser Bien de Interés Cultural de 
la Nación, se encuentra clasificada en el tratamiento  urbanístico de 
Conservación Nivel 1, por lo que solamente se permiten las intervenciones 
de restauración, consolidación arquitectónica, consolidación estructural, 
adecuación, ampliación y mantenimiento. 
Las Unidades de Actuación Urbanística conformadas para el plan parcial, 
asumirán la ejecución de los proyectos urbanísticos, los cuales son: 
Plaza Sagrado Corazón de Jesús: espacio público. 
Edificios institucionales, comerciales y de servicios: se trata de 
edificaciones comerciales (hoteles, oficinas y/o sedes institucionales y 
empresariales) que configuran un tratamiento diferencial de los bordes del 
barrio. 
Plaza de los Oficios: espacio público que concentrará 2.970 m2. Tendrá un 
desarrollo mixto de comercio, servicios y vivienda. 
Edificios mixtos, comercio, servicios y vivienda: desarrollos en altura 
compuestos por un zócalo urbano de tres (3) niveles destinado al comercio y 
los servicios, sobre el cual se erigirán torres mixtas (servicios, alojamiento y 
vivienda). 
Paseo Comercial Alameda Maturín: para localizar el comercio y los 
servicios y conectar el barrio con el sector de Guayaquil, pasajes 
comerciales para generar accesos peatonales, desarrollos residenciales a 
partir del cuarto nivel en las edificaciones construidas. 
Edificios mixtos, comercio y servicios: edificaciones compuestas por un 
zócalo urbano de máximo tres (3) niveles destinadas al comercio y los 
servicios, el uso de vivienda (residencial) podrá desarrollarse en altura a 
partir del cuarto nivel. 
La Plazarella: espacio público de 4.124 m2. Edificaciones dotadas de un 
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zócalo urbano de tres (3) niveles de altura para usos comerciales, de 
servicios y vivienda a partir del cuarto nivel. Usos institucionales (Estación 
Metroplús). Circuitos peatonales. 
El ejercicio del poder económico dentro del plan parcial se representa en la 
edificabilidad asignada para cada Unidad de Actuación Urbanística 
corresponde a un Índice de Construcción (IC) promedio de 4, 46 y la 
Ocupación (IO) equivale al 80% sobre el área neta de la Unidad. Ello con el 
objeto de favorecer la armonización del desarrollo urbanístico e inducir una 
redensificación adecuada para el sector  como se muestra a continuación: 
Cuadro No.12   EDIFICABILIDAD (M2) DE LAS UNIDADES DE ACTUACIÓN 
URBANÍSTICA 
Unidad de Actuación Urbanística  Edificabilidad total (m
2
) 
UAU 1 2.667 
UAU 2 24. 732 
UAU 3 29.748 
UAU 4 22.848 
UAU 5 27.596 
UAU 6 23.646 
UAU 7 18.592 
UAU 8 8.586 
UAU 9 19.596 
UAU 10 23.393 
UAU 11 30.984 
UAU 12 28.663 
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UAU 13 16.739 
UAU 14 31.360 
UAU 15 26.848 
UAU 16 16.520 
UAU 17 13.148 
UAU 18 76.706 
UAU 19 46.348 
UAU 20 18.285 
UAU 21 9.338 
UAU 22 59.483 
UAU 23 80.229 
 656.054 
Tomado de: Decreto Aprobatorio Plan Parcial Sagrado Corazón, artículo 29 
En ejercicio del poder ideológico y cumpliendo el principio de la distribución 
equitativa  de cargas y beneficios se asignan las obligaciones urbanísticas 
para cada Unidad de Actuación a cumplir por los interesados en desarrollar 
cada UAU. 
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El siguiente cuadro muestra la distribución de estas obligaciones: 
Cuadro No.13  OBLIGACIONES URBANÍSTICAS PARA EL ESPACIO PÚBLICO 
Unidades de Actuación 
Urbanística 
 
Cesiones definitivas de 
suelo de cada UAU (m2) y 
adecuación 
Reposición de 
andenes (m2) 
UAU 1  74 3.334 
UAU 2 888  1.031 
UAU 3 1.068  1.240 
UAU 4 1.021  952 
UAU 5 1.039  1.816 
UAU 6 786  1.689 
UAU 7 781  1.409 
UAU 8 308 716 
UAU 9 824  1.633 
UAU 10 983  1.625 
UAU 11 1.302  1.937 
UAU 12 1.205  2.139 
UAU 13 703  1.101 
UAU 14 1.401  1.400 
UAU 15 1.199  1.291 
UAU 16 593  738 
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UAU 17 472  822 
UAU 18 3.090  3.093 
UAU 19 1.867  1.998 
UAU 20 817  1.866 
UAU 21 351  3.525 
UAU 22 2.239  3.233 
UAU 23 3.232  3.647 
Total  26.242 42.230 
Tomado de: Decreto Aprobatorio Plan Parcial Sagrado Corazón, artículo 30 
Para el plan parcial, las obligaciones urbanísticas se generan aplicando lo 
dispuesto en el Acuerdo Municipal 023 del 2000. Por tanto debe cederse 
4m2 por cada 100m2 construidos que equivalen a 26.242 m2. La 
construcción de equipamientos igualmente regulado por este Acuerdo, 
deben aportarse en m2 construidos a razón de 1m2 por cada unidad de 
vivienda y el equivalente al 1% de lo construido en otros usos. 
A continuación, se muestra el pago de las obligaciones al interior del plan 
parcial: 
Cuadro No.14   Pago de las obligaciones al interior del plan parcial 
UAU Ubicación del Espacio 
público 
Espacio público al interior 
del polígono M
2 
 
1  Plaza de la Iglesia Sagrado 
Corazón de Jesús 
4.715 
2 Conformación Paseo de San 392 
162 
 
Juan 
3 Conformación Paseo de San 
Juan 
519 
4 Conformación Paseo de San 
Juan 
197 
5 Plaza de los Oficios 1.230 
12 Plaza de los Oficios 2.040 
14 Paseo de Maturín 1.466 
15 Paseo de Maturín 1.101 
18 Circuito Peatonal 740 
22 La Plazarella 2.584 
23 La Plazarella 3.018 
 Total  18.002 
Tomado de: Decreto aprobatorio Plan Parcial Corazón de Jesús, artículo 32 
Las obligaciones por fuera del polígono equivalen a 8.133 m2  que deberán 
aportarse en suelo, será el Departamento Administrativo de Planeación el 
que determinará el lugar donde se pagarán. 
El reparto de cargas y beneficios para ejecutar la edificabilidad, se 
fundamenta en los siguientes parámetros: 
Todos los desarrollos urbanísticos deben aportar la obligación de cesiones 
para espacio público en suelo, para consolidar en primera instancia el 
espacio público al interior del polígono, mediante la generación de las 
plazas, el circuito peatonal y el espacio público en general del plan parcial. 
La construcción del equipamiento debe concentrarse en un solo núcleo al 
interior del área de planificación. 
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El plan parcial establece un 20% de los metros cuadrados a construir, para 
la oferta de vivienda general y el 10% de estos metros cuadrados para 
Vivienda de Interés Social. 
La ubicación del barrio Corazón de Jesús en el centro de la ciudad, le 
confiere el carácter de área de actividad múltiple, por lo que acoge los usos 
establecidos en el Acuerdo Municipal 062 de 1999 (POT) para el “Centro 
tradicional y representativo” que busca “fortalecer la especialización en 
actividades institucionales, culturales, comerciales y de servicios de 
importancia y significación a escala metropolitana”.  
En esa medida, el Estado ejerce el poder político, pues la asignación de los 
usos del suelo es una función pública y en esa medida debe aplicarse como 
potestad institucional. 
Para el plan parcial Corazón de  Jesús, los usos del suelo son los 
siguientes: 
Usos permitidos: las actividades enunciadas en el párrafo anterior, además 
de los siguientes usos con sus condiciones.  
Uso residencial: permitido para cualquiera de las UAU, solo se puede el tipo 
multifamiliar a partir del cuarto piso. 
Uso de alojamiento: a partir del cuarto piso. 
Uso industrial: a partir del cuarto piso sobre el zócalo urbano. Sólo industrias 
livianas y no contaminantes tipo maquilas, manufacturas, artesanales, etc. 
Su área máxima será de 100 m2. 
Deportes y recreación: se permiten los deportes de salón, que se 
desarrollen en pequeños espacios cerrados con muebles y aditamentos 
técnicos especiales, como el billar, el tenis de mesa, el ajedrez, los bolos, 
entre otros. 
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Usos complementarios y compatibles condicionados: para las 
edificaciones nuevas a partir de la entrada en vigor del Decreto Aprobatorio. 
Comercio minorista de demanda cotidiana: alimentos en general. 
Comercio minorista de vehículos, maquinarias y equipos: vehículos livianos. 
Comercio minorista industrial: accesorios y repuestos livianos, nuevos y 
usados. 
Comercio mayorista general. 
Comercio de riesgo tecnológico y ambiental: pinturas, esmaltes, barnices y 
similares. 
Servicios a vehículos. 
Servicios menores de reparación. 
Establecimientos de esparcimiento público con venta y con consumo de 
licor. 
Establecimientos de esparcimiento público sin venta y sin consumo de licor. 
Establecimientos de esparcimiento público sin venta y con consumo de licor. 
Alojamientos: hoteles, residencias estudiantiles, albergues, hospedajes. 
Comunicaciones. 
Servicios básicos: salas de velación, funerarias. 
Industria: fami industria, industria artesanal. 
Usos prohibidos: hace referencia a los usos que se prohíben para las 
nuevas edificaciones que se construyan a partir de la entrada en vigor del 
Decreto Aprobatorio. 
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Comercio minorista de recuperación de materiales. 
Comercio mayorista de víveres. 
Comercio mayorista de vehículos, maquinarias y equipos. 
Comercio mayorista industrial pesado. 
Comercio de riesgo tecnológico y ambiental. 
Reparación y mantenimiento de vehículos, maquinarias y equipos. 
Servicios al vehículo. 
Talleres industriales. 
Servicio de transporte, almacenamiento y bodegaje de mercancías. 
Comunicaciones. 
Alojamiento. 
Gran industria. 
Los usos prohibidos que a la entrada en vigencia del Decreto Aprobatorio 
del plan parcial se encuentren localizados dentro del área de planificación, 
pueden permanecer temporalmente bajo parámetros que no intervengan 
con los desarrollos del área de influencia de ese uso, hasta tanto se 
consolide alguna de las iniciativas que ofrezcan alternativas de reubicación 
de los usos y población que deberán salir de esta área. 
La gestión del plan parcial garantiza el cumplimiento de las disposiciones y 
de los proyectos urbanísticos. Para tal propósito, el plan parcial Corazón de 
Jesús contará con dos (2) clases de gestores: una entidad gestora de 
carácter privada y una de carácter pública. 
 
166 
 
Gestión de lo privado: considerando que la formulación y presentación del 
plan parcial es de iniciativa privada, su gestión le corresponde a los 
propietarios de los predios. Para ello, cada UAU deberá constituir una 
entidad gestora (fiducia, sociedad comercial o  cualquier forma de 
asociación contemplada en el ordenamiento jurídico) para garantizar el 
desarrollo de las UAU y el cumplimiento de las obligaciones 
correspondientes. 
Gestión de lo público: Los propietarios de los predios que conforman cada 
unidad de actuación podrán presentar al Municipio de Medellín, la propuesta 
de un gestor de lo público, que podrá coincidir con el que se proponga para 
la gestión privada; también se podrá conformar un único gestor de lo público 
de todo el plan parcial, previo acuerdo de todos los propietarios de las 
unidades de actuación; en este evento, la entidad gestora que se constituya 
deberá garantizar previa a su liquidación que se hayan entregado y recibido 
a entera satisfacción, las obligaciones urbanísticas por las entidades 
competentes. Los gastos que demande esta gestión, serán a cargo de los 
propietarios de los predios. 
El gestor de lo público que se constituya tendrá, entre otras, las siguientes 
funciones: 
1. Deberá cumplir el rol de facilitador y orientador en la aplicación de las 
normas previstas en el presente decreto, especialmente en lo relacionado 
con el espacio público y las cargas urbanísticas asociadas al plan parcial. 
2. Coordinar con la entidad encargada de la gestión privada la entrega 
material y jurídica de las áreas objeto de las cesiones urbanísticas (Decreto 
Aprobatorio, Plan Parcial Corazón de Jesús,  artículo 58). 
Lo anterior indica que es posible fijar alianzas público-privadas para 
desarrollar los proyectos pertenecientes a las Unidades de Actuación de 
acuerdo a los propósitos  establecidos por los interesados. 
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Dentro de las estrategias de gestión del plan parcial, se estableció que cada 
UAU debe pagar un aporte social como mecanismo para redistribuir con 
equidad los beneficios que cada una de ellas obtendrá del proceso de 
desarrollo urbanístico, que conduzca a la mitigación de los impactos 
sociales que genera la renovación. 
El aporte equivale al 1% sobre las ventas de cada desarrollo constructivo 
licenciado, de acuerdo a la Simulación Urbanístico Financiera.  
Los principios sobre los que se sustentan las estrategias de gestión del plan 
parcial se fundamentan en los principios y políticas de los planes parciales 
de renovación y redesarrollo, en esa medida cumplen las condiciones 
establecidas por el tratamiento urbanístico, además de representar el 
ejercicio del poder ideológico. 
Estos principios son: 
Restablecimiento de condiciones iniciales: las intervenciones no pueden 
desmejorar las condiciones iniciales presentes en el comienzo del proceso. 
Las actividades económicas, sociales y culturales presentes deben 
mantener el nivel de ingresos y estabilidad o mejorarlos. 
Equidad: las propuestas de apoyo y de acompañamiento deberán 
responder proporcionalmente a los impactos generados por la intervención y 
al grado de vulnerabilidad de las unidades sociales impactadas por los 
mismos. 
Inclusión: todos los actores presentes (los habitantes, los arrendatarios, los 
propietarios, los vendedores informales y demás actores) que se impacten 
negativamente por las intervenciones deben ser incluidos en las estrategias 
que se formulen para la mitigación de impactos y en las compensaciones de 
sus efectos. 
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Derecho de preferencia: los propietarios de los negocios, de los predios, 
de inmuebles o actividades del sector impactados negativamente tendrán el 
derecho de preferencia en el momento de determinar condiciones y 
ubicación de los nuevos negocios, predios, inmuebles o actividades. 
Protección a moradores: aquellos habitantes que en virtud de las 
intervenciones  deban trasladar su residencia, deben ser atendidos de modo 
que se les garantice la minimización de los impactos del traslado en 
términos económicos, sociales y culturales, de acuerdo a lo establecido en 
el artículo 19 de la Ley 9 de 1989. 
En virtud de lo anterior, el plan parcial ha determinado la formulación de 
unos perfiles de programas y proyectos en acompañamiento de las 
operaciones urbanas, como se muestra a continuación:  
Programa de fortalecimiento del tejido empresarial y renovación de la 
actividad productiva. Dirigido a la tecnificación y consolidación de las 
actividades productivas del barrio. 
Proyecto de fortalecimiento a los trabajadores informales. Crear y 
fortalecer las organizaciones comunitarias que protegen la labor de los 
trabajadores informales, mediante la implementación de un centro de trabajo 
popular. 
Programa de portafolio de oportunidades financieras y de estímulos 
para los diferentes empresarios e inversionistas del sector. Identificar y 
concretar el portafolio de recursos y estímulos públicos y privados de tipo 
financiero, tributario y mecanismos de gestión propuestos desde el Gobierno 
Nacional y local para los proyectos de Renovación Urbana de modo que 
inversionistas, constructores y empresarios puedan aprovechar las 
oportunidades del sector.  
Programa de mitigación para la expulsión de usos y población. 
Determinar iniciativas para la reducción de los efectos negativos del retiro de 
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los usos y población del sector. 
Proyecto de City Marketing. Promocionar el plan parcial Corazón de Jesús 
como una estrategia de negocios, para la creación de nuevas 
oportunidades, dentro de una cadena de promoción de los planes parciales 
en la ciudad. 
Proyecto de conformación de la gerencia del plan parcial. Generar las 
bases institucionales para garantizar la ejecución del plan parcial, sus 
desarrollos y propuestas y la evaluación de su desempeño. 
Tradición y modernidad. Contexto histórico del Barrio Sagrado 
Corazón de Jesús y del proceso de formulación del plan parcial 
“Las 33 manzanas que hoy conforman el Barrio Corazón de Jesús fueron la 
parte ribereña de Guayaquil, es decir, las mangas que se inundaban cuando 
el río se crecía- con el paso del tiempo se fue expandiendo la ciudad y la 
llegada de grandes obras empezaron a marcar la diferencia entre Guayaquil 
y Corazón de Jesús (…)” (Zea; 2006: 21). 
Es difícil precisar la fecha exacta del origen del Barrio Corazón de Jesús, sin 
embargo, se acepta que desde 1920 el lugar comienza a configurarse como 
territorio urbano de intensa actividad económica. Su nacimiento se relaciona 
con la instauración de elementos urbanos de gran convocatoria en el sector 
de Guayaquil. Desde 1890 con la construcción de la Plaza de Mercado de 
Cisneros, el sector comienza a configurarse como poblado urbano. La 
construcción de la estación del ferrocarril y las estaciones del tranvía allí 
mismo, determinaron aún más su naciente configuración. Estas actividades 
fijaron para el sector una vocación económica articulada al transporte. 
El Barrio Corazón de Jesús, fue naciendo como un apéndice del sector de 
Guayaquil, considerando que varias industrias de la ciudad se habían 
instalado allí y las personas que trabajaban en ellas fueron ubicándose en 
sus alrededores. Principalmente las actividades económicas giraban en 
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torno al comercio, el ferrocarril, el transporte, los bares, las maderas, la 
ganadería, la industria lechera, las galletas, los fósforos, los víveres, el café 
y el mercado mayorista. 
El barrio Corazón de Jesús ocupaba el costado occidental de Guayaquil, al 
lado del Río Medellín. Desde esta posición, el Barrio servía inicialmente 
como puerto para los productos que bajaban por el río hacia el centro de la 
ciudad, se transportaban fluvialmente productos como madera, plátano, 
yuca, aguacates, panela, materiales de construcción que venían de Caldas y 
del suroeste, hechos que facilitaron la instalación de los madereros en el 
sector. 
El barrio fue consolidándose paulatinamente a partir de hechos tan 
importantes como: 
La rectificación del Río Medellín, adecuando los terrenos a su alrededor. 
 La construcción de la Feria de Ganados, entre Colombia y Ayacucho. 
La ampliación y extensión de las vías hasta el Río Medellín. Se ampliaron y 
extendieron las calles Pichincha, Maturín y Amador. 
La construcción de la Iglesia del Sagrado Corazón de Jesús. 
El paso de la Línea del Ferrocarril de Antioquia por la Avenida del 
Ferrocarril. Los rieles se trasladarían a la orilla del río para darle paso al 
transporte de buses y camiones. 
La formulación del “Plan Piloto” en 1950 por parte de los arquitectos Paul 
Lister Wiener y José Luis Sert, como parte de la organización territorial de la 
ciudad a través de los Planes Reguladores.  
Hacia 1955 llegan al sector las grandes textileras, Coltejer y Fabricato. En 
1959 se expide un Acuerdo Municipal (“Acuerdo Municipal No. 92 de 1959”) 
que define para el barrio usos comerciales, de repuestos, maderas, textiles y 
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servicios complementarios. Al mismo tiempo que se planificaba el área para 
construir las vías de acceso y transporte. 
Hoy en día en el barrio existen negocios de comercio, industria y servicios. 
Predomina el servicio automotriz, le sigue las maderas y los textiles. 
La estructura económica se configura por la presencia en el territorio de: 
Bares. Cantinas. Restaurantes. Hoteles residenciales. Graneros. Actividades 
de comercio al por mayor y al detal de repuestos. Mantenimiento de 
vehículos pesados y livianos. Comercio textil. Fábricas de confecciones. 
Almacenes de ropa y accesorios. Industria artesanal. Depósitos de maderas. 
Depósitos de materiales de construcción. 
La ubicación espacial de las actividades en el barrio, localizaron vocaciones 
del mismo, sobre el Río se ubicó lo relativo al transporte, en el centro los 
talleres y almacenes de repuestos, sobre la Avenida del Ferrocarril las 
maderas, sobre la Avenida San Juan, los vendedores de rines y sobre la 
Avenida Colombia las textileras y la Unidad Residencial Los Libertadores. 
No obstante, en 1990 se expide el Acuerdo Municipal 038 (norma anterior al 
POT) que pretendía cambiar la vocación comercial por zona residencial en 
expulsión de las actividades tradicionales; “se pretende entonces cambiar el 
comercio para volver a la vivienda, lo que genera un gran movimiento 
comunitario en defensa de los trabajadores de la zona, lucha que continúa a 
través de la organización comunitaria representada por la Fundación Coraje, 
entidad que agremia a los comerciantes del sector” (Zea, 2006: 30a).  
Este  Acuerdo Municipal planteaba el cambio de los usos del suelo 
existentes en el barrio, por considerar que eran incompatibles con el uso 
residencial que se proponía para el barrio, significaba que las actividades de 
servicio automotriz, el tránsito pesado, el parqueo en el espacio público y el 
trabajo informal en las calles no podían funcionar más. Por lo que se daría 
un cambio total de usos.    
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En virtud de este Acuerdo, el Departamento Administrativo de Planeación, 
comenzó a expedir Licencias de Funcionamiento a los comerciantes del 
barrio, que se debían renovar cada seis (6) meses. En algunos casos 
cuando los comerciantes requerían tal renovación, no les era concedida 
porque lo establecido en el Acuerdo prohibía ese uso. 
Comienza entonces la inconformidad de la comunidad del barrio, puesto que   
consideraban los efectos del Acuerdo absolutamente negativos para la 
supervivencia del barrio. La prohibición y desmonte paulatino de las 
actividades y usos establecidos históricamente en la zona generarían una 
crisis social de grandes magnitudes considerando la importancia económica, 
las redes productivas y comerciales, la generación de empleo y la 
construcción de tejido social establecida en el barrio por su articulación. 
La comunidad del sector, comienza entonces un proceso de negociación 
con el Gobierno Municipal, alrededor del año 1993 y se extendería hasta 
1999 cuando entra en vigencia el Plan de Ordenamiento Territorial. 
Las discusiones entre ambas partes radicaban en el traslado de los usos y 
actividades. Las posiciones asumidas por ambos defendían, por una parte la 
permanencia en el sector, y por la otra su traslado. Lo que generó 
desacuerdos y dificultades para concertar decisiones, incluso, protestas 
comunitarias, marchas y pronunciamientos públicos en contra del Acuerdo.   
En 1997 se había logrado derogar el Acuerdo Municipal 038.  Y se 
encontraba en vigencia la recién expedida Ley 388 de 1997 originaria del 
Plan de Ordenamiento Territorial. En ese momento para todo el país se 
había dado un plazo de dos años para implementar estos Planes. 
Considerando esta situación, se expide el Acuerdo Municipal 016, como una 
medida temporal hasta que se aprobara el POT de la ciudad en protección 
las actividades y usos del barrio para que no se cerraran los negocios hasta 
tanto no se acordara en el POT el uso definitivo. 
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En 1999, se expide el Acuerdo  062 –Plan de Ordenamiento Territorial- que 
declara al barrio como zona de renovación urbana con usos múltiples, que 
se debía desarrollar mediante planes parciales. Esta designación  mantenía 
los usos comerciales, pero que vislumbraba la generación de grandes 
transformaciones urbanísticas, sociales, ambientales y culturales para 
armonizarlo (al barrio) con los procesos de recuperación del centro de la 
ciudad. 
Sin embargo, la definición de este tratamiento urbanístico se logró tras 
múltiples discusiones entre el gobierno municipal y la comunidad, pues 
inicialmente se había concebido el tratamiento de Redesarrollo, hecho que 
contó con la oposición de los habitantes del barrio. Finalmente, se logró que 
fuera una zona de renovación urbana con usos múltiples para desarrollarse 
mediante plan parcial. 
Conforme se estableció en el POT, los problemas existentes en el barrio se 
generan por: la ocupación del espacio público por parte de los vehículos y 
las actividades informales; la construcción predio a predio; y   los problemas 
ambientales, por la generación de residuos de las distintas actividades 
motivaron la formulación de la Renovación urbana como tratamiento 
urbanístico para el barrio, propiciando por tanto la transformación en los 
usos del suelo. 
En ese momento, la Fundación Coraje  que desde la expedición del Acuerdo 
038 lideraba la interlocución entre el gobierno y la comunidad asume la 
formulación del plan parcial de modo que se protegieran los intereses 
comunitarios y evitar que el trabajo realizado durante los años anteriores al 
POT fuera desconocido por agentes externos al barrio. Esta decisión abrió 
procesos de consensos y participación ciudadana bajo la articulación a los 
Planes de Desarrollo y Ordenamiento Territorial. 
No obstante, se pensó que la formulación de un plan parcial no cubría con 
integralidad  las necesidades del barrio por ser solamente de carácter 
174 
 
urbanístico. 
Por eso, desde el año 2000| se comienza el diseño de un proyecto que 
sirviera de marco general tanto al plan parcial como a propuestas de 
desarrollo social, ambiental y económico, generando así el Plan de 
Desarrollo del Barrio Corazón de Jesús para articular lo público, lo privado y 
lo comunitario. 
Este Plan de Desarrollo se fundamentó sobre tres líneas estratégicas y 
concibió al plan parcial como su componente de desarrollo físico.  
La línea económico-empresarial. Tuvo por objeto, articular el desarrollo 
físico a la economía y las empresas. Posicionar el barrio en la ciudad. 
Favorecer los procesos de innovación. Mejorar la calidad de los productos. 
Fortalecer y crear empleos y facilitar el acceso a mercados. 
La línea comunitaria y social. Tuvo como objetivos fomentar la participación 
ciudadana. Estimular el compromiso social y la solidaridad con el desarrollo 
del barrio. Identificar mecanismos para promover la participación y favorecer 
la educación y capacitación. 
La línea físico-espacial. Tuvo como objetivo conciliar los usos del suelo 
existentes para evitar conflictos funcionales. Mejorar las relaciones y la 
confortabilidad de las actividades productivas. Preservar los procesos 
pedagógicos locales y los desarrollos tecnológicos apropiados. Ajustar la 
percepción  del sector al imaginario de seguridad, prestigio y progreso. 
Promover nuevos usos que complementen y afiancen las actividades 
económicas existentes. 
Desde el año 2000 comenzó a formularse el plan parcial de renovación 
urbana como opción para conservar la zona y cumplir las disposiciones del 
ordenamiento territorial para  el mejoramiento ambiental, social y 
económico, la optimización del uso del espacio público y del privado y  la 
densificación tras radicar una carta de intención en el Departamento 
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Administrativo de Planeación Municipal donde  la Fundación Coraje 
especificaba que quería realizar un plan parcial en el barrio.  
El Departamento Administrativo de Planeación envía un profesional para 
que los asesorara en el proceso. La persona que estuvo en ese primer 
momento  había terminado de asesorar la elaboración del POT del 
municipio, por lo que su conocimiento y experiencia significaron un valor 
importante para el plan 
Luego de dos años este funcionario se retira del proceso y llega un 
profesional nuevo que culminaría la formulación del plan, hasta su adopción 
por parte del alcalde el 10 de agosto del año 2007. 
El comienzo del proceso de formulación del plan parcial, tuvo como 
fundamento el reconocimiento de la transformación que debía generarse en 
el barrio para dar cumplimiento a los lineamientos del ordenamiento 
territorial. En esa medida, la transformación debía ejecutarse considerando 
decisiones acertadas  para el barrio, que procuraran beneficios en los 
aspectos funcionales, formales, en los usos del suelo y en los elementos de 
significación y apropiación  cultural del espacio. 
El plan parcial comenzó su formulación con el apoyo de la Secretaría de 
Educación –Edúcame- de la Alcaldía de Medellín y la Fundación Coraje 
como representante de la comunidad del barrio. 
La propuesta, que desde su inicio tuvo como propósito la participación 
efectiva, se fundamentó metodológicamente en la implementación de 
talleres comunitarios con el fin de involucrar a los habitantes del sector en la 
formulación del plan parcial para lograr que la transformación del barrio 
fuera la más acertada. 
Para tal efecto, se propusieron dos (2) tipos de talleres. El primer tipo se 
orientó en dictar capacitaciones a los participantes para conocer temáticas y 
herramientas propias del urbanismo y la arquitectura.  
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El segundo tipo, estuvo dirigido al reconocimiento e identificación de los 
aspectos estratégicos que debían estructurar la propuesta del plan parcial; 
al respecto, su desarrollo dependió de la convocatoria hecha a los grupos 
económicos del barrio: los madereros, los textileros, los informales, los 
mecánicos y repuesteros y los institucionales.  
Los talleres se organizaron como una propuesta vivencial y participativa 
para desarrollar capacidades de lectura del ambiente  del barrio en sus 
dimensiones físico-espacial y de relaciones humanas y en esa medida 
establecer los fundamentos esenciales para la creación del plan parcial. 
Pudo establecerse entonces con el avance de los talleres, que el barrio se 
caracterizaba por la pluralidad de actividades que generan un mercado vital 
articulando una cadena comercial complementaria basada en la economía 
formal e informal que debe consolidarse mediante la diversificación de usos 
actuales como de los nuevos y la necesidad de agrupar por núcleos los usos 
del sector para definir actividades económicas. 
Como complemento a los talleres vivenciales, se conformaron Mesas de 
Trabajo como espacios de divulgación para consolidar el proceso de 
concertación y socialización. 
Las Mesas se clasificaron por grupos teniendo en cuenta las actividades 
económicas, los usos del suelo y las características comunes y homogéneas 
de las manzanas que componen el área de planificación. 
En las Mesas se discutían temas específicos de cada manzana. 
Características, situaciones y necesidades que sirvieran de insumo para la 
formulación del plan parcial. 
Se conformaron trece (13) Mesas integradas por propietarios, arrendatarios, 
trabajadores informales y representantes de los predios de las manzanas. 
Fueron coordinadas por la fundación Coraje y la Corporación Centro 
Mundial de la Moda. La Administración Municipal estuvo como facilitadora 
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del proceso. 
Cada Mesa tenía unos voceros  por manzana para representarla durante el 
proceso de negociación y gestión del plan parcial. 
La aplicación de los talleres permitió elaborar los lineamientos generales del 
plan parcial que se organizaron en una propuesta llamada Decálogo y 
contenía los principios estructurales del plan parcial, así: 
1. “El sector goza de muchas ventajas comparativas en relación con 
Medellín. 
2. La gente que trabaja aquí quiere quedarse aquí. 
3. Dentro del sector hay unas redes que se apoyan mutuamente en el 
trabajo. 
4. El sector tiene que modificarse, tanto por las transformaciones que ha 
tenido el entorno, por los requerimientos de Planeación y por sus propios 
requerimientos y su microeconomía. 
5. El trabajo hay que protegerlo, incrementarlo y aumentarlo en 
productividad. 
6. Para ser más productivo y rentable, el sector debe traer más clientes y 
ofrecer más servicios. Entre estos servicios se incluye la limpieza y el 
cambio de imagen. 
7. En busca de una mayor productividad el sector debe transformarse en 
función del mercado. No sólo saber y hacer muchas cosas, que es el 
patrimonio más valioso del barrio, sino buscar que ese saber se ajuste a las 
necesidades del mercado. 
8. El usufructo del mejoramiento físico y productivo debe ser para los que 
trabajan en el barrio, no para los recién llegados. 
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9. Todos tienen cabida en el barrio, trabajadores informales y formales. 
10. No hay redentores, el proceso debe liberarlo y desarrollarlo la 
comunidad” (Wolf, 1999: 113). 
El decálogo fue la base de la propuesta del plan parcial, que se sustentó en 
dos ejes, el económico y el físico-ambiental. 
El eje económico tuvo como fundamento el trabajo con los grupos de 
madereros, repuesteros, y textileros. Los madereros tenían la posibilidad de 
agruparse en construcciones de varios niveles. En el primer piso ubicar los 
aserríos y la madera en bruto, en el segundo y tercer nivel ubicar los 
productos procesados para exhibición, además de parqueaderos y venta de 
productos complementarios. 
Los repuesteros, se organizarían sobre la posibilidad de formar cadenas 
productivas para ofrecer servicios más amplios y aprovechar el 
conocimiento adquirido en la recuperación y adaptación de motores y 
vehículos antiguos para exportarlos. 
“Se trata de impulsar un “Sindicato de Defensa y Desarrollo”, estrategia que 
tan buen resultado le dio al “Sindicato Antioqueño”. La amenaza que los 
llevó a la gestación y desarrollo de su sindicato, es la misma amenaza que 
pesa sobre el barrio: grupos poderosos que quieren hacerse al sector y 
desarrollarlo en un futuro, haciendo lo posible para deprimirlo hoy y obtener 
mayor beneficio económico luego” (Wolf, 1999: 114a). 
El eje físico-ambiental, definió la necesidad de cambiar las formas de los 
edificios del sector, considerando la magnitud de las actividades económicas 
de la mecánica y la madera. Para ello se consideraron tres dimensiones del 
territorio, la horizontal, la vertical y la relacionante. 
La dimensión horizontal diferencia el espacio público y el privado, el 
manzaneo y el loteo, es la parte más difícil de cambiar y que necesitaba 
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mayor consenso. 
La dimensión vertical definió las alturas y densidades. 
La dimensión relacional definió los usos y apropiaciones. 
Esta propuesta de plan parcial definió la manzana como la unidad de 
actuación básica, estableciendo el espacio público y el privado. Se definió 
otro espacio como semipúblico, de carácter privado pero de 
aprovechamiento público, en especial para clientes y visitantes. 
Al respecto, la siguiente cita observa lo que fue aquella iniciativa, así: 
“La propuesta 
Toda manzana se considera como un edificio de propiedad horizontal donde 
cada dueño tiene un porcentaje de propiedad privada y un porcentaje de 
zona común. La suma de todos los porcentajes es igual al 100%, cada 
propietario aporta y conserva el porcentaje en la manzana, cuando se 
desarrolle la propuesta, obtiene un porcentaje adicional, sobre los metros 
cuadrados de más que se construyan en la manzana. 
Si los metros de más se venden, él ganará en porcentaje igual al que posee, 
si se alquilan el porcentaje de alquiler será el mismo. 
Los porcentajes se pueden transformar en acciones. 
Una junta, que puede ser la misma Fundación Coraje, administrará todas las 
manzanas y resolverá los conflictos. 
La dimensión vertical 
Esta dimensión estará regulada por las normas del P.O.T y del plan parcial y 
podrá modificarse con el consentimiento del 51% de los propietarios de cada 
manzana” (Wolf, 1999: 116b).  
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En cuanto a los trabajadores informales, la propuesta del plan parcial 
concibió la posibilidad de considerarlos como arrendatarios de los espacios 
y servicios complementarios de las manzanas, no obstante, asociados en 
cooperativas pudieron tener la opción de compra sobre las acciones que se 
vendieran por manzana. La cooperativa les garantizaría ingresos y 
protección en salud y atención familiar. 
3. Planeación y participación. Las relaciones de poder en el Plan 
Parcial Corazón de Jesús 
 
Para realizar el acercamiento analítico e interpretar los elementos 
considerados como relaciones de poder al interior del Plan Parcial Corazón 
de Jesús, se aplicará el mismo esquema utilizado en el análisis del Plan 
Parcial Plaza de Ferias. 
 
La interpretación conserva la estructura basada en la identificación del tipo 
de poder, la consideración política y el hallazgo. 
 
1. Características espaciales. La confluencia del valor territorial 
Tipo de poder: poder económico y poder político. 
 
Consideración política: 
El plan parcial se aplica en zonas urbanas y suelos de expansión que se 
deben incorporar al perímetro urbano. Ello implica la existencia de territorios 
estratégicos, con características especiales que estimulan el 
posicionamiento sobre el suelo de intereses políticos y económicos, y en 
esa medida la generación de relaciones de poder para el logro de 
determinados propósitos. 
La existencia histórica del Barrio Corazón de Jesús en el centro de la ciudad 
ha permitido la confluencia de múltiples usos del suelo, que han ido 
generando una actividad económica de gran relevancia para el sector y la 
ciudad. 
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Con el paso de los años el barrio fue especializándose en las labores de 
textilería, servicio automotriz en todas sus especificaciones y maderas. 
 
Sobre estas actividades el sector ha sido un espacio vital y dinamizador de 
la economía de la ciudad. 
 
Según la información suministrada en el trabajo de campo por la fundación 
Coraje, el barrio atiende 5 millones de clientes al año en sus distintas 
actividades, generan alrededor de 7.000 empleos directos y 21.000 
indirectos aproximadamente y tributan al año cerca de $12. 500 millones de 
pesos. 
 
Adicionalmente, el Barrio está ubicado cerca a varias de las principales vías 
de la ciudad. La Avenida San Juan, la Calle Colombia, la Avenida del 
Ferrocarril y la Avenida Regional (Corredor Metropolitano de Servicios). 
 
Todo lo anterior, hace del Corazón de Jesús un lugar estratégico para el 
desarrollo de la ciudad, desde el punto de vista económico, tecnológico, 
histórico, arquitectónico y urbanístico. 
 
Al respecto, la formulación del tratamiento urbanístico de Renovación 
Urbana genera para el sector la expulsión de algunos usos, a partir de las 
directrices del POT pero necesarios para la ejecución del plan parcial. 
 
Esta situación configura entonces relaciones de poder, pues el cumplimiento 
de las disposiciones de ordenamiento territorial obliga al Estado a 
ejecutarlas. Ello implica la expulsión de usos tradicionales pero ya 
inapropiados y el reclamo ciudadano por mantenerlos. 
Derivando de esta situación las disputas que se presentaron durante el 
proceso de formulación del plan parcial entre el gobierno y los habitantes del 
barrio. 
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2. Norma y territorio. El ejercicio de las disposiciones públicas 
Tipo de poder: poder político. 
 
Consideración política: 
La fortaleza institucional estatal y su capacidad para aplicar el modelo 
territorial y las directrices dadas por el POT y la normatividad urbanística. 
Además de su capacidad de negociación y generación de consensos entre 
la población y los actores privados asociados al desarrollo urbano. 
 
Se identifica como relación de poder político la expedición del Acuerdo 038 
de 1990.  Al respecto, el gobierno municipal tras la fijación de esta 
disposición comienza a ejercer el poder coercitivo para prohibir y expulsar 
del sector los usos establecidos en esta parte del centro de la ciudad. 
Además, la regulación establecida al haber expedido las Licencias de 
Funcionamiento para cada uno de los establecimientos en aquel momento, 
necesarios para ejercer las actividades. 
 
Ahora bien, tras la existencia de este Acuerdo, la comunidad por su misma 
iniciativa y representada por la Fundación Coraje, organización líder del 
sector, se organizan y comienzan a discutir y analizar el contenido y los 
planteamientos de esta norma y las consecuencias que les podría traer. 
 
La amenaza de expulsión los obligó unificarse para defender sus intereses 
sobre el territorio de una manera más eficaz en vez de ejecutar acciones 
desarticuladas. 
 
Este hecho, permitió la conformación de instancias para el diálogo y la 
interacción entre las partes, en la medida en que se reconocieron las 
intenciones e intereses del Estado (Municipio de Medellín) y los 
comerciantes del barrio. 
A partir de la expedición del Plan de Ordenamiento Territorial y de su 
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disposición de desarrollar el Barrio Corazón de Jesús como un polígono de 
Renovación Urbana que la comunidad pensaría en formular ellos mismos el 
plan parcial que la norma obligaba ejecutar para los nuevos desarrollos en el 
barrio, uniendo los sectores económicos tradicionales, la madera, los 
servicios automotrices y de mecánica y las confecciones y textilería. 
La amenaza de expulsión detonó la organización de la comunidad y la 
iniciativa para formular el plan parcial. 
 
Todo este proceso fue dirigido por la Fundación Coraje. Entre los años 2005 
y 2006 el Municipio de Medellín auspicia la iniciativa contratando una 
arquitecta que permitiera darle fin al proceso de formulación del plan, tras la 
salida de las personas que inicialmente comenzaron el proceso. 
 
3. usos del suelo. Las expresiones del poder político y económico 
Tipo de poder: poder político. 
Consideración política: 
El plan parcial desarrolla y complementa las disposiciones del POT, en 
cumplimiento de las normas que orientan las actuaciones urbanísticas para 
lograr espacios urbanos de óptima calidad, la definición de usos del suelo y 
los aprovechamientos. Ello implica la aplicación de una cadena jerárquica 
para el ordenamiento territorial, donde una norma inferior desarrolla lo que 
dispone la norma superior a través de las respectivas instituciones y 
organismos públicos. 
 
Define el poder político a través de la asignación de los usos del suelo. En 
este sentido, se ejercen las disposiciones estatales en materia de 
ordenamiento territorial mediante el POT. 
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Para el Plan Parcial Corazón de Jesús la asignación de usos es la siguiente: 
 Usos permitidos: 
Aquellos permitidos para el centro Tradicional y Representativo. Actividades 
institucionales, culturales, comerciales y de servicios de importancia y 
escala metropolitana. 
Uso residencial. Permitido para todas las Unidades de Actuación 
Urbanística. 
El uso residencial sólo se permite a partir del cuarto piso, sobre el zócalo 
urbano. Pero aquellas actividades de industria liviana y no contaminante, 
como maquilas, manufacturas, artesanías. 
Los deportes de salón en primer piso, billar, tenis de mesa, ajedrez, bolos, 
baile deportivo, entre otros. Se prohíbe salones de juego y azar. 
 Usos complementarios y compatibles condicionados: 
Comercio minorista de demanda cotidiana (productos de mercado, 
alimentos, pequeñas tiendas). 
Comercio minorista de vehículos, máquinas y equipos. 
Comercio minorista industrial (accesorios y repuestos livianos). 
Comercio mayorista general. 
Comercio de riesgo tecnológico y ambiental. 
Servicios a vehículos. 
Servicios menores de reparación. 
Servicios básicos (funerarios y similares). 
Industria (artesanal y similar). 
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 Usos prohibidos (para la nuevas edificaciones a partir de la entrada 
en vigor del plan): 
Comercio minorista de recuperación de materiales. 
Comercio mayorista de víveres. 
Comercio mayorista de vehículos, maquinarias y equipos. 
Comercio mayorista industrial pesado. 
Comercio de riesgo tecnológico y ambiental. 
Reparación y mantenimiento de vehículos, maquinarias y equipos. 
Servicios al vehículo. 
Talleres industriales. 
Servicio, transporte, almacenamiento y bodegaje de mercancías. 
Comunicaciones. 
Alojamiento. 
Usos industriales. 
Gran industria. 
Sobre los usos prohibidos, estos pueden permanecer temporalmente en el 
área de planeación hasta que se comiencen a ejecutar las unidades. Ello 
establece un régimen de transición desde la adopción del plan hasta el 
comienzo de ejecución de las unidades. 
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4. El consenso social. Fundamento de la participación ciudadana 
Tipo de poder: poder político. 
Consideración política: 
El plan parcial requiere de la concertación social, pues debe tener en cuenta 
recomendaciones y observaciones de vecinos, propietarios y de aquellas  
personas u organizaciones involucradas en su proceso de formulación y 
gestión. Ello indica que se deben generar consensos sociales de modo que 
se puedan conciliar los desacuerdos existentes. 
 
Durante el proceso de formulación del plan parcial, se hicieron talleres 
participativos en distintas áreas, a saber: diseño arquitectónico, imaginarios 
colectivos y de memoria cultural. 
 
Luego se conformaron las Mesas de Concertación y Negociación por 
manzanas homogéneas siguiendo las igualdades en las actividades y usos 
establecidos. 
 
Se conformaron 13 mesas, cada una tuvo una definición en cuanto al sector 
económico al que pertenecía y unos temas específicos sobre los que 
trabajaba. 
 
A partir de allí se comenzaron a tratar todas las estrategias que se debían 
establecer con la elaboración del plan parcial para intervenir el barrio y 
proponer las alternativas. 
 
A través de las Mesas se logró la concertación. Ello implicó que tanto la 
comunidad como el gobierno local cedieran en sus pretensiones y se 
lograran los acuerdos que permitieron la finalización del plan y la definición 
de los usos del suelo. 
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5. ordenamiento territorial. La existencia de un proyecto ético-político 
Tipo de poder: poder político. 
 
Consideración política: 
Los planes parciales se fundamentan en los principios ideológicos de la Ley 
388 de 1997 y en la función pública del urbanismo, ello implica la aplicación 
de ideales políticos constitutivos de la estructura organizativa y funcional del 
Estado colombiano, forjados a través de su historia política y de constitución 
como república en el marco del Estado social de derecho. 
Se determina esta relación de poder a partir de los principios básicos del 
ordenamiento territorial colombiano consagrados por la Ley 388 de 1997, a 
saber: 
 La función social y ecológica de la propiedad. 
 La prevalencia del interés colectivo sobre el particular. 
 La distribución equitativa de cargas y beneficios. 
 
6. Políticas. Estructuras ideológicas del plan parcial 
Tipo de poder: poder ideológico. 
 
Consideración política: 
Los planes parciales se fundamentan en los principios ideológicos de la Ley 
388 de 1997 y en la función pública del urbanismo, ello implica la aplicación 
de ideales políticos constitutivos de la estructura organizativa y funcional del 
Estado colombiano, forjados a través de su historia política y de constitución 
como república en el marco del Estado Social de Derecho. 
 
Se identifica esta relación de poder desde “Las Políticas” que configuran el 
horizonte ideológico del Plan Parcial Corazón de Jesús e identifican  las 
características y realidades del barrio, su configuración y pretensiones 
urbanísticas y las condiciones relativas a los usos del suelo, además, 
describen y definen el proceso general dado para la formulación del mismo. 
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Las políticas del plan parcial se evidencian de la siguiente manera: 
 La protección a moradores y a actividades económicas. Generar 
alternativas para los usos y pobladores que por motivos de interés 
general serán afectados por la intervención del plan parcial. 
 La Responsabilidad Social Empresarial (RSE). Establecer vínculos de 
confianza entre los proveedores nacionales e internacionales y las 
empresas comercializadoras de estos en el barrio. De modo que la 
cadena establecida se soporte en criterios de rentabilidad económica 
y social. 
 La permanencia. Privilegiar las actividades y población existentes, 
tomando como base la transformación y cualificación física hacia un 
sector más productivo, conectado a la ciudad y respetuoso del 
espacio público. igualmente, se busca consolidar los sectores de 
comercio y servicios, con participación de pequeña industria 
complementaria, al tiempo que surjan nuevos usos, institucionales y 
de vivienda a partir de la sectorización. 
 La concertación. Busca generar consensos y acuerdos entre los 
agentes directos del desarrollo del plan, es decir, los propietarios de 
las tierras, los negocios y habitantes del sector, a partir de las 
posibilidades de mejorar la funcionalidad y rentabilidad de las tierras y 
negocios, al mismo tiempo que se establecen soluciones a los 
conflictos permanentes en torno al uso y explotación de los espacios 
públicos. 
7. Protección territorial. La fuente del desarrollo local 
Tipo de poder: poder ideológico. 
Consideración política: 
Los planes parciales se fundamentan en los principios ideológicos de la Ley 
388 de 1997 y en la función pública del urbanismo, ello implica la aplicación 
de ideales políticos constitutivos de la estructura organizativa y funcional del 
Estado colombiano, forjados a través de su historia política y de constitución 
189 
 
como república en el marco del Estado Social de Derecho. 
Este hallazgo define esta relación de poder pues complementa las 
disposiciones generales consagradas en los principios básicos del 
ordenamiento territorial dados por la Ley 399 de 1997. 
Para el Plan Parcial Corazón de Jesús, se evidencian los elementos básicos 
de protección social en el sentido de establecer las fuentes para garantizar 
condiciones adecuadas de desarrollo económico y social al momento de 
ejecutar el Plan Parcial. 
Los siguientes son los principios que sustentan las estrategias territoriales 
del plan: 
 Restablecimiento de condiciones iniciales. 
 Equidad. 
 Inclusión. 
 Derecho de preferencia. 
 Protección a moradores. 
En virtud de lo anterior, el plan parcial ha determinado la formulación de 
unos perfiles de programas y proyectos en acompañamiento de las 
operaciones urbanas, como se muestra a continuación: 
 Programa de fortalecimiento del tejido empresarial y renovación de la 
actividad productiva. 
 Proyecto de fortalecimiento a los trabajadores informales. 
 Programa de portafolio de oportunidades financieras y de estímulos 
para los diferentes empresarios e inversionistas del sector. 
 Programa de mitigación para la expulsión de usos y población. 
 Proyecto de City Marketing. 
 Proyecto de conformación de la gerencia del plan parcial. 
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8. ordenamiento territorial. Manifestación de las normas 
Tipo de poder: poder político. 
Consideración política: 
El plan parcial desarrolla y complementa las disposiciones del POT, en 
cumplimiento de las normas que orientan las actuaciones urbanísticas para 
lograr espacios urbanos de óptima calidad, la definición de usos del suelo y 
los aprovechamientos. Ello implica la aplicación de una cadena jerárquica 
para el ordenamiento territorial, donde una norma inferior desarrolla lo que 
dispone la norma superior a través de las respectivas instituciones y 
organismos públicos. 
 
Esta relación se sustenta en la fundamentación jurídica del plan parcial. 
Desde punto de vista, la propuesta urbanística del plan acoge las 
disposiciones normativas que fundamentan el ordenamiento territorial en 
Colombia y Medellín. 
 
Así, esta relación de poder se caracteriza por definir a favor del Estado la 
capacidad de decidir sobre el ordenamiento territorial y el desarrollo urbano 
de la ciudad, conforme lo evidencia el plan parcial. 
 
La jerarquía normativa para el plan parcial se definió de la siguiente manera: 
 Ley 388 de 1997. Fundamento básico del ordenamiento territorial en 
Colombia. 
 Acuerdo Municipal 062 de 1999. POT de Medellín. 
 Decreto 1212 de 2000. Norma que reglamenta los planes parciales 
en Medellín. 
 Acuerdo 23 de 2000. Norma que adopta las Fichas Resumen de 
Normativa Urbana. 
 Decreto 351 de 2007. Norma que define los ámbitos de reparto para 
Medellín. 
191 
 
 Decreto 409 de 2007. Adopción de la Normativa específica (Acuerdo 
46 de 2006). 
 Decreto No. 1316 de 2007. Aprueba el Plan Parcial Corazón de 
Jesús. 
 
9. El valor del suelo. Propuestas de ciudad 
Tipo de poder: poder económico. 
 
Consideración política: 
El plan parcial desarrolla y complementa las disposiciones del POT, en 
cumplimiento de las normas que orientan las actuaciones urbanísticas para 
lograr espacios urbanos de óptima calidad, la definición de usos del suelo y 
los aprovechamientos. Ello implica la aplicación de una cadena jerárquica 
para el ordenamiento territorial, donde una norma inferior desarrolla lo que 
dispone la norma superior a través de las respectivas instituciones y 
organismos públicos. 
Este hallazgo define la relación de poder al incorporar para el plan parcial 
los principales fundamentos económicos de ciudad asignados por el POT. 
Conforme lo dispuesto por el Acuerdo Municipal 062 de 1999, para el 
modelo de ocupación territorial, el plan parcial pretende renovar el Barrio 
Sagrado Corazón de Jesús desde: 
El fortalecimiento de la Plataforma Competitiva de la ciudad, para potenciar 
y diversificar los usos existentes, mejorando las condiciones de su 
funcionamiento. 
La localización de nuevas formas de producción compatibles y 
complementarias a las actuales. 
El mejoramiento del espacio público, la dotación de equipamientos, la 
integración de espacios y el mantenimiento de la memoria cultural del barrio. 
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10. Los objetivos. El trazado de la ruta para el desarrollo local 
Tipo de poder: poder político. 
Consideración política: 
El plan parcial desarrolla y complementa las disposiciones del POT, en 
cumplimiento de las normas que orientan las actuaciones urbanísticas para 
lograr espacios urbanos de óptima calidad, la definición de usos del suelo y 
los aprovechamientos. Ello implica la aplicación de una cadena jerárquica 
para el ordenamiento territorial, donde una norma inferior desarrolla lo que 
dispone la norma superior a través de las respectivas instituciones y 
organismos públicos. 
Este hallazgo define la relación de poder al identificar en los objetivos del 
plan parcial la realización de los principios del ordenamiento territorial 
consagrados en la Ley 388 de 1997. 
Además de establecer los aspectos urbanísticos y físico-espaciales, los 
objetivos incorporan elementos sociales y económicos que definen 
actuaciones integrales. 
Lo anterior se evidencia a través del objetivo general y los objetivos 
específicos, así: 
Objetivo general: 
“Privilegiar las actividades y proteger la población existente, a partir de un 
conocimiento profundo de la situación del barrio en todos sus aspectos 
físicos, económicos, sociales y ambientales; teniendo clara la 
transformación y cualificación física que genere mejores condiciones de 
habitabilidad, una mejor conexión a la ciudad, que respete el espacio 
público, brinde seguridad y que permita a partir de la renovación fortalecer 
su productividad y que permite nuevas oportunidades productivas” ( Decreto 
Aprobatorio Plan Parcial Sagrado Corazón, artículo 6). 
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Objetivos específicos:  
La conservación de las actividades tradicionales. 
La renovación a través de su ordenamiento físico, desde el manejo estético 
de espacios públicos, del medio ambiente. 
La consolidación de las cadenas productivas existentes, dinamizando los 
sectores comercial y de servicios, pero incluyendo como nuevo uso la 
vivienda. 
La localización de nuevos usos, institucionales, sociales, comerciales y de 
servicios distintos  a los ya existentes. 
La generación de dinámicas inmobiliarias positivas, para favorecer procesos 
de densificación y crecimiento en altura, el mejoramiento técnico de las 
edificaciones y el cambio paulatino de los usos y vocaciones comerciales y 
de servicios. 
11. Lo público y lo privado. La puesta en marcha de objetivos comunes 
Tipo de poder: poder político y poder económico. 
 
Consideración política: 
El plan parcial puede ser de iniciativa pública (estatal), privada, comunitaria 
o mixta. Lo que indica la existencia de múltiples actores y las posibilidades 
de ejecutar sobre el territorio sus intereses; interés público (general o 
colectivo) e interés privado (dinámicas inmobiliarias o del mercado), 
participando en los distintos procesos del desarrollo urbano. 
 
Este hallazgo determina la relación de poder al establecer los mecanismos 
para la gestión del plan parcial y dar cumplimiento a las disposiciones 
normativas y proyectos urbanísticos propuestos. 
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Al respecto, el plan parcial contará con dos clases de gestores. Una entidad 
gestora de carácter privada y una entidad de carácter pública. 
 
La gestión de lo privado, atribuye a los propietarios de los predios esta 
función, considerando que la formulación del plan fue de iniciativa privada. 
Para ello puede conformarse una entidad gestora o alguna forma de 
asociación contemplada en el ordenamiento jurídico para desarrollar cada 
UAU. 
 
La gestión de lo público, establece la responsabilidad de facilitar y orientar  
la aplicación de las normas previstas en el Decreto aprobatorio del Plan, con 
especial énfasis en el espacio público y las cargas urbanísticas. 
 
Además, debe coordinar con la entidad gestora de lo privado la entrega 
material y jurídica de las áreas que son objeto de cesiones urbanísticas. La 
gestión de lo público podrá ejercerse por el Municipio de Medellín o por una 
entidad privada constituida para tal fin. 
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Los instrumentos de gestión. Un ejercicio de poder territorial 
 
La idea central que soporta el desarrollo de esta investigación se sustenta 
en asumir que el ejercicio de formulación y ejecución de un plan parcial 
favorece la confluencia de tres tipos básicos de poderes sobre el 
ordenamiento territorial de la ciudad, configurados por los intereses y 
posibilidades de los agentes que los detentan. En esa medida, estas 
formas de poder son: el poder político, el poder  económico y el poder 
ideológico.  
 
Si bien cada una de estas formas es diferente e independiente de las 
demás, su ejercicio sobre el territorio no se presenta en formas puras, es 
decir, aplicados exclusivamente por sus principales actores y bajo las 
condiciones y características establecidas en su definición, sino que 
durante el proceso de formulación y ejecución de los planes parciales se 
presentan articulaciones y mixturas  en el ejercicio de los mismos porque 
el desarrollo de los intereses que tienen los actores requiere  el 
establecimiento de alianzas estratégicas o formas asociativas para 
superar obstáculos jurídicos, económicos, políticos, urbanísticos y sociales 
y otros más que puedan presentarse a lo largo del proceso. 
 
En ese sentido cada forma de poder no es exclusiva, tienen la capacidad 
de mezclarse entre sí y generar dinámicas que afecten el ordenamiento 
territorial. Desde este punto de vista, es posible que el poder político 
mediante sus decisiones produzca, incorpore y favorezca al poder 
económico y viceversa. 
Así, las fronteras entre uno y otro poder no son límites infranqueables, 
sino lugares de común tránsito entre los actores públicos y privados de 
acuerdo a  sus intereses sobre la ciudad o sectores específicos de ella. 
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Para el caso de los planes parciales seleccionados en esta investigación -
Corazón de Jesús y Plaza de Ferias-, la idea anterior cobra especial 
relevancia, pues si bien cada uno de ellos pertenece a un tratamiento 
urbanístico distinto y se encuentran ubicados en lugares diferentes de la 
ciudad los procesos que llevaron a su formulación demuestran la 
confluencia de intereses económicos y políticos y como estos se 
desenvolvieron a lo largo del proceso de planeación. 
 
En ambos casos, la participación inicial en el proceso de formulación tuvo 
la dirección del poder político, que a través del Estado expidió distintos 
elementos normativos para la fijación de los planes parciales y  los 
cambios en los usos del suelo que tradicionalmente se desarrollan en 
estos sectores. 
Luego, participa el poder económico, representado en la comunidad 
productiva de cada sector que percibe como negativa la expedición de 
tales planes parciales y en virtud de ello se opone, pues tal situación 
suscita el declive financiero de las zonas, desempleo y crisis sociales por 
la expulsión y prohibición de las actividades productivas allí realizadas. 
 
En el caso de Plaza de Ferias, la participación del sector económico allí 
asentado, influenció al Estado para no realizar el plan parcial mediante un 
acuerdo de voluntades. Lo que evidencia la capacidad del poder 
económico de intervenir en los asuntos del poder político, y en virtud de 
ello modificar decisiones administrativas a su favor. 
 
En Corazón de Jesús, la expedición del Acuerdo 038 de 1990  para la 
expulsión  y prohibición de los usos tradicionales, demuestra la 
participación del poder político como agente activo en la modificación de 
actividades económicas arraigadas profundamente en el territorio. Sin 
embargo, la participación de la comunidad de la zona logró favorecer los 
intereses allí contenidos, pues la realización del plan parcial tuvo su activa 
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asistencia y en esa medida los acuerdos logrados se orientaron para 
obtener el máximo beneficio en su favor en cuanto al mantenimiento de 
actividades. 
 
La definición de cada tipo de poder no establece un análisis neutro, es 
decir, el establecimiento de una sola postura y su mantenimiento en ella. 
Cada esfera del poder atribuye a quien la detenta la posibilidad de 
influenciar las otras tipologías y en virtud de ello establecer alianzas, 
convenios o asociaciones con quienes considere adecuado para obtener 
determinados fines. 
Bajo esta perspectiva, se puede evidenciar que el ejercicio de estos 
poderes no es una actividad neutra ni homogénea, pues su configuración 
interna establece diferencias entre cada persona u organización que los 
ejecuta, con lo cual se define aun más que estas formas de poder no se 
encuentran de manera pura en el medio sino que pueden mezclarse entre 
sí en pos de objetivos. 
 
Lo anterior se evidencia en ambos planes parciales para el poder político. 
En el caso de Corazón de Jesús, de un lado se encontraba la Secretaría 
de Educación que quería reconocer y mantener el patrimonio humano y 
social existente en virtud de las actividades económicas y del otro lado, el 
Departamento Administrativo de Planeación que promovía la primacía del 
Acuerdo 038 de 1990 para la transformación en los usos del suelo. 
 
Ahora bien, para el plan parcial Plaza de Ferias, las Empresas Varias de 
Medellín defendían la permanencia de la Feria allí mismo, con el propósito 
de mantener las actividades tradicionales y el Departamento 
Administrativo de Planeación veía como obligación el Desmonte de la 
Feria de Ganados para consolidar la Centralidad Norte y las directrices del 
Plan de Ordenamiento Territorial. 
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De este modo, cada tipo de poder establece unas condiciones particulares 
pero al mismo tiempo, su configuración interna las diversifica y define 
distintas funciones por lo que ninguna forma de poder es homogénea y 
pura. 
 
Aunque los planes parciales considerados en esta investigación son 
distintos y están ubicados en diferentes zonas de la ciudad, su formulación 
y adopción no fueron procesos  inconexos y desorientados. Desde el 
punto de vista del ordenamiento territorial sus posiciones  espaciales  
representan  para la ciudad objetivos estratégicos de desarrollo urbano. 
El Plan de Ordenamiento Territorial define el Modelo de Ocupación de la  
ciudad  bajo los principios de sostenibilidad ambiental, competitividad, 
equidad social y equilibrio funcional del territorio. 
Desde este punto de vista se establece una cadena jerárquica que articula 
los instrumentos de gestión territorial para cumplir desde su aplicación 
específica cada principio. 
 
Plan Parcial Plaza de Ferias 
El eje estructural sobre el cual se ha erigido la Plaza de Ferias a lo largo 
de su historia ha sido la actividad agropecuaria, pero especialmente la 
ganadería. A partir de ella se ha dado la configuración de los usos del 
suelo en este sector de la ciudad y el establecimiento de relaciones 
económicas, sociales y urbanísticas en torno a este mercado. 
 
La especialización de esta actividad ha permitido la permanencia de 
actores de este sector económico. La configuración de la Plaza de Ferias 
distingue la presencia de industriales agropecuarios, ganaderos, 
propietarios de haciendas y suelos, carniceros, comerciantes de cuero y 
sus derivados, comisionistas, transportadores de ganado, cooperativas, 
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proveedores de insumos agropecuarios y trabajadores informales como 
quienes asean el ganado, quienes  lo ubican en los establos, quienes lo 
reciben cuando llegan a la Feria, vendedores ambulantes y otros más. 
 
La  Sociedad Ganadera S.A. es la organización que  unificada a todos los 
actores que hacen presencia en la Feria de Ganados, está conformada 
por las Empresas Varias de Medellín, Colanta, Alimentos Cárnicos S.A. y 
el resto de agentes mencionados anteriormente. 
 
La importancia de la Plaza de Ferias es muy grande en virtud de dos 
razones.  
 
La primera de ellas, se concibe a partir de las complejas relaciones 
sociales creadas allí, principalmente por su  vocación económica a partir 
de la generación de empleos y recursos financieros pues reporta 
ganancias multimillonarias que superan los miles de millones de pesos 
que se distribuyen en el orden municipal, departamental y nacional tanto 
para el Estado como para el sector privado. En la Plaza de Ferias confluye 
uno de los sectores más influyentes y poderosos de la economía 
colombiana que es el gremio ganadero, reconocido por su influencia en la 
dirección de políticas económicas y comerciales y en decisiones de 
gobierno. 
 
La segunda razón, concebida desde las directrices dadas por el Plan de 
Ordenamiento Territorial establece que el Plan Parcial Plaza de Ferias se 
ubica en la Centralidad de Equilibrio del Norte y es el primer y principal 
proyecto para su realización. Corresponde al tratamiento de redesarrollo y 
como “Área  en Transformación” indica la necesidad de desmontar 
completamente el uso actual y tradicional del suelo ocupado. Su 
formulación busca dotar a la zona norte de la ciudad de equipamientos y 
espacios públicos de alta calidad,  generar vivienda e introducir el 
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comercio y los servicios como actividades económicas contribuyendo así a 
la consolidación del Corredor Metropolitano de Servicios. 
 
Desde este punto de vista, el valor territorial del plan parcial es innegable 
y en esa medida la confluencia de intereses que determinan 
conveniencias e inconveniencias en torno a los nuevos usos propuestos y 
a los existentes. De todas formas, la existencia de ambas razones 
determina un dilema urbano pues cada una de ellas expresa un punto de 
vista válido y pertinente para el desarrollo de la ciudad. 
 
En términos de conveniencias, el primer orden de beneficios favorece a la 
ciudad, pues desde el punto de vista urbanístico se disminuye el déficit de 
espacio público, de equipamientos, de movilidad, de transporte, de 
servicios y  de vivienda en la zona norte. 
Además, genera el equilibrio territorial de esta zona a partir de la creación 
de espacio público y equipamientos para articular actividades deportivas, 
recreativas y culturales; estimula la localización de actividades 
económicas con proyectos de comercio, servicios e industria para la 
generación de nuevos empleos; convierte este espacio en un área 
multifuncional; promueve los desarrollos urbanísticos con vivienda en 
altura y sistemas de movilidad y transporte para conectar el oriente y el 
occidente de la ciudad y recupera ambientalmente la zona, incorporando 
nuevos elementos naturales. 
 
Otra escala de beneficios favorece al sector inmobiliario y de  la 
construcción, mediante el desarrollo de cada proyecto urbanístico y la 
generación de ganancias económicas. 
 
Ahora bien, las inconveniencias definen los aspectos negativos que 
vendrían tras la ejecución del plan parcial. Desde este punto de vista el 
principal afectado es el sector ganadero, pues la condición básica para el 
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comienzo del plan es el desmonte de la Feria de ganados, ello implica por 
tanto la expulsión de los usos tradicionales. 
Al respecto, esta decisión implica grandes consecuencias para el 
desarrollo económico, pues la finalización de las actividades rompe un 
eslabón importante en la cadena productiva, la generación de empleos y 
la obtención de recursos en la ciudad. 
 
El dilema urbano que genera este plan parcial se concentra en la 
existencia de las dos razones anteriormente expuestas. La permanencia 
de la Plaza de Ferias como expresión del poder económico en cabeza del 
sector ganadero y el desarrollo de la Centralidad Norte en cumplimiento 
de las disposiciones del Plan de Ordenamiento Territorial como expresión 
del poder político en cabeza del Municipio de Medellín. 
 
Ahora bien, la razón por la cual no se ha desarrollado aún el Plan Parcial 
Plaza de Ferias radica en la existencia de acuerdos político-económicos 
entre el Municipio de Medellín y la Sociedad Ganadera S.A. desde el año  
2002  en la administración del Alcalde Luis Pérez Gutiérrez.  
 
Cuando comenzó  la administración del Alcalde Sergio Fajardo 
Valderrama en el año 2004, hubo negociaciones de esta clase entre el 
nuevo gobierno y los representantes de la Feria de Ganados. Se pactó 
entonces un acuerdo entre ambas partes y el Estado se comprometió a 
que durante todo el tiempo de la administración  no impulsaría el 
desarrollo del plan parcial, ni estimularía el abandono de la misma, 
considerando las actividades allí realizadas y la importancia de la Feria en 
la economía de la ciudad y en la generación de empleos.   
 
En el año 2008, comienza el gobierno del Alcalde Alonso Salazar 
Jaramillo, y al respecto se fijaron de igual manera los mismos acuerdos 
realizados con el gobierno anterior, en un ejercicio de continuidad de la 
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voluntad política. 
 
Lo anterior indica la capacidad de influencia del poder económico sobre el 
poder político y la disposición de este último en mantener los acuerdos e 
intereses comunes. Se evidencia por tanto, que el ejercicio de ellos no es 
una práctica restringida y exclusiva, si no que por el contrario es abierta y 
favorece su interrelación.  
 
 Plan Parcial Corazón de Jesús 
El plan Parcial Corazón de Jesús pertenece al Centro Tradicional y 
Representativo de la ciudad, bajo el tratamiento de Renovación Urbana. 
Sus propósitos se dirigen a la consolidación en el centro urbano de 
actividades institucionales, culturales, comerciales y de servicios. 
Mantener su capacidad de convocatoria. Albergar multiplicidad de 
funciones y actividades económicas y promover el uso residencial para 
superar las condiciones de deterioro y conflicto funcional.  
La importancia territorial del Plan Parcial Corazón de Jesús se fundamenta 
principalmente en dos razones. 
La primera de ellas se determina por la existencia histórica del Barrio 
Corazón de Jesús en el centro de la ciudad que ha permitido la 
confluencia de múltiples usos del suelo, generando una actividad 
económica de gran relevancia para el sector y la ciudad a partir de su 
especialización en las labores de textilería, servicio automotriz en todas 
sus especificaciones y maderas.  
Sobre estas actividades el sector ha sido un espacio vital y dinamizador 
de la economía de la ciudad porque atiende 5 millones de clientes al año 
en sus distintas actividades que generan alrededor de 7.000 empleos 
directos y 21.000 indirectos aproximadamente y tributan al año cerca de 
$12.500 millones de pesos. 
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Adicionalmente, el Barrio está ubicado cerca a varias de las principales 
vías de la ciudad. La Avenida San Juan, la Calle Colombia, La Avenida del 
Ferrocarril y La Avenida Regional (Corredor Metropolitano de Servicios). 
La segunda razón se fundamenta en las disposiciones dadas por el Plan 
de Ordenamiento Territorial que a través del Modelo de Ocupación define 
para el Barrio su valor espacial para fortalecer la Plataforma Competitiva 
de la ciudad, potenciar y diversificar los usos existentes y mejorar las 
condiciones de su funcionamiento. Localizar nuevas formas de producción 
compatibles y complementarias a las actuales y mejorar el espacio 
público, la dotación de equipamientos, la integración de espacios y el 
mantenimiento de la memoria cultural del barrio. 
Conforme lo anterior, el Barrio Corazón de Jesús es en sí mismo un lugar 
estratégico para el desarrollo de la ciudad, desde el punto de vista 
económico, tecnológico, histórico, arquitectónico y urbanístico.  
Ahora bien, en términos de conveniencias que los nuevos usos traen para 
la ciudad y para el sector, el primer de nivel de beneficios se deriva de las 
disposiciones dadas por el Plan de Ordenamiento Territorial al definir 
como propósitos de ordenación los siguientes:  
La conservación de las actividades tradicionales. 
La renovación a través de su ordenamiento físico, desde el manejo 
estético, de espacios públicos. 
La consolidación de las cadenas productivas existentes, dinamizando los 
sectores comercial y de servicios, pero incluyendo como nuevo uso la 
vivienda. 
La localización de nuevos usos, institucionales, sociales, comerciales y de 
servicios distintos a los ya existentes. 
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La generación de dinámicas inmobiliarias positivas, para favorecer 
procesos de densificación y crecimiento en altura, el mejoramiento técnico 
de las edificaciones y el cambio paulatino de los usos y vocaciones 
comerciales y de servicios. 
La consolidación de la imagen del sector en términos de sus actividades 
productivas y de la visión futura. 
La creación de espacios públicos y equipamientos articulados mediante la 
consolidación de varias plazas y una red peatonal que estimulen el 
disfrute, la recreación y la participación ciudadana. 
La aplicación de la sana mezcla de usos al articular vivienda, comercio y 
servicios. 
Estimular la asociación y la solidaridad mediante el reparto equitativo de 
las cargas y beneficios para la ejecución de los proyectos. 
La participación de la comunidad en los asuntos relativos al plan parcial, 
donde puedan expresar sus intereses. 
Contribuir a la generación de empleos en el barrio a través de la 
articulación de los ámbitos físico, económico y empresarial. 
El establecimiento de redes y relaciones empresariales en el barrio para 
generar competitividad y articularse al resto de la ciudad. 
Desde este punto de vista, la implementación del plan parcial extiende los 
beneficios al conjunto de la población del barrio y a la ciudad en términos 
generales. 
No obstante, surgen inconveniencias que se representan por los efectos 
negativos en la implementación del plan,  básicamente por la expulsión y 
prohibición de los usos actuales. 
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Si bien el plan parcial se sustenta en los principios de la protección a 
moradores y a actividades económicas, en la Responsabilidad Social 
Empresarial (RSE), en la permanencia y la concertación para la 
disminución de impactos por el cambio de usos, las consecuencias 
negativas no se pueden evitar. 
Esto significa que las inconveniencias repercuten directamente en las 
personas y propietarios que deben salir del barrio, en las rupturas de las 
relaciones sociales y económicas generadas por la tradición y 
especialización productiva de la zona, en el desempleo y en la 
imposibilidad de generar más ganancias económicas. 
Al respecto, los usos permitidos determinan una configuración nueva para 
el barrio que transforma la vocación tradicional porque establecen 
primacía a las actividades de bajo impacto a través del uso residencial y 
comercial no mecánico, mientras que las actividades de tipo industrial en 
todas sus formas se limitan. 
De este modo, en la definición de los usos complementarios y 
condicionados se restringen las actividades relacionadas al servicio 
automotriz y a la industria maderera. 
 
Los usos prohibidos que a la entrada en vigencia del Decreto Aprobatorio 
del plan parcial se encuentren localizados dentro del área de planificación, 
pueden permanecer temporalmente bajo parámetros que no intervengan 
con los desarrollos del área de influencia de ese uso, hasta tanto se 
consolide alguna de las iniciativas que ofrezcan alternativas de 
reubicación de los usos y población que deberán salir de esta área. 
La fijación de los usos del suelo determina el proceso paulatino de 
renovación que debe realizarse. Si bien el propósito de este tratamiento 
urbanístico reconoce las realidades socioeconómicas preexistentes y 
consolidadas en el barrio a lo largo de muchos años de tradición y 
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relaciones y define estrategias para su conservación, es claro que el 
cambio debe producirse. 
Ante ello, el concepto de dilema urbano para el Plan Parcial Corazón de 
Jesús, asume una característica especial porque las circunstancias 
existentes justifican las razones a favor y en contra de la implementación 
del plan. Bajo esta perspectiva, las acciones implementadas demuestran 
las decisiones que se tomen en ejercicio del poder político y el poder 
económico y  la capacidad de generar acuerdos para lograr los fines 
establecidos. 
En cuanto a los usos del suelo y como experiencia previa a la formulación 
del plan parcial,  el Decálogo o declaración de principios determinó un 
elemento muy importante pues consignó un conjunto de acuerdos y 
posturas de los habitantes del barrio frente a las amenazas de expulsión y 
prohibición de usos. Este Documento estableció las condiciones 
fundamentales que deberían estructurar la formulación del plan parcial y 
se fundamentó en el reconocimiento de las condiciones y valores 
inherentes al barrio en términos económicos, sociales, culturales y 
urbanísticos como columnas vertebrales para la renovación del barrio.  
En esta declaración, los usos tradicionales relativos al servicio automotriz, 
industrial, maderero, comercial y de servicios se asumen como actividades 
representativas y estructurales del barrio que se deben conservar. Sin 
embargo, en la formulación del plan parcial, los usos prohibidos se 
refieren a las actividades que el Decálogo quería conservar.  
En ese sentido, se establecen contradicciones entre lo establecido por la 
normatividad y los acuerdos comunitarios. Esta medida, representa el 
ejercicio del poder sobre el territorio, que expresa la primacía del poder 
político en las decisiones del ordenamiento territorial. 
 
Ahora bien, la conformación de las trece (13) Mesas de Trabajo tuvo como 
propósito socializar y concertar la formulación del plan parcial entre todos 
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los habitantes del barrio. Estas Mesas se clasificaron por grupos, teniendo 
en cuenta actividades, usos del suelo y características comunes y 
homogéneas de las manzanas que componen el área de planificación. 
Estas mesas de trabajo, permitieron discutir temas específicos de cada 
una de las manzanas, como características, situaciones y necesidades en 
el plan parcial, permitiendo crear bases claras y conceptuales para su 
aplicación en las mismas. 
 
Las Mesas fueron conformadas por los propietarios, arrendatarios, 
representantes de los predios de las manzanas y por los trabajadores 
informales con el propósito de analizar la propuesta urbanística y en torno 
a ella generar los elementos suficientes y necesarios para lograr los 
acuerdos requeridos para la gestión del plan. 
 
Es claro, que la conformación de las Mesas buscaba legitimar el proceso 
de formulación del plan mediante la discusión de las propuestas 
urbanísticas y sociales generadas con anterioridad a lo largo del proceso 
histórico del mismo. Lo que supone que con anterioridad a las Mesas los 
propósitos e intereses ya estaban forjados. 
 
Para el caso del Plan Parcial Corazón de Jesús, su implementación  es 
hoy en día un proceso que cobra vida, pues algunas de sus unidades de 
actuación urbanística se encuentran en ejecución desarrollando proyectos 
privados.  
La elección de ambos planes parciales como objeto de estudio obedeció a 
la intención de explorar las razones que motivaron su formulación, y más 
aún comprender las causas por las cuales no se habían ejecutado, 
aunque debe aclararse que solo Plaza de Ferias sigue inactivo y Corazón 
de Jesús comienza a desarrollar algunas unidades de actuación. 
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Las respuestas para ello indican que la presencia  de los poderes 
anteriormente descritos han sido fuertes en su ejercicio y en esa medida 
han logrado influenciar los intereses de su contraparte, tanto para la 
ejecución como para la inactividad actuales en ambos planes parciales. 
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CONCLUSIONES 
La realización de esta investigación tuvo como propósito fundamental 
interpretar  el ejercicio de la planificación urbana como una actividad 
política a partir del análisis particular de uno de los instrumentos 
dispuestos por la legislación colombiana para el ordenamiento territorial, el 
plan parcial. 
El hilo conductor que guió la investigación se soportó en la estructura 
metodológica propuesta que contempló la articulación de cada una de las 
fases y de los elementos estructurales definidos en la elaboración del 
proyecto de tesis y que posteriormente se desarrollaron durante el 
proceso investigativo. 
 
El análisis realizado indica que el plan parcial es un instrumento de la 
planeación urbana colombiana que favorece el ejercicio de poderes sobre 
el suelo en virtud de su naturaleza y composición y conforme la existencia 
de intereses que sobre el territorio posean agentes estatales y privados. 
 
El plan parcial no es un instrumento cuya incorporación al sistema 
urbanístico colombiano haya sido un proceso desapercibido. Al contrario, 
su inserción al ordenamiento territorial obedeció a la confluencia de un 
conjunto de coyunturas y contextos políticos, económicos, jurídicos y 
urbanísticos que han moldeado la estructura social colombiana a lo largo 
de muchos años. 
 
En ese sentido, el plan parcial es heredero de los procesos históricos de 
urbanismo y ordenación territorial acaecidos en Colombia desde la 
segunda mitad del siglo XX. Desde este momento hasta hoy, la 
planeación en Colombia ha evolucionado, incorporando distintas 
características producto de la participación de agentes públicos y privados 
en la vida urbana y de la adopción de corrientes y metodologías 
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internacionales sobre desarrollo urbano, ordenamiento territorial y 
planeación.  
Al respecto, este proceso ha permitido que a lo largo del desarrollo de la 
planeación en Colombia la dirección, coordinación y ejecución de la 
misma haya estado en manos de distintos actores sociales.   
A comienzos de la segunda mitad del siglo XX la planeación urbana se 
encontraba bajo el mandato público, es decir, el Estado coordinaba las 
acciones planificadoras, incorporando lineamientos para el ordenamiento 
físico-espacial y el desarrollo económico.  
 
Desde la década de los años 80, ganó mucha relevancia la participación 
de los actores privados en la planeación y el desarrollo urbano, confiriendo 
a ellos mismos por parte del Estado la ejecución de responsabilidades y 
facultades públicas. 
 
Al inicio de los años 90, la planeación y el ordenamiento territorial 
favorecen la articulación pública y privada en su desarrollo, pues la 
consagración de nuevos principios constitucionales permitió la 
participación democrática de todos los ciudadanos colombianos en los 
asuntos estatales.  
 
En este sentido, la investigación permitió evidenciar que el ejercicio de 
formulación y ejecución de un plan parcial favorece la confluencia de tres 
tipos básicos de poderes sobre el territorio, configurados por los intereses 
y posibilidades de los agentes que los detentan. Estas formas de poder 
son: el poder político, el poder  económico y el poder ideológico. 
 
Al respecto, el poder político fue identificado como el monopolio sobre los 
medios de coacción física. Es ejercido por el Estado a partir de la 
aplicación de los instrumentos contemplados por las Leyes 9 de 1989 y 
388 de 1997 y por el conjunto de normas urbanísticas de orden nacional, 
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departamental y municipal. La principal característica del poder político la 
constituye la coacción, entendida como la posibilidad de obligar el 
cumplimiento de las disposiciones y mandatos del ordenamiento territorial. 
 
El poder económico se definió como la posesión de bienes o riquezas, 
determinado fundamentalmente por la propiedad y su dominio y la 
posibilidad de decidir sobre ella. Se asocia a los actores privados  o 
particulares y se representa fundamentalmente en el suelo, por ser la 
principal base sobre la que se ejerce el ordenamiento territorial. 
 
El poder ideológico fue identificado como aquel que se sustenta en el 
control de los medios de persuasión y se representa en la existencia de 
los principios sobre los cuales se fundamenta la Ley, en los términos 
filosóficos, éticos, morales y jurídicos del ordenamiento territorial. El poder 
ideológico es mediador de todo proceso de ordenación y desarrollo urbano 
pues regula las actuaciones públicas y privadas convirtiéndose en el punto 
de equilibrio entre el interés colectivo y el interés particular. 
 
No obstante, el ejercicio de estos poderes sobre el territorio no se 
presenta en formas puras, es decir, aplicados exclusivamente por sus 
principales actores y bajo las condiciones y características establecidas en 
su definición, sino que durante el proceso de formulación y ejecución de 
los planes parciales se presentan articulaciones y mixturas  en el ejercicio 
de los mismos porque el desarrollo de los intereses que tienen los actores 
requiere  el establecimiento de alianzas estratégicas o formas asociativas 
para superar obstáculos jurídicos, económicos, políticos, urbanísticos y 
sociales y otros más que puedan presentarse a lo largo del proceso. 
 
Aunque los planes parciales considerados en esta investigación son 
distintos y están ubicados en diferentes zonas de la ciudad, su formulación 
y adopción no fueron procesos  inconexos y desorientados. Desde el 
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punto de vista del ordenamiento territorial sus posiciones  espaciales  
representan  para la ciudad objetivos estratégicos de desarrollo urbano. 
El Plan de Ordenamiento Territorial define el Modelo de Ocupación de la  
ciudad  bajo los principios de sostenibilidad ambiental, competitividad, 
equidad social y equilibrio funcional del territorio. 
Desde este punto de vista se establece una cadena jerárquica que articula 
los instrumentos de gestión territorial para cumplir desde su aplicación 
específica cada principio. 
La ubicación de los suelos determina la adopción de los planes parciales, 
la fijación de intereses y la realización de determinadas acciones sobre el 
territorio. Además, favorece la participación ciudadana y el establecimiento 
de relaciones sociales entre los distintos actores involucrados en los 
procesos de formulación y ejecución de estos planes. 
Ahora bien, el valor territorial de los  planes parciales Corazón de Jesús y 
Plaza de Ferias se sustenta en la adopción, articulación y cumplimiento de 
los siguientes componentes del Modelo de Ocupación y objetivos del 
Imaginario de Ciudad: 
 Un crecimiento orientado hacia adentro, con énfasis en las zonas 
centrales cercanas al río Medellín, dotadas de infraestructuras que 
experimentan actualmente procesos de estancamiento, 
degradación o subutilización. 
 
  Una ciudad con un sistema jerárquico de centralidades en 
equilibrio dinámico, a partir del centro tradicional y representativo, 
de unas centralidades de equilibrio norte y sur y de los centros 
zonales. 
 Un centro tradicional y representativo con recuperada calidad y 
significación, mediante proyectos e intervenciones estratégicas a su 
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interior y en su periferia. 
 Un corredor de servicios metropolitanos de alta calidad urbanística, 
localizado a lo largo del Rio, en armonía e integración con usos 
residenciales y productivos. 
 Promover y apoyar el desarrollo de programas de renovación 
urbana y redesarrollo y la densificación en sectores de localización 
central, estratégica o con buena dotación de infraestructura y 
transporte. 
 Contribuir desde el ordenamiento territorial a la construcción de una 
ciudad equitativa y a la consolidación de una cultura de planeación 
y gestión urbanística democrática y participativa mediante la 
generación, promoción y apoyo a procesos relacionados al Plan de 
Ordenamiento Territorial o planes parciales. 
 Proteger a habitantes y moradores de sectores sometidos a 
transformación, sin que ello implique el detrimento del interés 
colectivo. 
Los planes parciales seleccionados como estudios de caso, “Plaza de 
Ferias” y “Corazón de Jesús”, permitieron evidenciar la aplicación de 
relaciones de poder conforme las tipologías establecidas. El análisis 
realizado a los mismos posibilitó la definición de hallazgos investigativos 
bajo estas relaciones. De modo que cada caso pudo caracterizar dentro 
de sus particularidades, la confluencia de las tres formas básicas de 
poderes que pueden aplicarse sobre el territorio a través de la formulación 
y ejecución de un plan parcial. 
El Plan Parcial Plaza de Ferias se ubica en la Centralidad de Equilibrio del 
Norte y es el primer y principal proyecto para su realización. Corresponde 
al tratamiento de redesarrollo que como “Área  en Transformación” indica 
la necesidad de desmontar completamente el uso actual y tradicional del 
suelo ocupado. Su formulación busca dotar a la zona norte de la ciudad de 
equipamientos y espacios públicos de alta calidad,  generar vivienda e 
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introducir el comercio y los servicios como actividades económicas 
contribuyendo así a la consolidación del Corredor Metropolitano de 
Servicios. 
  
El plan Parcial Corazón de Jesús pertenece al Centro Tradicional y 
Representativo de la ciudad, con el tratamiento de Renovación Urbana. 
Sus propósitos se dirigen a la consolidación en el centro urbano de 
actividades institucionales, culturales, comerciales y de servicios. 
Mantener su capacidad de convocatoria. Albergar multiplicidad de 
funciones y actividades económicas y promover el uso residencial para 
superar las condiciones de deterioro y conflicto funcional.  
El proceso de participación ciudadana en el Plan Parcial Corazón de 
Jesús evidencia un largo camino de integración comunitaria. Los 
habitantes del barrio representados en la Fundación Coraje asumieron su 
formulación   desde el comienzo e integraron estrategias que permitieran 
la participación y representación  de todos los actores del barrio, a partir 
de la realización de talleres educativos y de la conformación de mesas de 
trabajo para la construcción del plan.  
Este proceso delegó en la comunidad la responsabilidad en la conducción 
del plan parcial y en la negociación y concertación de intereses con el 
Estado para el cumplimiento de las disposiciones  del Plan de 
Ordenamiento. 
En el Plan Parcial Plaza de Ferias el proceso de participación ciudadana 
fue restringido, pues su formulación no contó con la articulación de la 
comunidad. En este sentido, la participación se determinó por la 
articulación de intereses entre el Estado y el sector privado definiendo los 
usos del suelo, las propuestas urbanísticas y las obligaciones y 
responsabilidades que cada uno debería cumplir para ejecutar el plan 
parcial dentro de los requisitos establecidos por la normatividad. 
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El plan fue formulado por la Alcaldía Municipal y las constructoras 
Londoño Gómez, Coninsa, Ramón H. y Arquitectura y Concreto y fue 
presentado a la comunidad de la Plaza una vez lo terminaron. De este 
modo, el plan fue concebido más como una imposición estatal que como 
una construcción social. 
La participación estatal en el Plan Parcial Corazón de Jesús estuvo 
mediada por la generación de acuerdos y consensos sociales con la 
comunidad  del barrio. En ese sentido el establecimiento de 
responsabilidades mutuas fue la constante. El Estado apoyó la 
formulación del plan mediante la supervisión,  asesorías técnicas y 
acompañamiento social  mientras que la comunidad asumió la 
responsabilidad directa en su conformación. 
En el Plan Parcial Plaza de Ferias la participación del Estado estuvo 
mediada por la generación de acuerdos político-económicos con los 
miembros de la Central Ganadera, pues se pactó no realizar el plan  
considerando las consecuencias que traería para la economía de la 
ciudad y el empleo el desmonte de la Feria. Hasta este momento se 
conserva este acuerdo de voluntad política. 
El proceso de toma de decisiones en ambos planes parciales es un 
ejercicio disímil. En Corazón de Jesús primó la negociación, la 
interlocución, la corresponsabilidad y la discusión comunitaria sobre las 
distintas acciones y elementos que involucrasen el plan. En ese sentido la 
toma de decisiones era bidireccional: Estado y comunidad. 
En Plaza de Ferias, se estableció una vía, la decisión estatal. Durante el 
proceso de formulación no se lograron acuerdos ni consensos con la 
comunidad de la Feria. En ese sentido la propuesta fue construida sin la 
participación comunitaria. 
El acuerdo logrado entre el gobierno y el sector ganadero no modificó la 
estructura del plan parcial para favorecer la participación, detuvo 
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completamente su ejecución. 
La propiedad en el Plan Parcial Corazón de Jesús se representa en la 
existencia de 974 predios y 867 propietarios. El plan conformó 23 
Unidades de Actuación Urbanística y 6 Áreas de Manejo Especial. 
En el Plan Parcial Plaza de Ferias la propiedad se representa en la 
existencia de 4 lotes y 1 propietario, las Empresas Varias de Medellín. Se  
conformaron 4 Unidades de Gestión y  2    Áreas de Manejo Especial. 
En ambos planes parciales la conformación de la propiedad evidencia el 
desarrollo histórico, los usos del suelo y la apropiación territorial conforme 
la evolución socioeconómica en cada una de estas  zonas. 
La propiedad refleja también, una parte de lo que fueron los procesos de 
formulación y adopción de los planes parciales en cuanto a la articulación 
de los intereses y propósitos territoriales de los actores  allí involucrados. 
En cuanto a los usos del suelo, en Plaza de Ferias su asignación 
representa lo establecido para las áreas en transformación de acuerdo al 
tratamiento de Redesarrollo. De modo que los usos contemplados 
designan la vivienda, el comercio, los servicios, industria asociada a la 
actividad actual, cultura y recreación. 
En Corazón de Jesús, los usos del suelo permiten  las actividades propias 
del centro tradicional y representativo y los propios de las zonas en 
deterioro o conflicto funcional conforme lo establece el tratamiento de 
Renovación Urbana. Los usos establecidos asignan la vivienda, el 
alojamiento, la industria liviana, los deportes y la recreación, el comercio 
minorista y mayorista, los servicios al vehículo, las reparaciones 
mecánicas y los servicios de esparcimiento público. 
Ello refleja la importancia económica del Barrio Corazón de Jesús para la 
productividad de la ciudad, mediante la generación de empleos y la 
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producción de bienes de capital y monetarios. Se destaca su 
especialización económica en los sectores textil, maderero y de servicio 
mecánico y automotriz, al igual que la innovación, el aprendizaje y el 
conocimiento generados por las interacciones y encadenamientos 
productivos desarrollados durante años. 
En ese sentido, la consagración de los principios de equidad, inclusión, 
derecho de preferencia, protección a moradores y restablecimiento de 
condiciones iniciales como postulados ético-políticos para la 
transformación y orientación del desarrollo urbano del barrio. 
Puede indicarse entonces que el plan parcial no solo es un instrumento 
técnico de ordenamiento territorial, sino que en virtud de su función urbana 
reúne múltiples  características sociales.  
 
Los procesos de formulación y ejecución de los planes parciales han 
permitido evidenciar la confluencia de múltiples factores y la necesidad de 
vincular variables que puedan incidir o afectar la realización de estos 
procesos. 
 
Es necesario lograr la articulación institucional del Estado para el 
cumplimiento de las disposiciones normativas del ordenamiento territorial, 
que permita la regulación pública de los usos del suelo y sus actividades. 
Y considerar la participación ciudadana para lograr efectividad en los 
procesos de concertación social y reducir las tensiones por conflictos de 
intereses entre las personas involucradas. 
 
El plan parcial puede indicar la realización de un proyecto ético-político 
que potencialice el valor y riquezas de un territorio, los consensos 
sociales, la participación democrática y la articulación de intereses entre el 
Estado y los agentes particulares cuyo objetivo demuestre la intención de 
solucionar las problemáticas territoriales que aquejan a las ciudades. 
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Los usos actuales establecen las características que diferencian a cada 
plan parcial y en esa medida asignan los distintos elementos  que le 
confieren valor territorial. Determinan además, la conformación de 
relaciones sociales y la especialización de funciones productivas y a partir 
de ello se determina  su importancia para la ciudad. 
Si bien ambos planes parciales son distintos, las lógicas establecidas por 
el ordenamiento territorial de la ciudad los articulan con el propósito de 
ayudar a consolidar el desarrollo urbano del territorio, pues sus especiales 
condiciones socioeconómicas y de ubicación les confieren características 
estratégicas para el logro del bienestar colectivo. 
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ANEXOS 
Los anexos que  se incluyen en esta investigación son los siguientes: 
1. Entrevistas realizadas. 
2. Plano de los planes parciales aprobados y en proceso de formulación en 
Medellín. 
3. Plano de ubicación del Plan Parcial Plaza de Ferias. 
4. Plano de ubicación del Plan Parcial Corazón de Jesús. 
1. Entrevistas realizadas 
Las entrevistas que se realizaron fueron las siguientes: 
 Mariluz González. Funcionaria Oficina de Planes Parciales, 
Departamento Administrativo de Planeación Municipal, Alcaldía de 
Medellín. Plan Parcial Corazón de Jesús. 
 Jorge Mario Escobar Calle. Gerente General Central Ganadera S.A. 
Plan Parcial Plaza de Ferias. 
 Luz Estela Zea. Directora Ejecutiva Fundación Coraje. Plan Parcial 
Corazón de Jesús. 
 Gilda Wolf Amaya. Profesora Universidad Nacional de Colombia, 
Sede Medellín. Plan Parcial Corazón de Jesús. 
 Juan Carlos García Bocanegra. Arquitecto urbanista. Plan Parcial 
Corazón de Jesús y Plaza de Ferias. 
 María Victoria Sánchez. Arquitecta formuladora Plan Parcial Plaza de 
Ferias. Departamento Administrativo de Planeación Municipal, 
Alcaldía de Medellín. 
 
Por dificultades técnicas se presentan las entrevistas que pudieron ser 
registradas en medio magnético. 
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1.1 Mariluz González 
Funcionaria Oficina de Planes Parciales, Departamento Administrativo 
de Planeación Municipal, Alcaldía de Medellín. 
Septiembre de 2009  
Plan Parcial Corazón de Jesús 
¿Cuál fue el contexto bajo el cual surge el plan parcial?  
En el sector el uso principal es la mecánica y el servicio al auto pesado y 
liviano. En la administración de Juan Gómez Martínez se había expedido un 
Decreto que expulsaba este uso del suelo del sector y del centro de la 
ciudad. Por iniciativa de la comunidad y de la Fundación Coraje que es la 
organización  líder del sector se organizaron y comenzaron a analizar el 
contenido y los planteamientos de esta norma y las consecuencias de este 
Decreto para ellos.   
Vieron que la mejor manera para no ser expulsados era si se organizaban. A 
partir de ello comienza a surgir la idea del plan parcial, que realmente es de 
iniciativa comunitaria.  El uso lo estaban expulsando y se tenían que 
organizar porque si no debían salir fuera como fuera y a partir de ello 
comienza a pensarse el plan. La iniciativa se formuló por esa necesidad. La 
fundación Coraje dirigió todo el proceso inicia del plan parcial. Luego se 
vinculó el Centro Mundial de la Moda como apoyo al proceso.  
Entre los años  2005 y 2006 se vincula el Municipio de Medellín para apoyar 
la iniciativa y contrató una arquitecta que apoyara la elaboración técnica del 
plan.  
El proceso comienza con la organización de los comerciantes, luego vienen 
los madereros, después la parte de confección y a partir de ello se articulan 
todos los usos del suelo establecidos para el sector. 
226 
 
¿Los comerciantes, mecánicos y demás actores económicos del Barrio 
son conscientes de la necesidad de ejecutar el plan parcial? 
Ellos han sido conscientes aunque saben que algunas actividades se tienen 
que ir por la aplicación de la norma. Actividades como el vehículo pesado 
por la ocupación del espacio público, las maderas por la expulsión de 
partículas. 
La Alcaldía ya al final de la propuesta conformó unas Mesas de Trabajo por 
manzanas homogéneas, siguiendo las igualdades en las actividades 
económicas. Se conformaron 14 Mesas cada una tuvo una definición 
específica, unos usos específicos para comenzar  a definir  las estrategias 
para la elaboración del plan parcial.  
Al comienzo del proceso ellos no fueron conscientes del plan parcial, pero 
ya casi finalizándolo si.  
¿Qué perspectivas tiene hoy el plan? 
Está un poco complicado. Si bien el Municipio apoyó la última parte de 
formulación del plan, no puede detonar el desarrollo de las unidades de 
actuación porque no es el dueño de la tierra. Son los dueños como 
propietarios del suelo que tienen que comenzar su desarrollo. 
Había dos funciones claras: de Maturín a San Juan que es toda la parte de 
mecánica y automotriz. Empezaron con una propuesta, incluso Asopartes 
estuvo vinculado ahí pero se retiraron por problemas económicos.  
Además, porque fue difícil la articulación y gestión entre propietarios, 
arrendatarios y  los informales. 
En la parte de Maturín a Colombia, que  es de confecciones,  arrancaron 
con dos propuestas, una ubicada en el Banco de Bogotá y otra hacia el 
Sena. Se pusieron de acuerdo entre todos los propietarios y realizaron 
propuestas referidas al tema de la moda. Pero la crisis económica del sector 
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confección los hizo parar.  
En este momento esos procesos están parados. La Fundación Coraje ha 
tratado de seguir en la gestión. El año pasado la Alcaldía hizo un contrato 
con la Fundación Coraje para identificar estrategias que permitieran 
desarrollar el plan parcial.  
Se identificaron cuatro (4) unidades de actuación que están sobre San Juan, 
se identificó la tenencia, el número de arrendatarios, el número de 
informales. Pero se pararon porque los recursos son mínimos en 
comparación con el sector de las confecciones.  
Se comenzaron dos Unidades de Actuación la  22 y la 18 en la parte de las  
confecciones pero se pararon por las crisis que ha tenido el sector.  
¿La voluntad de los grandes propietarios ha influido en que se 
desarrollen o no se desarrollen las unidades? 
Si eso se ve en todos los planes parciales. Los intereses. En corazón de 
Jesús. Los de confecciones han sido los que más han movido el tema. Han 
querido apoyar todo lo del plan parcial porque les ayuda a lograr sus 
intereses y proyectos de moda para el mundo. Pero la crisis económica ha 
parado todo.  
Las actividades económicas en el sector en términos de fuerzas económicas 
están equilibradas. Las confecciones se vinculó al plan hace cuatro (4) o 
cinco (5) años y son los que han empezado a detonar el desarrollo. Los del 
vehículo pesado y liviano son un uso reconocido y establecido en el sector 
que también lideran los procesos. 
En el sector prima el poder económico, sobre todo por parte de las 
confecciones. Ellos son propietarios. 
El sector de mecánicos posee el poder de liderazgo, porque en lo 
económico han tenido dificultades ya que no son propietarios del suelo, son 
228 
 
arrendatarios de unidades económicas y muchos son informales. Y como 
son tantos la mayoría hace la fuerza. Entonces son poderes de liderazgo y 
organización. Por el hecho de no ser propietarios no tienen poder 
económico. Ello dificulta su participación y decisión en el plan. 
¿Quiénes han sido los actores involucrados a lo largo de todo el 
proceso? 
Estos sectores económicos.  
La Fundación Coraje, líder y vocera del sector automotriz, que no es 
propietaria pero representa a los propietarios pequeños. 
Los actores informales son representados por la Cooperativa Cootacop. 
 El sector de las confecciones se agrupa en el  Centro Mundial  de la Moda 
que  representa a los grandes propietarios. 
¿Cuáles eran los intereses que defendían estos actores sociales al 
momento de la formulación del plan? 
La continuación de sus actividades. Que las obras hechas no perjudicaran 
su actividad automotriz. 
En las Mesas de Trabajo las preocupaciones que más surgían eran las del 
vehículo pesado y los informales, al no ser propietarios de nada, tenían que 
salir por la expulsión de sus actividades. 
Por eso mismo el plan  parcial viene acompañado de unas cargas sociales y 
de un programa de protección social para mitigar estos impactos que se 
puedan ocasionar. Con Cootacop se piensa en la organización de los 
informales y convertirlos en propietarios pero es un proceso que ellos deben 
hacer por su cuenta. 
 
229 
 
Tomando en cuenta el tratamiento de renovación urbana ¿qué 
problemas afectaron la formulación del plan parcial? 
Problemas: expulsión de los usos. Usos tradicionales en el sector, la madera 
y la mecánica y los vehículos pesados. Estas  actividades les ha permitido 
tener lo que hoy tienen. Este problema era el más sentido en todas las 
reuniones.  
La renovación lo que busca es el cambio de usos. Ese fue el mayor 
inconveniente que se tuvo en la formulación. Qué pasaba, para dónde se 
iban.  
Sobretodo un tema discutido: se aprobaba el plan y quién empezaba, quién 
comenzaba. Era la necesidad de un operador social, de un operador urbano,  
un operador inmobiliario que le diera liderazgo a todo. Eso se ha venido 
demostrando y es la ausencia de ese operador lo que ha impedido también 
la falta de liderazgo en torno a la ejecución del plan.  
Se tuvo una intencionalidad con la EDU, al trabajar el tema de la manzana 
22 y la 18 pero se detuvo esta propuesta porque el operador urbano debe 
salir  de los recursos del propio plan parcial y no del erario público. 
El operador sería un vocero de los propietarios para detonar él mismo el 
desarrollo del plan. Un operador con dos énfasis: uno social, que involucre 
los problemas, la población, las estrategias de gestión, el cumplimiento de 
las cargas sociales. Y otro inmobiliario, que se encargue de la parte del 
suelo, de comprar tierras, de hacer avaluos y de generar proyectos 
inmobiliarios. 
¿Los problemas sociales del sector han afectado al plan parcial? 
Los problemas sociales no tuvieron influencia sobre la formulación del plan. 
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¿Qué estrategias se diseñaron para mitigar los impactos negativos? 
Es el anexo 20  del Documento Técnico de Soporte.  Se enfocan a la 
formalización de las unidades económicas informales. Al  marketing y la 
competitividad. Al fomento del  empresarismo y fortalecimiento empresarial. 
Todo ello porque como están hoy no pueden seguir, porque el plan va 
cambiar todo y ellos deben cambiar también.  
Cuando se formuló el Plan de ordenamiento Territorial de 1999  ¿la 
zona se decretó para ser desarrollada por plan parcial? 
Si, el plan parcial se acordó con el Plan de ordenamiento Territorial anterior. 
Con la revisión en el año 2006 no se cambió nada porque ya venía en 
proceso de formulación del plan. 
El plan parcial concibe la salida de los usos  pesados. Es una política 
concebida por el modelo de ciudad y las directrices metropolitanas. Se 
prohíbe la estancia en el centro de la ciudad de vehículos pesados. 
¿Qué obligaciones le genera al Estado y a la comunidad el plan 
parcial? 
El Estado tiene el deber de detonar el plan, porque le sirve a la comunidad y 
además al modelo de ciudad desde el Plan de Ordenamiento Territorial. 
 En la comunidad, hay  unos que no quieren porque se ven afectados y hay 
otros que si lo quieren porque quieren un cambio en el sector, que lleguen 
nuevos usos. 
Son compromisos para ambas partes pero que no se han concretado por 
diversos motivos. 
Aspectos económicos en la comunidad. En la Administración Municipal 
múltiples actividades. El municipio no es propietario de los suelos, pero igual 
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puede ayudar en la gestión para ellos, conseguir inversionistas para el plan 
y demás.  
¿Qué importancia tiene el hecho que el plan haya sido formulado por la 
comunidad y no por otros actores? 
Es muy  importante porque es la articulación y concentración de muchos 
intereses alineados sobre un mismo objetivo, ya concertados, consensuados 
por parte de los actores presentes en el área de planificación y no llegar a 
convencer uno por uno. Este plan tuvo la concertación antes de formular el 
plan.  
El plan del corazón tuvo un proceso de socialización grande, se hicieron 
jornadas para ello.  
¿Sería posible hablar que en la comunidad existe una conciencia del 
ordenamiento territorial y de la participación en estos procesos? 
Poco a poco la gente ha incorporado ello. Hay una conciencia en torno a 
ello. No obstante, persisten ideas individualistas sobre la propiedad. 
En Corazón de Jesús, por ser de iniciativa comunitaria, donde ellos mismos 
se organizaron y reconocieron sus problemas y las soluciones, les facilitó 
cambiar los imaginarios aceptando incluso que se deben ir algunos de ellos. 
¿Qué estrategias o mecanismos de concertación se emplearon para 
tomar decisiones? 
El apoyo de la Fundación Coraje fue clave para lograr estos acuerdos, fue el 
intermediario social porque la comunidad la conocía  y confiaba en ellos, 
caso contrario si hubiese llegado el Estado solo, porque se pensaría en 
hechos arbitrarios de su parte. 
La estrategia fue apoyarse en las organizaciones comunitarias. Generar 
confianzas y legitimidades facilita el trabajo. La Fundación Coraje ha 
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liderado todo el plan parcial y han seguido trabajando en la gestión. 
La parte de la gestión depende ahora de los propietarios, el Estado apoya y 
acompaña pero ellos deciden. 
2. Jorge Mario Escobar Calle  
Gerente General Central Ganadera S.A. 
Octubre 6 de 2009 
Plan Parcial Plaza de Ferias. 
¿Qué percepción tiene la Central Ganadera frente al plan parcial?, 
¿cuál es su posición frente a lo que este propone? 
La Feria tiene  una tradición de más de 115 años, pero ha estado ubicada 
en otras partes de Medellín.  
Primero llegó la Feria a este sitio que la ciudad. Todos los alrededores eran 
absolutamente vacios. La Feria era una zona semi rural donde los ganados 
llegaban a través  de una estación de tren y venían caminando hasta los 
corrales y las básculas.  
Alrededor de la Feria, comenzó a generarse una dinámica económica, 
poblacional y habitacional porque a la gente le quedaba cerca para trabajar 
allí mismo. Esto evidencia el poder de convocatoria que tiene el sector 
agropecuario y especialmente el ganadero.  
La ciudad se ha ido transformando alrededor de la Feria. Una ciudad vital y 
activa y con población cercana que tiene que ver con ella de una u otra 
forma. 
La Feria está en unos terrenos que pertenecen a las Empresas Varias de 
Medellín. A raíz de la expedición de la Ley 142 de 1994 se obliga la 
dedicación  a su misión fundamental, el aseo. Por tanto, debía dejar de lado 
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otras actividades que no fueran estas. 
Hace 11 años las Empresas Varias  decide hacer una empresa de economía 
mixta donde con particulares fundan la Central Ganadera S.A. regida por el 
derecho comercial.  
El 42% de las acciones pertenecen a las Empresas Varias y el otro 
porcentaje está representado en las empresas de  Colanta y  Alimentos 
Cárnicos, en  ganaderos y representantes de la feria que invirtieron porque 
creían que este negocio podía ser importante, útil y vital. 
El balance social se sustenta en estudios que ha hecho la Central Ganadera 
donde se evidencia que alrededor de 3.000 personas viven de la actividad 
de la Feria de Ganados. Arrieros, comerciantes, informales en el 
parqueadero, comercializadores, ganaderos, comisionistas, lustrabotas, 
loteros.  
Hay 120 locales comerciales, oficinas, restaurantes.  
Se despliega una actividad alrededor de lo que tiene que ver con la Feria y 
la ganadería. Hay bancos y almacenes agropecuarios. 
En la parte ambiental se cumple, no se le entrega el agua al Río sino al 
acueducto de la ciudad. Tenemos una  planta de abono con los contenidos 
rumiales de los animales sacrificados. 
En lo económico, durante los once (11) años de funcionamiento, la Central 
Ganadera les ha devuelto a sus socios alrededor de cinco (5) veces lo 
invertido. Cuando las acciones comenzaron valían $10.000 hoy 
comercialmente se manejan precios de $65.000 por acción.  Es una 
empresa bastante rentable. 
Por todo esto la posición es que la Feria debe permanecer allí, tal cual está. 
Cumpliendo la razón social y económica que ha venido teniendo durante 
toda su historia. 
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La esperanza es que la comunidad defienda la permanencia de la Plaza allí 
y que los gobernantes de turno entiendan su importancia. La Feria es vital y 
cumple una función muy importante.  
En el año 2003 se hizo un plan parcial en el cual se prevé un desmonte de 
las actividades de la feria. La EDU fundó una sociedad de economía mixta 
con algunos constructores  representativos de la ciudad (para el uso de 
viviendas) para gestionar el plan. 
En su comienzo salieron con unas preventas y diseños del proyecto 
habitacional, pero la misma comunidad de la Feria se volcó en contra de ese 
proyecto  y de la medida que en ese momento el alcalde de la ciudad había 
tomado para la Feria.  
La comunidad se apropió para mantener la presencia de la Feria y salió a 
defender su permanencia allí.  
El Alcalde entendió esto, el Concejo Municipal también. Hubo resistencia 
política y social y ese programa se desvaneció hasta que terminó la este 
gobierno en diciembre de 2003. 
Con la administración de Sergio Fajardo hubo reuniones de este tipo, se le 
explicó la importancia que tiene la Feria de Ganados de Medellín, lo 
entendió e hizo la promesa de que mientras estuviera en el gobierno, su 
administración no tocaría la Feria ni iba a impulsar ese plan parcial y así fue.  
Durante los cuatro (4) años se tuvo una relación absolutamente cordial y 
transparente, que se  manifestó en el hecho de que los inversionistas y 
accionistas de la Feria pudieron invertir un dinero importante para atender 
unos requerimientos que estaban dispuestos en una dinámica empresarial 
de todo el país para poner todas las plantas de sacrificio en el 2012 con 
calidad de exportación en virtud de los tratados de libre comercio para volcar 
a Colombia como país exportador. 
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Cuando un gobernante, un alcalde (porque esta empresa es de carácter 
municipal)  tiene una intención de apoyar la presencia de la Feria se 
transmite en que los accionistas hayan  invertido tranquilamente alrededor 
de 4.500 millones de pesos en renovación tecnológica para poder cumplir 
con la normatividad.  
Las relaciones con el gobernante de turno son fundamentales para que una 
empresa como estas pueda sobrevivir. 
Es absolutamente transparente y absolutamente determinante que la 
voluntad del alcalde se transmita en unas mejores prácticas y en unas 
mejores condiciones de inversión  para que esa calidad de sacrificio se vea 
mejorada.  
Después llegó la administración de Alonso Salazar y fue exactamente una 
política de continuidad a las políticas de Fajardo.  
Con Salazar, también en su momento se reunieron los miembros de la 
Central Ganadera y le dijo lo mismo a  la comunidad de la Feria, que 
mientras fuera el alcalde de la ciudad, la Feria allí permanecería y la 
apoyaría.  
Y así hemos sentido que a través de la presencia de los tres miembros de 
junta de las Empresas Varias y de la presidencia de la junta en cabeza del 
gerente de  las Empresas Varias ha habido  acompañamiento y voluntad 
para invertir en una empresa rentable desde lo social, lo económico y lo 
ambiental para que la Feria se quede acá. 
Cada que hay cambio de alcalde viene la zozobra. Y dependerá de ello 
porque hay dos alternativas. La primera, cambiar el plan parcial. Modificarlo.  
La otra, no tocar el plan parcial dada la complejidad que implica, pero 
respetar la presencia  de la Feria.  
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La administración del alcalde Salazar lo que ha hecho es tratar de adecuar 
el coliseo para los eventos agropecuarios que durante 50 años ha sido el 
escenario natural de las exposiciones del ganado y los caballos.  
 Hoy estas Plazas se ven abocadas a un tema que se llama el Plan de 
Racionalización en el cual el INVIMA le traslada al gobernador de cada 
departamento La responsabilidad para que estudie qué plantas cumplen con 
el Plan de ordenamiento Territorial, cuáles tienen un Plan de Manejo  
Ambiental y Plan Gradual de Cumplimiento.  
No tenemos  plan b, ni lotes estudiados, ni preparados, ni negociados 
porque la intención es permanecer. Ni pactos para salir gradualmente. No 
hay subutilización del espacio, la dinámica ganadera tiene su lógica.  
¿Cómo está conformada la Central Ganadera? 
Los que conforman la central ganadera son: Empresas Varias de Medellín, 
Colanta y Alimentos Cárnicos (que pertenece a  Zenú del Grupo Empresarial 
Antioqueño), accionistas de la central: inversionistas comisionistas, 
ganaderos, comercializadores de carne,  trabajadores de la Feria 
(Cooperativa Coomultreb). 
Cada dos años la asamblea determina una junta directiva de siete (7) 
principales y siete (7) suplentes donde tres (3) renglones están 
representados por Empresas Varias, un (1) renglón por Colanta con su 
suplente, un (1) renglón  de Alimentos Cárnicos con su suplente, un (1) 
representante de los comisionistas y un (1) represenatne  de los 
trabajadores.  
Representan todos los intereses de los actores, los públicos y los privados.  
La comunidad vecina quiere la permanencia de la Feria allí. Los 
inversionistas  por las utilidades, ganancias económicas y dividendos 
anuales. 
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La Feria es una fuente de ingresos para las comunidades vecinas. 
Interactúan con ellos, mediante eventos culturales y deportivos. 
¿Podría mencionar qué  problemas  se presentarían por la 
implementación del plan?  
Nuestro problema sería que en caso de que se lleve a cabo el plan el 
desmonte de la Feria. Lo cual no estamos de acuerdo, aunque estipula que 
puede seguir funcionando la planta de sacrificio. Nosotros queremos que la 
feria siga siendo lo que es, sin vivienda, sin comercio, que es el uso del 
suelo que quiere darle el plan. Queremos que la Feria siga como está, que  
no sea tocada.  
Queremos buscar una figura que blinde a la Feria y le de permanencia en su 
uso y no depender cada cuatro  (4)  años de la voluntad política del 
gobernante. 
La Feria paga impuestos al Municipio de Medellín por degüello municipal de 
cada animal que es sacrificado. Por industria y comercio se le reporta al 
Municipio alrededor de 45 millones mensuales y por la participación de las 
Empresas Varias le entregamos el 7% de los ingresos vía arrendamiento y 
el 42 % de los dividendos de las utilidades de cada año.  
O sea que son ingresos considerables para el municipio. Lo mismo para la 
Nación a través del Fondo Nacional del Ganado porque hay un impuesto 
nacional de degüello.  
Creemos que debemos seguir aquí tal como estamos. Por eso no 
participamos del plan parcial. No concebimos la Feria parcialmente, la 
concebimos así como está. Nos oponemos al desmonte de la Feria, a irnos 
de aquí. 
Hay incompatibilidad de los usos actuales con los usos propuestos. Sobre 
todo de la vivienda. Vemos más viable compartir el espacio con el parque, 
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través del Coliseo Aurelio Mejía para que estas comunidades también 
puedan beneficiarse. 
Queremos generar caminaderos, senderos peatonales, generar flujos que 
conecten la Feria con la ciudad. Dejar la Feria como está, con el parque y 
senderos peatonales. Fortalecer el comercio afín a la vocación de la Plaza. 
La plaza ha instaurado un uso del suelo a lo largo de su historia, ha 
consolidado una vocación económica. Lo que está funcionando que no se 
toque. Hay 120 locales, hay 3.000 personas que viven de esto,  las ciudades 
tienen problemas grandes de empleo, ¿por qué tocar algo donde el empleo 
está ahí? Lo pueden ver un lunes para que vean el dinamismo que se da, la 
actividad económica que genera.  
Hay una intención a largo plazo y es que las  plantas de sacrificio deban 
estar cerca a las regiones productoras y crear así una cadena de frío, de 
modo que se transporte la carne refrigerada y no el ganado vivo. 
Un altísimo porcentaje de la carne en Medellín se comercializa a través de 
las carnes de barrio. No obstante, las cadenas de frío son proyectos  a largo 
plazo. Por tanto la Feria todavía continuaría. 
Se le apunta a la erradicación de la fiebre aftosa desde lo local y nacional 
para generar condiciones para la exportación. Ya no sería proveer de carne 
a Medellín y al área metropolitana sino al mundo siendo el cluster de la 
carne. 
La central ganadera quiere quedarse allí, ser un frigorífico de exportación. 
Ello se truncaría con el desmonte. Se cumple con todo lo que espera una 
comunidad, empleo, buen manejo, rentabilidad y balance ambiental. 
¿Cómo es el funcionamiento de todo el complejo de la Feria? 
El ganado llega de las zonas productoras. Llegan el domingo y el lunes. 
Mucho de ese ganado es sacrificado en la planta, aquí mismo. 
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Existe una figura llamado el comisionista, al que el ganadero le entrega la 
responsabilidad de representarlo para que le haga la intermediación con los 
comercializadores.  
De allí surgen una cantidad de actividades, el que recibe, el trasportador, el 
que le bota el cisco, el que lo arrea, el que lo pesa, el que lo acomoda en los 
corrales, el que los baña, el que lava los corrales. Todo este proceso lleva a 
que el ganado sea exhibido para que el comisionista pueda venderlo.  
Ahí ocurre un ejercicio de oferta y demanda donde la Feria le pone el precio 
al ganado en Colombia. Alrededor de todas estas actividades hay un ejército 
de personas.  
Existen protocolos, normas y procedimientos antes de sacrificar al animal.  
La Feria detonó la urbanización y la construcción de las viviendas, la ciudad 
creció alrededor de ella. La Feria llegó primero. 
3. Luz Stella Zea 
Directora Ejecutiva Fundación Coraje. 
Octubre de 2009 
Plan Parcial Corazón de Jesús 
¿Cuál fue el contexto bajo el cual surge el plan parcial? 
El plan parcial nace en el marco del Plan de Ordenamiento Territorial de 
1999. Este declara la zona del Corazón de Jesús como una zona de 
renovación urbana con usos múltiples. De allí surgió una pregunta ¿el plan 
parcial  quién lo formula? Vienen varias respuestas, el municipio, los 
privados, la comunidad.  
En una asamblea general  que se hizo en el barrio se tomó la decisión de 
que fuera la comunidad quien formulara el plan parcial. Esa decisión se 
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toma teniendo como antecedente una normatividad antecedente al POT, 
que fue el Acuerdo 038 de 1990. En ese acuerdo se cambiaba radicalmente 
los usos tradicionales del suelo del Barrio Corazón de Jesús.  De usos 
comerciales pasaba a ser una zona de usos residenciales. Si bien el 
Acuerdo era del 90, más o menos en el 93 nos enteramos de la existencia 
del Acuerdo porque comienzan a vencerse las licencias de funcionamiento. 
Cuando se vencía esta licencia e iban a renovarla les decían que no y que 
se tenían que ir en seis (6) meses porque era una zona de vivienda. 
Tuvimos que buscar la manera para derogar este Acuerdo. Esa discusión se 
empezó en el 93, hasta el 99 que se aprobó el POT. Seis (6) años en una 
lucha con Planeación Municipal.  
¿Si se iban, para dónde se trasladarían estos usos? Planeación Municipal 
no sabía. Ahí radicó la discusión de seis (6) años, con protestas incluso. 
Con suciedad y todo aquí se generan 7.200 empleos, hay 780 empresas, 
hay 800 trabajadores informales, no nos pueden sacar. Desbaratar las redes 
comerciales que allí existen es llevar a la quiebra a muchas empresas que 
en su práctica son pequeñas y medianas y esas redes las mantienen unidas 
y les generan su sostenimiento y ofrecen servicios integrales al vehículo.  
Se atienden 5 millones de clientes al año. Tienen 14.500 empresas como 
proveedoras de ellos. 7.000 empleos directos, 21.000 indirectos 
aproximadamente. Cerca de 12.500 millones se pagan en impuestos 
anuales según últimos estudios. 
En ese momento, la Fundación se ve obligada a estudiar qué es la 
renovación, cuáles eran las normas de ordenamiento territorial,  a entender 
cuáles eran las demandas de la ciudad con ellos. Sirvieron como 
mediadores entre el gobierno y la comunidad.  
En el 99 la zona no se quería reconocer como de renovación urbana sino 
como de redesarrollo.  Esa era la propuesta inicial de Planeación Municipal. 
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Se entró en la discusión de cuál debería ser el mejor tratamiento. Y de todo 
ello se logró que fuera una zona de renovación urbana con usos múltiples, 
no residencial. El Acuerdo 038 proponía uso residencial. 
El Plan de Ordenamiento Territorial amplió el centro de la ciudad e incluyó a 
Barrio Triste allí. Para el centro hay una normatividad específica desde el 
POT. Prohibición y restricción de usos.  
En 1997 se había logrado derogar el Acuerdo 038. Y se creó el acuerdo 016 
que fue un Acuerdo temporal hasta que se aprobara el POT. Con el 016 se 
protegieron para que no siguieran cerrando los negocios hasta tanto no se 
acordara en el Plan de Ordenamiento el uso definitivo.  
El paso que seguía era implantar el POT desde los planes parciales. 
Entonces se tomó la decisión en abril de 2000 de formular un plan parcial 
para proteger y cuidar sus propios intereses y evitar que la lucha hecha 
durante esos seis (6) años fuera olvidada por otros agentes externos al 
barrio.  
Ese año se radica una carta de intención en Planeación donde 
especificábamos que queríamos  realizar un plan parcial en el barrio. Se 
quiso generar un intercambio entre Planeación y la comunidad para crear 
consensos en ambas partes. Mutua comprensión. 
Planeación envía un profesional para que nos asesorara, y fue Juan Carlos 
García Bocanegra que en ese momento había terminado de asesorar la 
elaboración del POT de Medellín. Fue un interlocutor muy imparcial, 
llevando las informaciones en ambos lados. 
Él estuvo alrededor de 2 años. Luego llegó la arquitecta Sandra Guinguer, 
para terminar la formulación del plan parcial. 
Crearon una metodología para crear un plan parcial participativo.  
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Estos procesos no se hacen de un día para otro, la planeación no puede ser 
arbitraria, a los ciudadanos hay que enseñarles a querer la ciudad y ver la 
función social que la precede, hacer saber que el municipio no es 
absolutista, debe generar consensos.  
Empieza la negociación, el Municipio quería vivienda y espacio público 
¿Qué hacer con las 780 empresas, con los 800 informales? Fue obligar a 
Planeación Municipal a pensar que si era su problema y responsabilidad la 
suerte de este sector.  ¿Qué negociamos en el plan parcial? Renovación 
urbana. Usos múltiples, uso principal el comercial, tres primeros niveles no 
admiten vivienda, solo comercio. Del cuarto nivel en adelante si se admite 
vivienda, aparta-hoteles, aparta-estudios, oficinas, parqueaderos, servicios y 
maquilas.  
De esa manera se llegó a un acuerdo para firmar el plan parcial. 
Se deben pagar obligaciones del 20%. De todo Barrio Triste el 20% se 
convertirá en espacio público. 
Para pagar ese 20% se diseñaron cuatro (4) parques.  Se logró proteger el 
80% de las actividades del barrio, el otro 20% se irá. 
Para lograr estos acuerdos se crearon talleres, procesos participativos, 
liderazgos y reuniones por manzanas, Mesas de concertación y 
negociación, reuniones por ejes económicos: madereros, textileros, 
mecánicos, muleros, repuesteros,  informales. 
Es claro que las negociaciones son entre privados, que el Municipio no entra 
a suplir ni a  comprar lotes, ni terrenos. Eso se desarrollará en la medida en 
que los privados se pongan de acuerdo, hay un plazo de quince (15) años 
para ejecutar. 
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En este momento hay dos iniciativas  privadas de desarrollos importantes en 
la manzana del Banco de Bogotá  y la manzana donde era Corpaúl. Si estas 
dos unidades tienen éxito, es probable que las demás unidades se detonen.   
Se han asociado más fácil los textileros que los repuesteros.  
Los dos proyectos que se están detonando son de la parte textilera. Casi 
medio barrio es textilero.  
Los comerciantes que se han ido del barrio han vendido sus locales muy 
bien vendidos, porque se valorizaron mucho con la formulación del plan 
parcial.  Empezó inclusive una especulación con los precios del suelo, con 
valores que hacían casi imposible su negociación.  ¿Qué se logró de todo 
esto? Se logró la concertación. Ello implica perder algo de lo que se 
pretendía. Planeación cedió, la comunidad cedió, muchos cedieron. 
Hay gente que si tienen una buena visión del plan, hay inversionistas que se 
metieron a comprar terrenos. 
Los pequeños comerciantes son los más afectados, pues en su mayoría son 
pequeños arrendatarios y para el arrendatario no quedó nada claro. Lo 
mismo que los trabajadores informales. 
¿Qué problemas afectaron la formulación del plan? 
Los intereses de cada actor. La mayor dificultad para su formulación fue el 
interés de cada uno. Al comienzo nadie quería ceder nada. 
El conflicto principal fue hacerle entender a los actores que tenían que 
negociar, ceder. Fue un proceso de tira y afloje. Que Planeación entendiera 
que tenía que negociar y no imponer, que la comunidad entendiera que 
tenía que negociar y ello implicaba ceder. 
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El POT establece que los usos de transporte pesado y maderas no deben 
estar. Era indispensable concertar con la Administración Municipal la 
formulación del plan.  
Cuando llega el alcalde Sergio Fajardo le explicamos la situación y las 
problemáticas que desde el año 2001 se presentaban en la formulación. 
En el 2005 la Administración ayuda a culminar el plan .Se hicieron estudios 
de movilidad y socioambientales apoyados por Planeación Municipal. 
La Alcaldía contrató una consultoría que lo hizo con la misma arquitecta que 
venía trabajando. El plan parcial se terminó en 2006, se entregó a 
Planeación y ellos lo ajustaron con el personal interno. 
La comunidad del barrio cedió para establecer el uso de vivienda y 
Planeación municipal cedió para establecer en el zócalo urbano los tres 
primeros pisos de comercio. Los lotes de propiedad del Estado fueron 
convertidos en AME.  
En el año 2007 casi se rompe el proceso durante el primer semestre porque 
entraron actores que inicialmente no estuvieron. Planeación Municipal tuvo 
que mediar para la solución de estas problemáticas.  
En este momento, el plan parcial espera la llegada de inversionistas para 
desarrollar  las unidades de actuación. 
2. Plano de los planes parciales aprobados y en proceso de 
formulación en Medellín 
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3. Planos de ubicación Plan Parcial Plaza de Ferias 
El Plan Parcial con respecto a la ciudad 
 
Fuente: Documento Técnico de Soporte Plan Parcial Plaza de Ferias 
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El plan Parcial en el contexto de las Zonas Nororiental y Noroccidental de 
Medellín. 
 
Fuente: Documento Técnico de Soporte Plan Parcial Plaza de Ferias 
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4. Ubicación Plan Parcial Corazón de Jesús 
 
Fuente: Documento Técnico de Soporte Plan Parcial Corazón de Jesús 
Aerofotografía del barrio Corazón de Jesús y sus alrededores, tomada en el año 
2004. Obsérvese la condición de centralidad que ha adquirido el barrio en la 
actualidad, con respecto a su situación periférica de las décadas anteriores. La 
morfología permanece casi invariante, dando cuenta de su inserción en un contexto 
espacial más amplio y evidenciando la incidencia del planeamiento físico en el 
entorno del sector (Sistema Metro, Av. Ferrocarril, Calle San Juan, Centro 
Administrativo La Alpujarra, Centro empresarial EPM.). Documento Técnico de 
Soporte Plan Parcial Corazón de Jesús, pág. 24 
248 
 
 
  
 
 
 
 
 
 
249 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
250 
 
 
 
 
 
251 
 
 
 
